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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

DIRECCIÓN EJECUTIVA DEL PODER JUDICIAL
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 47 bis de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial, y para el caso específico el 
acuerdo de la Comisión Institucional de Selección y Eliminación de 
Documentos (C.I.S.E.D.) en Acta Nº 01-2016 de fecha 04 de mayo 
de 2016, artículo II y el acuerdo del Consejo Superior en Sesión N° 
51-16 celebrada el 24 de mayo de 2016, artículo XCV, se hace del 
conocimiento de las instituciones públicas, privadas y del público 
en general, que se procederá a la eliminación de Expedientes 
de Violencia Doméstica del año 2009 AL 2016 del Juzgado 
Contravencional de Santo Domingo, Heredia. La documentación, 
se encuentra remesada y custodiada en ese Despacho.
Remesa:	 V 5 H 09, Expedientes: 2, Paquetes: 1, Año: 2009, 

Asunto: Violencia Domestica.
Remesa:	 V 4 H 10, Expedientes: 231 Paquetes: 4, Año: 2010 

Asunto: Violencia Domestica.
Remesa:	 V 4 H 11, Expedientes: 264 Paquetes: 5, Año: 2011 

Asunto: Violencia Domestica.
Remesa:	 V 3 H 12, Expedientes: 348 Paquetes: 6, Año: 2012 

Asunto: Violencia Domestica.
Remesa:	 V 3 H 13, Expedientes: 321 Paquetes: 4, Año: 2013 

Asunto: Violencia Domestica.
Remesa:	 V 3 H 14, Expedientes: 333 Paquetes: 6, Año: 2014 

Asunto: Violencia Domestica.
Remesa:	 V 2 H 15, Expedientes: 288 Paquetes: 7, Año: 2015 

Asunto: Violencia Domestica.
Remesa:	 V 1 H 16, Expedientes: 135 Paquetes: 2, Año: 2016 

Asunto: Violencia Domestica.
Si algún interesado ostenta un interés legítimo y desea 

conservar alguno de estos documentos, deberá hacerlo saber a la 
Dirección Ejecutiva, dentro del plazo de ocho días hábiles.

San José, 23 de octubre de 2019.
	 Lic. Wilbert Kidd Alvarado,
	 Subdirector Ejecutivo a. í.
1 vez.—O.C. Nº 364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2019397853 ).

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 47 bis de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial, y para el caso específico el 
acuerdo de la Comisión Institucional de Selección y Eliminación 
de Documentos (C.I.S.E.D.) en Acta Nº 02-2007, de fecha 06 de 
agosto del 2007, artículo IX y el acuerdo del Consejo Superior en 
Sesión Nº 66-07 del 06 de setiembre del 2007, artículo XXXVII. 
De la Comisión Institucional de Selección y Eliminación de 
Documentos (C.I.S.E.D.) en Acta Nº 02-2006, de fecha 28 de junio 
del 2006, artículo IV y el acuerdo del Consejo Superior en Sesión 
N° 50-06, celebrada el 11 de julio del 2006, artículo L, se hace del 
conocimiento de las instituciones públicas, privadas y del público en 
general, que se procederá a la eliminación de Documentos Base en 
Materia Civil del año 1969, 1972 a 1989 y 1999 al 2006 y Documento 
Base en Materia Laboral del año 1998, 2001 y 2004 del Juzgado 
Contravencional de Golfito, Zona Sur. La documentación, se 
encuentra remesada y custodiada en ese Despacho. 
Remesa:	 21440
Documentos base civil:	 876
Paquetes:	 58
Año:	 1969, 1972 a 1989 y 1999 al 2006

Asunto:	 1 factura (1969). 1 factura, 1 incidente 
de exoneración y exclusión (1972). 2 
pagaré, 1 comprobante de ingreso de 
caja, 32 facturas (1973). 29 facturas y 1 
certificado de prenda (1974). 1 carta de 
venta, 1 plano, 1 copia de escrito de venta, 
37 facturas, 1 recibo de dinero (1975). 1 
copia de cheque, 1 recibo de dinero, 2 
certificación de registro, 2 contratos de 
compra y venta, 4 hojas de cuaderno, 86 
facturas (1976). 42 facturas, 1 recibo, 3 
pliegos de preguntas, 1 carta de venta, 2 
tarjetas, 2 tarjeta de anotación, 1 tarjeta 
de control (1977). 17 pagaré, 9 facturas, 
1 certificación de escritura (1978), 34 
facturas, 21 pagaré, 1 certificación de 
registro, 1 carta de venta, 1 croquis 
hecho a mano, 1 certificado de prenda, 3 
recibos bancarios (1979). 45 pagaré, 51 
facturas, 1 copia resolución, 1 contrato 
de arrendamiento, 2 certificación, 3 
certificado de prenda, 1 carta de venta, 
1 tarjeta control de abono, 1 plano 
catastrado, 1 ratificación de venta, 2 
pliego de preguntas, 1 certificación 
de pagaré, 1 copia de pagaré, 1 hoja 
de cuaderno (1980). 27 pagaré, 31 
facturas, 2 certificación, 2 certificado 
de prenda, 1 testimonio de escritura, 
1 recibo, 4 pliego de preguntas, 1 
certificación notarial, 1 escritura, 
1 certificación municipal, 1 oficio 
municipal, 2 certificación de registro, 
1 recibo bancario, 3 boletas registro 
domiciliario, 1 contrato arrendatario, 2 
recibo de dinero, 1 papel escrito (1981). 
1 pliego de preguntas, 2 pagaré, 10 
facturas, 1 cheque, 1 certificado (1982). 
9 pagaré, 9 facturas, 1 certificación 
notarial, 1 escrito, 2 hojas en blanco, 
1 copia certificada, 2 copia de escrito, 
1 copia de escritura, 2 certificación, 2 
carta de venta, 2 certificación de registro 
público, 1 certificado carta de venta, 1 
boleta control de pago (1983). 1 cheque, 
1 comprobante de retiro de ahorros, 1 
certificado de prenda, 5 factura, 5 pagaré, 
1 plano catastrado, 1 certificado registro 
público, 1 certificado de Juzgado (1984). 
1 cheque, 4 pagaré, 1 carta de venta, 1 
factura (1985). 6 pagaré (1986). 1 cheque, 
3 pagaré, 1 certificado de prenda (1987). 
15 pagaré, 1 demanda laboral con copia, 
1 copia acta de comparecencia, 1 copia 
de recibo de dinero, 1 papel blanco que 
dice efectivo, 5 certificado de prenda, 1 
escritura testimonio, 1 copia ratificación 
venta, 2 pliego de preguntas, 1 factura, 
3 certificaciones notariales, 5 copias de 
cheques, 1 certificación municipal, 2 
copias de planos, 1 contrato de compre 
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Asistencia e Informes del 2004). Documentos Varios Penal Juvenil: 
(Circulares y Avisos Varios del Año 2004, Agenda de Señalamientos 
del 13/01/2004 al 30/12/2004, Copiador de Sentencias del Año 2004, 
Lista de Expediente Remitidos al Archivo Central del 2004, Lista 
de Peritos de la Dirección Ejecutiva del Año 2004, Boletín Judicial 
del Año 2004, Ambiente de Control del Año 2004). 1Paquete con 
4 Ampos Penal Juvenil: (Ampo con Oficios y Documentos Varios 
del 2005, Ampo con Oficios y Documentos Varios del 2005, Ampo 
Registro de Asistencia e Informes del 2005, Ampo Copiador de 
Sentencias del Año 2005). Documentos Varios Penal Juvenil: 
(AGENDA De Señalamientos Del 17/01/2005 Al 29/07/2005, 
Agenda de Señalamientos del 01/08/2005 al 23/12/2005, Lista de 
Recibidos de Escritos y Actas del Año 2005, Circulares y Avisos 
Varios del Año 2005). 1 paquete con 4 Ampos Penal Juvenil: (Ampo 
Agenda 2006 del 03/07/2006 al 22/12/2006, Ampo Con Oficios 
y Documentos Varios del 2006, Ampo Registro de Asistencia e 
Informes del 2006, Ampo Copiador de Sentencias del Año 2006). 
Documentos Varios Penal Juvenil: (Agenda de Señalamientos del 
16/01/2006 Al 30/06/2006, Lista de Recibidos de Escritos y Actas 
del 2006, Circulares y Avisos Varios del Año 2006, Informe de 
Jueces Sustitutos del Año 2006). 1 paquete con 3 Ampos Penal 
Juvenil: (Ampo Agenda 2007 del 02/07/2007 al 21/12/2007, Ampo 
Registro de Asistencia e Informes del 2007, Ampo de Copias de 
Remisiones, Tener a la Orden y Ordenes de Libertad del Año 2007).  
Documentos Varios Penal Juvenil: (Agenda de Señalamientos del 
08/01/2007 al 29/06/2007, Lista de Recibidos de Escritos y Actas 
del Año 2007, Copiador de Sentencias del Año 2007, Circulares y 
Avisos Varios del Año 2007, Votos de la Sala Constitucional del 
2007). 1 paquete con 1 Ampo Penal Juvenil: (AMPO Registro 
de Asistencia e Informes del 2008).  Documentos. Varios Penal 
Juvenil: (Agenda de Señalamientos del 07/01/2008 al 30/06/2008, 
Agenda de Señalamientos del 01/07/2008 Al 19/12/2008, Lista de 
Recibidos de Escritos y Actas del Año 2008, Oficios y Documentos 
Varios del Año 2008, Circulares y Avisos Varios del Año 2008, 
Votos de la Sala Constitucional del 2008, Copiador de Sentencias 
del Año 2008). 1 paquete con 2 Ampos Penal Juvenil: (Ampo Con 
Lista de Actas y Escritos del 2009, Ampo Registro de Asistencia 
e Informe del 2009). Documentos Varios Penal Juvenil: (Agenda 
de Señalamientos del 05/01/2009 al 30/06/2009, Agenda de 
Señalamientos del 01/07/2009 Al 18/12/2009, Consecutivo de 
Remisiones del Año 2009, Oficios y Documentos Varios del Año 
2009). 1 paquete con 2 Ampos Penal Juvenil: (Ampo Agenda 
2010 del 01/07/2010 al 23/12/2010, Ampo Registro de Asistencia 
e Informes del 2010). Documentos Varios Penal Juvenil: (Agenda 
de Señalamientos del 04/01/2010 al 01/07/2010, Lista de Recibidos 
de Escritos y Actas del Año 2010). 1 paquete con 3 Ampos Penal 
Juvenil: (Ampo Agenda 2011 del 01/07/2011 al 23/12/2011, Ampo 
Registro de Asistencia e Informes Del 2011, Ampo de Copias de 
Remisiones del 2011). Documentos Varios Penal Juvenil: (Agenda 
de Señalamientos del 10/01/2011 al 30/06/2011, Lista de Recibidos 
de Escritos y Actas del Año 2011,). 1 paquete con 3 Ampos Penal 
Juvenil: (Ampo Registro de Asistencia e Informes del 2012, Ampo 
de Documentos Varios 2012, Ampo de Control de Actas de la Ocn 
2012). Documentos Varios Penal Juvenil: (Agenda de Señalamientos 
del 09/01/2012 al 29/06/2012, Agenda de Señalamientos del 
02/07/2012 Al 12/12/2012). 1 paquete con 2 Ampos Penal Juvenil: 
(Ampo Agenda 2013 del 02/12/2013 Al 20/12/2013, Ampo Registro 
de Asistencia e Informes del 2013). Documentos Varios Penal 
Juvenil: (Agenda de Señalamientos Del07/01/2013 al 28/06/2013, 
Agenda de Señalamientos del 01/07/2013 Al 30/08/2013, Lista de 
Notificaciones de Ocj del 02/04/2013, Informe de Sobreseimientos 
Por Prescripción del Año 2013). 1 paquete con 1 Ampo Penal 
Juvenil: (Ampo Agenda 2014 del 01/09/2014 Al 19/12/2014, 
Ampo de Control de Actas de La Ocn 2014,).    Documentos Varios 
Penal Juvenil: (Agenda de Señalamientos Del 06/01/2014 Al 
29/08/2014). 1 paquete con 2 Ampos Penal Juvenil: (Ampo Agenda 
2015 del 01/10/2015 al 18/12/2015, Ampo de Pizarra Informativa 
Hasta el 2015).  Documentos Varios Penal Juvenil: (Agenda de 
Señalamientos del 05/01/2015 Al 30/09/2015). 2 paquetes con 
2 Ampos Penal Juvenil: (Documentos Varios: Ampo de Votos en 
Pensiones, Familia, Penal de Años Varios, Ampo de Votos en Penal 
Juvenil, Violencia Doméstica, Régimen de Visitas de Años Varios). 
(Agenda de Señalamientos del 04/01/2016 Al 29/07/2016). 

venta (1988). 5 pagaré, 2 documentos, 2 
certificados, 1 contrato de venta, 1 plano, 
1 certificado de juzgado, 10 copias de 
facturas, 3 opción de venta de un lote 
(1989). 5 pagaré, 3 letras de cambio, 7 
facturas, 1 plan combinado especial, 
1 aceptación de letra de cambio, 1 
cheque (1999). 1 cheque, 1 contrato 
de arrendamiento, 2 letras de cambio, 
1 factura (2000). 12 letras de cambio, 
5 aceptación de letra de cambio, 14 
pagaré, 1 contrato, 14 recibos, 1 contrato 
de arrendamiento, 4 facturas (2001). 11 
letras de cambio, 8 pagaré, 2 facturas, 
1 comprobante, 1 constancia de recibo, 
2 tarjetas control de pago, 1 aceptación 
de letra de cambio (2002). 13 pagaré, 
2 tarjeta control de pago, 10 letras de 
cambio, 1 aceptación de letra de cambio, 
4 fotografías, 7 facturas, 1 testimonio de 
escritura (2003). 13 letras de cambio, 
2 facturas (2004). 9 letras de cambio, 
8 pagaré, 1 subrogación de derechos, 3 
facturas (2005). 13 letras de cambio, 3 
pagaré (2006). 

Remesa:	 S 8 P 98
Documentos base laboral:	 40
Paquetes:	 06
Año:	 1998, 2001 y 2004
Asunto:	 32 Zarpe nacional, 1 cuaderno de 

cuarenta hojas, 4 recibos (1998). 1 
certificación notarial de expediente 
de recursos humanos de la CCSS de 
47 folios (2001). 1 pago de planilla, 
1 fotocopia cálculo de vacaciones 
(2004). 

Si algún interesado ostenta un interés legítimo y desea 
conservar alguno de estos documentos, deberá hacerlo saber a 
la Dirección Ejecutiva, dentro del plazo de ocho días hábiles. 
Publíquese una vez en el Boletín Judicial.

San José, 23 de octubre de 2019
	 Lic. Wilbert Kidd Alvarado,

	 Subdirectora Ejecutiva a. í.
1 vez.—O.C. N° 364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2019397854 ).

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 47 bis de 
la Ley Orgánica del Poder Judicial, y para el caso específico el 
acuerdo de la Comisión Institucional de Selección y Eliminación de 
Documentos (C.I.S.E.D.) en Acta Nº 01-2009 de fecha 26 de febrero 
del 2009, artículo I y el acuerdo del Consejo Superior en Sesión N° 
58-09, celebrada el 02 de junio del 2009, artículo LV, se hace del 
conocimiento de las instituciones públicas, privadas y del público 
en general, que se procederá a la eliminación de Documentación 
Administrativa del año 2000 al 2016 del Juzgado Penal Juvenil de 
Heredia. La documentación, se encuentra remesada y custodiada 
en ese Despacho.
Remesa:	 A 11 H 00, Paquetes: 18, Ampos: 40, Año: 2000 
al 2016, Asunto: Documentación Administrativa:1 Paquete con 2 
Ampos Penal Juvenil: (Ampo de Documentos Varios 2000, Ampo 
Informes Mensuales de los Años 2000). 1 paquete con 3 Ampos 
Penal Juvenil: (Ampo de Control de Minutas del 2001, Ampo de 
Inventario de Objetos Decomisados del 2001, Ampo de Copias 
de Remisiones, Ordenes de Libertad y Tener a la Orden del Año 
2001). 1 paquete con 2 Ampos Penal Juvenil: (Ampo de Informes 
y Circulares 2002, Ampo Copiador de Sentencias del Año 2002). 
1Paquete con 1 Ampo Penal Juvenil: (Ampo de Avisos y Circulares 
del 2003). Documentos Penal Juvenil: (Lista de Recibidos de 
Escritos y Doc Varios del Año 2003). 1 paquete con 3 Ampos Penal 
Juvenil: (Ampo de Copias de Orden de Libertad del 2004, Tener 
a la Orden del 2004 y Remisión de Detenidos del 2004, Ampo 
Con Oficios y Documentos Varios del 2004, Ampo Registro de 
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Si algún interesado ostenta un interés legítimo y desea 
conservar alguno de estos documentos, deberá hacerlo saber a la 
Dirección Ejecutiva, dentro del plazo de ocho días hábiles.

San José, 23 de octubre de 2019.
	 Lic. Wilbert Kidd Alvarado,
	 Subdirector Ejecutivo a. í.
1 vez.—O. C. Nº.364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2019397855 ).

SALA CONSTITUCIONAL
Exp: 16-012284-0007-CO 

Res. Nº 2017004797

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las 

diez horas y treinta minutos del veintinueve de marzo de dos mil diecisiete.

Acción de inconstitucionalidad planteada por María del Rocío Sáenz Madrigal, en su 

calidad de Presidenta Ejecutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social contra el Decreto 

Ejecutivo número 36042 “Oficialización de las Normas de Acreditación de la Discapacidad 

para el Acceso a Programas Selectivos y de Salud” del 10 de mayo de 2010. Intervienen en este 

caso Magda Inés Rojas Chaves, mayor, casada, vecina de Heredia, cédula de identidad número 

4-110-097, como Procuradora General Adjunta, y Fernando Llorca Castro, mayor, casado, 

médico, vecino de Escazú, cédula número 1-803-197, en su condición de Ministro de Salud.

Resultando:

   1.- Por escrito recibido en la Secretaría de la Sala el 9 de setiembre de 2016, María del 

Rocío Sáenz Madrigal, en su calidad de Presidenta Ejecutiva de la Caja Costarricense de Seguro 

Social plantea acción de inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo número 36042 

“Oficialización de las Normas de Acreditación de la Discapacidad para el Acceso a Programas 

Selectivos y de Salud” del 10 de mayo de 2010. Inicia señalando que su legitimación proviene de 

la existencia de un proceso contencioso administrativo que está pendiente de resolución ante la 

jurisdicción respectiva. En cuanto al fondo,  reclama que el citado Decreto 36042-S es 

inconstitucional en su integridad por lesionar los artículos 1, 11, 73, 188 y 189 de la Constitución 

Política. Justifica su afirmación haciendo una transcripción de las normas que contiene la 

normativa y explicando que en la gran mayoría de ellas, se ordena a la Caja Costarricense del 

Seguro Social una serie de acciones y se le atribuyen responsabilidades relacionadas con la 

necesidad que tiene el Estado de establecer mecanismos para determinar y acreditar formalmente 

la existencia de discapacidad, para una diversidad de finalidades de asistencia y apoyo estatales. 

Narra que hace aproximadamente ocho años, la Caja participó, junto con otras entidades, en 

reuniones para lograr la apropiada y necesaria coordinación de esta temática y definir la manera 

en que cada una de las entidades, en el marco de sus competencias y posibilidades legales, podría 

contribuir a cumplir con los procesos para acreditación de discapacidad y lograr así el respeto de 

las obligaciones legales e internacionales.- Sin embargo, luego de varios intentos, en el año 2010 

el Ministerio de Salud les informó de la promulgación de la normativa que ahora se impugna, 

con lo cual se encuentran, como institución, con los hechos consumados y con una serie de 

normas que en su criterio lesionan la Constitución Política. De forma concreta, señalan que a lo 

largo de todo el Decreto discutido se imponen labores administrativas a la Caja, se le obliga a 

destinar recursos para brindar el servicio de acreditación e incluso se dispone desde el Poder 

Ejecutivo la creación de una oficina, sostenida financieramente por la Caja, para atender los 

temas de acreditación los cuales no tienen relación directa o indirecta con la competencia 

atribuida constitucionalmente de administrar y proveer los seguros de salud y los aspectos 

relacionados con el seguro de invalidez, vejez, y muerte.-  Explica que con todo lo anterior el 

Poder Ejecutivo ha lesionado las disposiciones constitucionales que fijan una autonomía 

administrativa para instituciones como la que representa, sino también se infringe de lleno el 

artículo 73 de la Constitución Política,  que -tal y como lo ha explicado la Sala- recoge una 

reserva específica en relación con la forma en que la institución debe administrar los seguros 

sociales en el sentido de prohibir su uso para cualquier otro fin. Por ello piden que se declare la 

inconstitucionalidad del Decreto impugnado con efectos retroactivos al momento de su 

promulgación.

2.- Por resolución de las 10:31 horas del 18 de octubre de 2016 se dio curso a la acción y 

se solicitó informe a la Procuraduría General de la República y al Ministerio de Salud.-

3-  Magda Inés Rojas Chaves, mayor, casada, vecina de Heredia, cédula de identidad 

número 4-110-097, como Procuradora General Adjunta, se apersona a responder la audiencia 

conferida. Explica que la Sala ya rechazó de plano una acción de inconstitucionalidad de 

contenido similar a éste, pero presentada por el Director Jurídico de la institución, mientras que 

ahora es la Presidenta Ejecutiva quién se apersona a presentar el proceso.- En esta misma línea, 

la Procuraduría entiende que esta nueva acción debe rechazarse de plano por no contarse con un 

acuerdo formal de la Junta Directiva como cabeza de la institución, ello en el entendido de que la 

trascendencia hacia futuro de la forma en que ha de abordarse un tema como la discapacidad, así 

como la manera en que la Caja va a cumplir su obligación de extender progresivamente sus 

servicios, hace que la decisión deba provenir del máximo órgano.- Explica que así lo entendió la 

Sala cuando, dentro de este mismo asunto previno la presentación del acuerdo de Junta Directiva 

que autorizaba la presentación de la acción, prevención que no se cumplió por parte de la 

institución accionante.- A lo anterior se suma la observación de que no existe argumentación 

relevante en el escrito que explique cómo se lesionan los artículos 1 y 11 de la Constitución 

Política por lo cual, respecto de ese par de normas debe rechazarse el reclamo por infundado. En 

cuanto al fondo del asunto, la Procuraduría entiende en primer lugar que la acción se dirige 

contra un decreto que solo consta de tres artículos y que lo que ocurre es que el artículo 1 otorga 

el carácter de “aplicación obligatoria” a las “Normas de Acreditación de la Discapacidad para el 

Acceso a los programas Sociales Selectivos y de Salud”, documento que está disponible en la 

página web del Ministerio de Salud, pero dichas disposiciones no fueron impugnadas de manera 

específica.- Observa la Procuraduría que esto último tiene importancia porque el Decreto 

discutido no sería inconstitucional en sí mismo, sino solo en el tanto en que se compruebe que las 

normas a las que se hace remisión, afectan las funciones normales y sustantivas de la entidad; es 

decir el Decreto en sí mismo no sería inconstitucional.- En el análisis que se hace de las “Normas 

de Acreditación de la Discapacidad para el Acceso a los programas Sociales Selectivos y de 

Salud”,  la Procuraduría divide el articulado en dos partes: la primera refiere a generalidades del 

proceso de acreditación de la condición de discapacidad, labor que se cataloga como servicio 

público; en esta primera parte, artículos del 1 al 7 no se hace alusión a la institución accionante y 

por ello la Procuraduría entiende que no existe en ellas lesión alguna de constitucionalidad. 

Explican que este primer aparte tiene un sustento legal y convencional y que, desde esta 

perspectiva, también la Caja estaría vinculada por estas obligaciones como parte que es del 

Estado costarricense.- Se agrega que la acreditación de la discapacidad tiene una finalidad muy 

relevante para la mejora de las condiciones de los discapacitados y en tal sentido no le resulta 

justa la afirmación de que el Decreto podría permitir el aprovechamiento indebido por parte de 

sujetos privados no asegurados; lo cierto es que -en tanto que discapacitados- son merecedores 

del apoyo que el Estado pueda brindarles.- En cuanto a la segunda parte del Decreto -artículos 8 

al 21- se afirma que, con excepción del artículo 8 que atribuye a la Caja la obligación de 

implementar un proceso de acreditación, los demás artículos son inconstitucionales por intervenir 

de lleno en aspectos propios de la organización y administración de la institución que riñen con 

su grado de autonomía.  Explica la Procuraduría que se hace la excepción del artículo 8 del 

Decreto pues el establecimiento de un programa de acreditación no riñe con las funciones de la 

Caja, dado que esa labor no es nueva y además se le considera complementaria a las labores de 

evaluación y diagnóstico del estado de invalidez. Que la labor no es nueva se demuestra 

señalando por ejemplo en la Ley 8444 que reformó la Ley Reguladora de la Exoneraciones 

Vigentes, Derogatorias y Excepciones (7293 del 31 de marzo de 1992) en donde se confirió a la 

Caja la competencia para determinar el grado o la condición de discapacidad severa en una 

persona a efectos de recibir el beneficio de exoneración en los tributos de vehículos automotores 

para su movilización. Esa ley de reglamentó mediante Decreto 33343-H-MP-MOPT y se le 

asignó a la Caja la valoración de trastornos mentales y visuales mientras que el Centro Nacional 

de Rehabilitación se encargó de otras valoraciones, señalando que es importante mencionar que 

dicho decreto la autorizó a cobrar una tarifa.-  No obstante observa la Procuraduría que esta línea 

no se ha mantenido constante pues en el caso de la determinación de discapacidad para ayudas en 

vivienda, la labor de acreditación se asignó al antiguo Consejo Nacional de Rehabilitación y 

Educación Especial. Sostiene que la labor de acreditación es perfectamente complementaria a la 

finalidad de la institución aseguradora y ello se sostiene con base en el análisis de las normas 

actuales que regulan los actos médicos de la Caja en cuanto a fijación de invalidez y que dejan 

ver que es la organización que tiene la capacidad, estructura y criterios técnicos para el trabajo. 

Explican eso sí que debe entenderse, como ya lo dijo la Procuraduría, que esa labor de 

acreditación está sujeta a una tarifa a pagar por el servicio excepto que se trate de una mera 

constancia del expediente de salud que ya consta ante la Caja.- Se explica que ese cobro es la 

única forma de conciliar esta labor de acreditación con la restricción constitucional de usar los 

fondos de los seguros en labores diferentes de su finalidad fijada constitucionalmente. Por todo 

ello estima la Procuraduría, que la acción es inadmisible y que, en cuanto al fondo, solo son 

inconstitucionales los artículos del 9 al 21 de la citadas normas de acreditación, más no el 

Decreto propiamente dicho.

4- Los edictos a que se refiere el párrafo segundo del artículo 81 de la Ley de la 

Jurisdicción Constitucional fueron publicados en los números 208, 209 y 210 de los días 31 de 

octubre y 1 y 2 de noviembre de 2016, del Boletín Judicial. 
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5.- Fernando Llorca Castro, mayor, casado, médico, vecino de Escazú, cédula número 1-

803-197, en su condición de Ministro de Salud, responde a la audiencia otorgada por la Sala y 

señala que el tema ya fue presentado a la Sala por la institución aseguradora y que mediante 

sentencia 2016-01669 se rechazó de plano. En ese mismo sentido, y para efectos de contestar la 

audiencia conferida en cuanto al fondo de esta acción, hace suyo el informe que se presentara en 

su momento y en donde, luego de analizar las normas se concluyó que el Decreto, en algunos de 

sus artículos, presentaba roces con el artículo 73 de la Constitución Política, dado que 

involucraba órdenes sobre organización y funcionamiento administrativos, para la Caja 

Costarricense de Seguro Social.- Concluye que la acción debe rechazarse de plano, tal y como en 

su momento se declaró. 

6.- El 28 de noviembre de 2016 se dieron por contestadas las audiencias y por concluido 

el trámite, por lo que se turnó este asunto a la oficina de la Magistrada Hernández López.

7.- Se prescinde de la vista señalada en los artículos 10 y 85 de la Ley de la Jurisdicción 

Constitucional, con base en la potestad que otorga a la Sala el numeral 9 ibídem, al estimar 

suficientemente fundada esta resolución en principios y normas evidentes, así como en la 

jurisprudencia de este Tribunal.

 8.- En los procedimientos se han cumplido las prescripciones de ley.

Redacta la Magistrada Hernández López; y,

Considerando:

I.- I.- Sobre la admisibilidad de esta acción de inconstitucionalidad.- Esta 

acción de inconstitucionalidad se plantea con fundamento en el artículo 75 párrafo primero de la 

Ley de la Jurisdicción Constitucional y la institución accionante señala como asunto base el 

proceso contencioso administrativo 15-006914-1027-CA que ha sido admitido a conocimiento y 

en donde se pretende cuestionar la validez legal del Decreto Ejecutivo número 36042 

“Oficialización de las Normas de Acreditación de la Discapacidad para el Acceso a Programas 

Selectivos y de Salud” del 10 de mayo de 2010. En tal asunto la institución interesada ha 

invocado la inconstitucionalidad de la normativa contra la cual reclama aquí.- Con lo dicho se 

quiere acentuar que –como lo expresa la accionante, su legitimación deriva del artículo 75 

párrafo primero de la Ley de la Jurisdicción Constitucional por lo que el marco de reglas 

aplicable debe ser el correspondiente al ejercicio de la acción como medio incidental en la 

defensa de derechos o intereses que se estiman lesionados en el asunto principal planteado por la 

parte interesada ante la jurisdicción ordinaria.

II.- La anterior precisión adquiere importancia porque el tema de la admisibilidad de la 

acción ha sido objeto de cuestionamiento expreso por las otras partes que intervienen en el caso. 

En primer lugar, se ha llamado la atención sobre la existencia de un proceso de acción de 

inconstitucionalidad presentada hace un tiempo y que concluyó con un rechazo de plano. Se 

refieren los interesados al expediente de la Sala número 15-15096-0007-CO dentro del cual la 

Procuraduría objetó la capacidad del Apoderado General Judicial de la Caja Costarricense de 

Seguro Social para interponer una acción de inconstitucionalidad en representación de dicha 

institución.- El proceso recién citado culminó con la sentencia número 2016-01669 de las 9:30 

horas del 3 de febrero de 2016 que rechazó de plano la acción, pero cuyo proceso de redacción 

está inacabado, por lo que la Procuraduría presume que esta nueva acción pretende remediar su 

objeción formal y por ello en este nuevo proceso se apersona la Presidenta Ejecutiva de la 

entidad. Aún así,  el órgano asesor elabora una nueva objeción de forma sobre este punto, esta 

vez respecto de la capacidad de la Presidenta Ejecutiva de la Caja Costarricense del Seguro 

Social para comparecer ante la Sala para reclamar una inconstitucionalidad a favor de la  

institución que representa.- Explica la Procuraduría que, según su criterio y dada la relevancia de 

los temas que están en juego, que involucran la atención estatal de las cuestiones relacionadas 

con la discapacidad, corresponde a la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, 

la decisión final sobre si debe o no incoarse el proceso para lograr la declaratoria de nulidad del 

Decreto discutido y su consiguiente extracción del ordenamiento jurídico.

III.- En criterio de la mayoría de este Tribunal, las objeciones recién explicadas de la 

Procuradora deben descartarse, tomando en cuenta que esta acción de inconstitucionalidad ha 

sido planteada como un típico mecanismo incidental, para la defensa de las competencias y 

patrimonio de la institución aseguradora dentro de un asunto base que actualmente se tramita en 

la jurisdicción Contenciosa.- De tal modo, y como bien lo apunta la abogada de la Caja, el diseño 

legal del proceso de inconstitucionalidad recogido en el párrafo primero del artículo 75 de la Ley 

de la Jurisdicción Constitucional, lo único que se exige desde el punto de vista de la capacidad 

procesal de la parte accionante es que la interesada -en este caso la Caja Costarricense del Seguro 

Social-  demuestre ser parte en un proceso admitido y en trámite, donde la acción resulte ser un 

medio razonable para la defensa de sus derechos. Desde tal punto de vista, los reparos que la 

Procuraduría expone no tienen el peso que se pretende darles en tanto, existe como se indicó un 

proceso ordinario para lograr la nulidad del decreto por motivos de legalidad y ha sido dentro de 

tal proceso, que la Presidenta Ejecutiva, como “funcionario de mayor jerarquía para efectos del 

gobierno de la institución…” (artículo 6, inciso 1, su inciso a)  de la Ley Constitutiva de la Caja 

Costarricense del Seguro Social) ha estimado conveniente a los intereses de la institución, 

ejercer, dentro del proceso contencioso existente y admitido, el derecho que concede la ley para 

impugnar la normativa también por razones de constitucionalidad. Por ello, no debe la Sala ir 

más allá y restringir, sin norma expresa y sin otros motivos procesal y jurídicamente sustentados, 

el ejercicio de potestades legalmente conferidas a quien la ley ha conferido la representación de 

la institución, también para las gestiones de naturaleza judicial que deban interponerse. Por lo 

dicho, la acción debe admitirse y resolverse por el fondo.

IV.- Sobre la normativa impugnada.  La accionante solicita que se declare la 

inconstitucionalidad del Decreto Ejecutivo número 36042 “Oficialización de las Normas de 

acreditación de la discapacidad para el acceso a Programas Selectivos y de Salud” del 10 de 

mayo de 2010, (en adelante solamente citado como el Decreto impugnado). El texto de dicha 

normativa es el siguiente:

“OFICIALIZACIÓN DE LAS "NORMAS DE ACREDITACIÓN DE LA 
DISCAPACIDAD PARA EL ACCESO A LOS PROGRAMAS SOCIALES SELECTIVOS Y 

DE SALUD"

Artículo 1. Oficialícese para efectos de aplicación obligatoria las: "Normas de 
Acreditación de la Discapacidad para el Acceso a los Programas Sociales Selectivos y de Salud". 
El documento que contiene esta Norma está disponible en la dirección electrónica del Ministerio 
de Salud (http://www.ministeriodesalud.go.cr).

Artículo 2. Las autoridades del Ministerio de Salud y de la Caja Costarricense de Seguro 
Social velarán por la correcta aplicación de la presente Norma.

Artículo 3º- Rige a partir de su publicación.”

Por su parte, las mencionadas normas de acreditación establecen lo siguiente: 

"Normas de Acreditación de la Discapacidad para el Acceso a los Programas 
Sociales Selectivos y de Salud"

Artículo 1.- Objetivos. Proponer las bases políticas, técnicas, metodológicas y 
presupuestarias para la puesta en operación de un servicio público que permita unificar y 
universalizar la acreditación de la discapacidad como medio el acceso a servicios, prestaciones y 
beneficios de las políticas y programas estatales.

Artículo 2.- Principios. La acreditación de la discapacidad es un servicio público regido 
por los siguientes principios:

a) Igualdad.
b) Eficiencia.
c) Objetividad.
d) Economía.
e) Solidaridad.
f) Universalidad de acceso a los servicios de la seguridad social.
Artículo 3.- Criterios de Aplicación de la Norma. Mientras el entorno -incluidos los 

servicios públicos y demás sistemas de la sociedad- no se conciba o adapte bajo los principios 
del diseño universal y sea accesible para todos, será necesario seguir acreditando la condición de 
discapacidad.

Artículo 4.- Definición de la Acreditación. Es el proceso mediante el cual se otorga la 
condición de la discapacidad de una persona, entendiendo esta como una interacción dinámica o 
compleja entre su condición de salud y los Factores Contextuales (ambientales y personales) del 
entorno.

Artículo 5.- Alcances de la Acreditación. Mediante el proceso se acredita que la 
persona a quien se le extiende la calificación de discapacidad posee una condición funcional 
permanente o prolongada, física, sensorial, mental o intelectual, que al interactuar con las 
barreras del entorno implica desventajas para su inclusión y participación efectivas en todos los 
ámbitos de la sociedad.

La acreditación de la discapacidad no menoscaba la capacidad jurídica ni los derechos 
ciudadanos de la persona que la porte.

Artículo 6.- Finalidad. Se acredita para hacer constar la condición de discapacidad de la 
persona, extendiendo un documento oficial con validez legítima, para facilitar el ejercicio de los 
derechos y oportunidades establecidos en el marco normativo nacional, así como para acceder a 
los servicios que ofrecen tanto entidades públicas como privadas.

Artículo 7.- Beneficios. Es necesario acreditar la condición de discapacidad bajo un 
mecanismo estandarizado que facilite el acceso a:

a) Bono y medio de vivienda.
b) Incentivos fiscales para los empleadores que contraten personas con discapacidad.
c) Adecuaciones curriculares.
d) Servicios de apoyo.
e) Ayudas técnicas
f) Estacionamientos preferenciales.
g) Subsidios por condición de pobreza.
h) Subsidios por condición de abandono.
i) Exoneración de impuestos a vehículos.
j) Excepciones a la restricción vehicular.
k) Cuota de empleo reservado en el sector público.
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l) Régimen no contributivo.
m) Pensiones parálisis cerebral profunda.
n) Beneficio de seguro familiar y directo según corresponda
o) Servicios de Salud
Artículo 8.- Responsable. La Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) es el ente 

responsable de implementar el proceso de acreditación de la condición de discapacidad.
Artículo 9.- Vigencia. La CCSS en el documento de acreditación, deberá hacer constar si 

la condición de discapacidad del individuo es temporal o permanente. En el caso de la 
discapacidad temporal, se indicará el plazo de vigencia de la acreditación y la fecha para su 
revisión y actualización.

Artículo 10.- Impugnación. Dentro de los tres días hábiles siguientes a la notificación, 
los interesados podrán interponer los recursos ordinarios establecidos en la Ley General de 
Administración Pública, contra las resoluciones que denieguen el otorgamiento de la acreditación 
de la discapacidad.

Estos recursos deberán fundamentarse, en caso que se acredite error de diagnóstico. A 
instancia del interesado, las apelaciones se acompañarán de informes médicos y/o psicológicos 
que sustenten la argumentación formulada.

Artículo 11.- Revisión de la acreditación. Cuando se produzcan cambios sustanciales 
en las condiciones que dieron origen a la acreditación o a su denegatoria, el interesado podrá 
solicitar la revisión del caso.

Artículo 12.- Proceso regionalizado de acreditación de la discapacidad. La condición 
de la persona solicitante de la acreditación, será valorada a nivel regional por un equipo 
interdisciplinario de la CCSS mediante un proceso expedito, multidisciplinario y desconcentrado, 
partiendo de las siguientes premisas:

a) Considerando el principio de universalidad de los servicios de la seguridad social, se 
asume que todas las personas con discapacidad -o al menos la gran mayoría- por su propia 
condición de salud, cuentan con un expediente médico en al menos uno de los niveles de 
atención de la CCSS.

b) La mayoría de los solicitantes estarían cubiertos por la seguridad social en sus 
diferentes regímenes (Tabla Nº1), lo cual supondría menor erogación financiera institucional.

c) La CCSS cuenta con el personal profesional multidisciplinario necesario para el 
proceso de la acreditación.

d) La Gerencia de Pensiones de la CCSS está desarrollando un proceso de 
regionalización (desconcentración) que facilitaría el trámite de la acreditación

e) La acreditación le facilitará a muchas personas con discapacidad la posibilidad de 
incorporarse al mercado laboral y por tanto, en potenciales contribuyentes directos de la 
seguridad social.

Artículo 13.- Procedimiento para la acreditación bajo el servicio regionalizado de 
certificación de la invalidez.

a) La persona con discapacidad interesada o en casos debidamente acreditados su 
representante: padre, madre, tutor o encargado, podrá solicitar a los funcionarios del área de 
salud correspondiente, la declaratoria de tal condición.

b) La persona interesada o su representante solicitará una copia certificada de su 
expediente médico.

c) Cuando exista servicio regionalizado de certificación de la invalidez, la persona 
interesada o su representante solicitará atención en dicho servicio.

d) El médico del equipo regional de acreditación de la invalidez analiza el expediente 
médico y con la información disponible en éste, realiza el respectivo diagnostico. En caso de 
necesitar valoraciones complementarias (exámenes adicionales) o multidisciplinarias , el médico 
las solicita.

e) El médico del equipo regional de acreditación de la invalidez traslada el resultado de la 
valoración a la Unidad de Acreditación de la Discapacidad, que se creará bajo la Dirección de 
Calificación de la Invalidez de la Gerencia de Pensiones de la CCSS.

f) En un plazo máximo de 10 días naturales, la Unidad de Acreditación de la 
Discapacidad de la Dirección de Calificación de la Invalidez de la Gerencia de Pensiones de la 
CCSS, deberá emitir la acreditación correspondiente, la cual quedará registrada en la base de 
datos creada al efecto y su posterior envío a la unidad regional.

g) En caso de apelaciones, el área de salud respectiva, eleva el caso al conocimiento de la 
Dirección de Calificación de la Invalidez de la Gerencia de Pensiones de la CCSS.

Artículo 14.- Procedimiento para la acreditación de la discapacidad en la Dirección de 
Calificación de la Invalidez de la Gerencia de Pensiones de la CCSS.

a) Este procedimiento se aplicará cuando no exista el servicio regionalizado de 
certificación de la invalidez.

b) La persona con discapacidad interesada o en casos debidamente acreditados su 
representante: padre, madre, tutor o encargado, acude al área de salud correspondiente para 
solicitar la condición.

c) La persona interesada o su representante solicita una copia certificada de su expediente 
médico en el área de salud correspondiente.

d) La persona interesada o su representante solicita a la Dirección Médica, de su área de 
salud correspondiente, el envío de la copia de su expediente y la solicitud de trámite de la 
acreditación a la Unidad de Acreditación de la

Discapacidad, que se creará bajo la Dirección de Calificación de la Invalidez de la 
Gerencia de Pensiones de la CCSS, quién tendrá una plazo de 10 días hábiles para emitir la 
acreditación.

e) Cuando en caso excepcional y de manera justificada, se necesiten valoraciones 
complementarias (exámenes adicionales) o multidisciplinarias (Psicólogo, Terapeuta 
Ocupacional), la Unidad los solicitará, y los mismos se realizarán de manera prelatoria.

f) En el caso de exámenes clínicos adicionales para valoración actualizada, el personal 
médico ordena las pruebas que correspondan. Para efectos de asignación de costos de inversión, 
véase la tabla (Tabla Nº 1)

g) En caso de apelaciones, el área de salud respectiva eleva el caso al conocimiento de la 
Dirección de Calificación de la Invalidez de la Gerencia de Pensiones de la CCSS.

Tabla #1 (OMITIDA)
Artículo 15.- Unidad de Acreditación de la Discapacidad.  La Dirección de Calificación 

de la Invalidez de la Gerencia de Pensiones de la CCSS, creará una Unidad de Acreditación de la 
Discapacidad, conformada al menos por:

a) 1 Oficinista.
b) 1 Terapeuta ocupacional.
c) 1 Psicólogo
Artículo 16.- Funciones de la Unidad de Acreditación de la Discapacidad. La Unidad de 

Acreditación de la Discapacidad tendrá las siguientes funciones:

d) El médico del equipo regional de acreditación de la invalidez analiza el expediente 
médico y con la información disponible en éste, realiza el respectivo diagnostico. En caso de 
necesitar valoraciones complementarias (exámenes adicionales) o multidisciplinarias , el médico 
las solicita.

e) El médico del equipo regional de acreditación de la invalidez traslada el resultado de la 
valoración a la Unidad de Acreditación de la Discapacidad, que se creará bajo la Dirección de 
Calificación de la Invalidez de la Gerencia de Pensiones de la CCSS.

f) En un plazo máximo de 10 días naturales, la Unidad de Acreditación de la 
Discapacidad de la Dirección de Calificación de la Invalidez de la Gerencia de Pensiones de la 
CCSS, deberá emitir la acreditación correspondiente, la cual quedará registrada en la base de 
datos creada al efecto y su posterior envío a la unidad regional.

g) En caso de apelaciones, el área de salud respectiva, eleva el caso al conocimiento de la 
Dirección de Calificación de la Invalidez de la Gerencia de Pensiones de la CCSS.

Artículo 14.- Procedimiento para la acreditación de la discapacidad en la Dirección de 
Calificación de la Invalidez de la Gerencia de Pensiones de la CCSS.

a) Este procedimiento se aplicará cuando no exista el servicio regionalizado de 
certificación de la invalidez.

b) La persona con discapacidad interesada o en casos debidamente acreditados su 
representante: padre, madre, tutor o encargado, acude al área de salud correspondiente para 
solicitar la condición.

c) La persona interesada o su representante solicita una copia certificada de su expediente 
médico en el área de salud correspondiente.

d) La persona interesada o su representante solicita a la Dirección Médica, de su área de 
salud correspondiente, el envío de la copia de su expediente y la solicitud de trámite de la 
acreditación a la Unidad de Acreditación de la

Discapacidad, que se creará bajo la Dirección de Calificación de la Invalidez de la 
Gerencia de Pensiones de la CCSS, quién tendrá una plazo de 10 días hábiles para emitir la 
acreditación.

e) Cuando en caso excepcional y de manera justificada, se necesiten valoraciones 
complementarias (exámenes adicionales) o multidisciplinarias (Psicólogo, Terapeuta 
Ocupacional), la Unidad los solicitará, y los mismos se realizarán de manera prelatoria.

f) En el caso de exámenes clínicos adicionales para valoración actualizada, el personal 
médico ordena las pruebas que correspondan. Para efectos de asignación de costos de inversión, 
véase la tabla (Tabla Nº 1)

g) En caso de apelaciones, el área de salud respectiva eleva el caso al conocimiento de la 
Dirección de Calificación de la Invalidez de la Gerencia de Pensiones de la CCSS.

Tabla #1 (OMITIDA)
Artículo 15.- Unidad de Acreditación de la Discapacidad.  La Dirección de Calificación 

de la Invalidez de la Gerencia de Pensiones de la CCSS, creará una Unidad de Acreditación de la 
Discapacidad, conformada al menos por:

a) 1 Oficinista.
b) 1 Terapeuta ocupacional.
c) 1 Psicólogo
Artículo 16.- Funciones de la Unidad de Acreditación de la Discapacidad. La Unidad de 

Acreditación de la Discapacidad tendrá las siguientes funciones:
a) Realizar las evaluaciones multidisciplinarias complementarias requeridas, tanto las 

regionales como las centralizadas.
b) Resolver las apelaciones a la denegatoria de acreditación con apoyo del personal 

interdisciplinario que para tal efecto provea la Dirección de Invalidez.
c) Crear y mantener una base de datos actualizada y centralizada de acreditaciones de la 

discapacidad emitidas por las CCSS.
d) Proveer el apoyo administrativo para su funcionamiento.
e) Brindar información al público y demás operadores del sistema, acerca del proceso de 

acreditación.
f) En el largo plazo, se concibe una fase de la consolidación del proceso de acreditación; 

la cual consiste en la creación de condiciones para la prestación del servicio con carácter 
permanente y de manera desconcentrada, operando con equipos multidisciplinarios con el perfil 
profesional propuesto, en los hospitales regionales y clínicas de la CCSS.

g) La CCSS valorará la suscripción de convenios con las instituciones que corresponda 
para constituir equipos de apoyo que le permita contar con profesionales en el área de la 
educación, el trabajo social, entre otros, pudiendo contar con estos profesionales cuando se 
requiera para realizar otras valoraciones complementarias especializadas.

Artículo 17.- Con el objetivo de garantizar el uso de la certificación de discapacidad 
como instrumento para la equiparación de oportunidades, es indispensable que las instituciones 
del sector público realicen los cambios pertinentes en sus procedimientos referidos con la 
emisión de la certificación.

Artículo 18.- La CCSS realizará los trámites administrativos conducentes para la 
creación de nuevas plazas de acuerdo con el perfil propuesto. Asimismo dotar de presupuesto, 
equipos y materiales de oficina a la Unidad de Acreditación de la Discapacidad.

Artículo 19.- La CCSS en el plazo de 3 meses a partir de la publicación del presente 
decreto, deberá desarrollar los protocolos correspondientes basados en CIF, para la Certificación 
de la Discapacidad.

Artículo 20.- La CCSS deberá divulgar en las instituciones del Sector Social y del Sector 
Salud que implementan programas sociales selectivos y de salud, este procedimiento como único 
y suficiente para el acceso a sus programas por parte de la personas con discapacidad.

Artículo 21.- Ante la pérdida del documento de acreditación de la discapacidad, el 
beneficiario debe efectuar la denuncia inmediata ante la Unidad de Acreditación de la 
Discapacidad para su reintegro.

Sostiene la Procuraduría que la lectura del texto impugnado permite concluir que el 

Decreto impugnado no contiene –en sí mismo- ninguna disposición que contravenga la 

Constitución Política y que más bien la posible afectación –en los términos expuestos por la 

accionante- se derivarían de un conjunto distinto de normas, a saber, aquellas que se identifican 

en el texto como  "Normas de Acreditación de la Discapacidad para el Acceso a los Programas 

Sociales Selectivos y de Salud" (referidas, cuando se requiera separarlas del Decreto que las 

recepta, como “las normas de acreditación”). La perspectiva de la Sala es distinta: el Poder 

Ejecutivo, en artículo 2 del decreto impugnado sí menciona claramente a la Caja Costarricense 

del Seguro Social y le impone una obligación jurídica: concretamente velar -obligatoriamente- 

para que el Decreto Ejecutivo se cumpla, situación tal que -en sí misma- levanta ya dudas sobre 

su validez constitucional respecto de la citada institución autónoma. Además, está el hecho de 

que en la propias normas de acreditación, de forma específica se asignan tareas administrativas, 

obligaciones y gastos a la institución accionante, de manera que la afectación se produce en 

ambos conjuntos normativos y resulta reforzada y patente cuando, -tal y como lo hace el decreto 

impugnado- se establece una conjunción de dichas normas de acreditación, al receptarlas y 

hacerlas obligatorias el decreto impugnado. Con ello nos encontramos un marco normativo que 

resulta -formalmente- de debido acatamiento para la institución accionante, la cual -por ello 

mismo- tiene un interés legítimo para impugnarlas como un todo. 

V.- Sobre el fondo del asunto. La perspectiva de la Sala sobre la autonomía de la 

Caja Costarricense del Seguro Social.-  En este caso, el eje  del reclamo pasa por el concepto 

de autonomía que el ordenamiento jurídico ha atribuido a la Caja Costarricense de Seguro 

Social.- Este Tribunal ha destacado desde siempre la importancia de los conceptos contenidos en 

el artículo 73 de la Constitución Política en el diseño órgánico elegido por el Constituyente y ha 

subrayado que según lo dispuesto en esa norma, la institución aseguradora goza de una 

autonomía de un grado más intenso, el cual le viene asegurado por los párrafos segundo y tercero 

del citado artículo cuando señala que: 

"la administración y gobierno de los seguros sociales estará a cargo de una institución 

autónoma denominada CAja Costarricense del Seguro Social." 

"No podrán ser transferidos ni empleados en finalidades distintas a las que motivaron su 

creación los fondos y las reservas de los seguros sociales."

Las expresiones empleadas son suficientemente contundentes y sobre ellas la Sala ha 

tenido oportunidad de manifestarse en distintos momentos, siempre manteniendo una línea 

inalterable respecto de la forma de interpretar y aplicar dicha norma. Así, nos encontramos 

primero que sobre la citada noción de autonomía se ha explicado:

"III.- Sobre la autonomía en la Constitución Política. La autonomía es una condición 
jurídica pública que define, desde el punto de vista de la organización administrativa y política 
del Estado, la posición, competencias, relaciones y vínculos entre los distintos órganos y entes 
públicos.  La estructura y diseño del Estado costarricense a partir de la Constitución Política de 
1949 está marcada por un continuo y renovado proceso de descentralización administrativa, en el 
cual se construyen distintas formas de organización, resultado de una amplia discrecionalidad y 
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creatividad del Legislador.   La creación de órganos y entes públicos ha superado el modelo 
constitucional, introduciendo en nuestra organización administrativa formas variadas y 
especiales, que integran un modelo complejo y heterogéneo. Esto hace surgir una red extensa y 
dinámica de relaciones interadministrativas, cuyo motor y núcleo reside en el Poder Ejecutivo, 
como encargado de “vigilar el buen funcionamiento de los servicios y dependencias 
administrativos” (inciso 8, del artículo 140 de la Constitución Política, que es la función de 
gobernar, de orientar y guiar la actividad de toda la Administración Pública).  Además, desde el 
punto de vista histórico y del origen de la Administración Pública moderna, la autonomía es el 
resultado del fenómeno de desmembramiento de funciones del Poder Ejecutivo, como 
Administración Central, que ha dado paso al surgimiento de nuevas personas jurídicas públicas, 
como sujetos de derecho separados del Estado.   Este fenómeno lo conocemos como la 
descentralización administrativa (territorial y funcional) que permite un reordenamiento y 
distribución de las tareas y acciones a cargo del Estado para la satisfacción del interés general. 
Así, la descentralización como técnica organizativa, es un mecanismo de transferencia de 
competencias y facultades, y la conformación de nuevas administraciones operativas.  La Sala ha 
entendido que la descentralización administrativa “consiste en la existencia, en el ámbito de la 
organización administrativa, de una serie de entes públicos menores distintos del Estado que 
tienen encomendada la realización de fines públicos específicos” (sentencia número 2006-17600, 
de las quince horas siete minutos del seis de diciembre de dos mil seis).  A nivel del modelo 
constitucional de organización descentralizada, se contemplan cuatro tipos de autonomía: la 
autonomía política, la autonomía administrativa, la autonomía normativa y la autonomía 
financiera. La autonomía política o de gobierno implica el mayor grado de independencia, y 
provoca una profunda dilución de los poderes de dirección y orientación del Poder Ejecutivo, 
reduciendo significativamente los ámbitos de injerencia de la Administración Central y 
ampliando los poderes de decisión y acción del ente descentralizado.  Esta autonomía faculta a 
los entes públicos a darse sus propias normas y organizar su gobierno, definir sus políticas y 
acciones generales,  y seleccionar los medios e instrumentos para satisfacer los fines que le han 
sido encomendados. Una manifestación usual de esta autonomía es la posibilidad de elegir 
democráticamente sus propias autoridades y utilizar medios de consulta popular como expresión 
del principio participativo. En concreto, para las Corporaciones Municipales la Sala ha dicho que 
la autonomía política es “la que da origen al autogobierno, que conlleva la elección de sus 
autoridades a través de mecanismos de carácter democrático y representativo” (sentencia número 
1999-5445 de las catorce horas treinta minutos del catorce de julio de mil novecientos noventa y 
nueve).  Por su parte, la autonomía administrativa es la potestad de auto administrarse; esto es, 
de disponer de sus recursos humanos, materiales y financieros de la forma que lo estime más 
conveniente para el cumplimiento de los cometidos y fines que tiene asignados. Dicha autonomía 
alude a la facultad de realizar sus competencias y atribuciones conferidas legal (potestades de 
imperio sujetas a reserva de ley) y normativamente, por sí mismo sin estar sujeto a otro ente.  Se 
trata de los poderes relativos a la gestión y operación de la organización administrativa.  La 
autonomía normativa, como expresión más concreta de la autonomía política y administrativa, es 
la facultad de dictar su propio ordenamiento en las materias de su competencia.   Se trata de la 
potestad reglamentaria reconocida a los entes públicos, que autoriza a su titular a elaborar y 
aprobar normas escritas subordinadas que regulan la organización del ente y los servicios que 
presta (reglamentos autónomos de organización y servicio, y otras categorías reglamentarias de 
rango inferior).  Finalmente, la autonomía financiera corresponde a la capacidad de contar con 
recursos suficientes para llevar a cabo sus competencias y atribuciones; de allí que la autonomía 

administrativa requiera de algún grado de autonomía financiera, así como también en la 
autonomía política.   En algunos casos,  la conjunción de ambos, lleva a la autonomía tributaria, 
entendida como la potestad impositiva, y se refiere a la posibilidad de instaurar un régimen 
tributario particular.   Esta autonomía sólo se reconoce a los entes territoriales, y en nuestro país 
son las Municipalidades las que cuentan con la iniciativa para la creación, modificación, 
extinción o exención de los tributos municipales, pero sujetos a aprobación legislativa.  De este 
modo, el último grado (autonomía financiera) es el más elemental o básica para entender la 
existencia de la condición de autonomía, y el primero (autonomía política) el más pleno que 
comprende todos los otros grados. Si el ente posee la autonomía administrativa, detenta la 
autonomía normativa y financiera.  Las autonomías política y administrativa son las generales 
para la gestión del servicio o el desarrollo de la actividad encomendada, mientas que la 
normativa y financiera son concretas y delimitan un ámbito material de competencias.  Según el 
texto constitucional, gozan de autonomía política las Universidades Estatales (artículo 84) y las 
Corporaciones Municipales (artículo 170). La autonomía financiera, que es la cuestión que 
considera la Sala interesa para resolver esta acción, tiene poco desarrollo constitucional. Las 
referencias son muy escasas: a las Instituciones de Educación Superior, para dotarlas de 
patrimonio propio y crearles rentas propias (artículos 84 y 85); a las Corporaciones Municipales 
para proveerles sus propios mecanismos de financiamiento (artículos 170 y 121 inciso 13) y a la 
Caja Costarricense de Seguro Social para lograr la universalización de los seguros sociales 
mediante rentas suficientes y calculadas en tal forma que cubran las necesidades actuales y 
futuras de la Institución (artículo 177). Todas estas observaciones se refieren a la administración 
descentralizada, en sentido amplio ya sea por materia o por territorio,  y no a los Poderes del 
Estado. Frente a esta ausencia, es necesario analizar el contenido del artículo 9 de la Constitución 
Política y el alcance de la independencia entre los Poderes de la República.” (Sentencia número 
2008-09567 de las 10 horas del 11 de junio de 2008) 

Con fundamento en lo anterior, y para el caso particular de la autonomía de la Caja 

Costarricense del Seguro Social, se hace indispensable hacer referencia a la sentencia número 

2011-15665 de las 12:40 horas del once de noviembre de 2011 que hace un repaso de la posición 

que ha mantenido el Tribunal sobre el punto y trata de forma amplia el tema:

“VI.-Sobre la autonomía administrativa y de gobierno que tiene constitucionalmente la 
Caja Costarricense de Seguro Social.- 
La autonomía de la Caja Costarricense de Seguro Social está consagrada en el segundo párrafo 
del artículo 73 de la Constitución Política, el cual establece: “La Administración y el gobierno de 
los seguros sociales estarán a cargo de una institución autónoma, denominada Caja 
Costarricense de Seguro Social”. La Sala en reiteradas oportunidades ha manifestado que la 
autonomía de la Caja no se encuentra sujeta a límites en materia de gobierno. Véase al respecto 
lo que se establece en la sentencia 6256-94 de las nueve horas del veinticinco de octubre de mil 
novecientos noventa y cuatro: 

“III.-

LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL.- La Asamblea Nacional Constituyente, 
como consta en las Actas Nos. 125 y 126, aprobó la inclusión de la Caja Costarricense de 

Seguro Social, siguiendo, básicamente, el texto original de la Constitución de 1871; esto es, se 
trasplantó la institución de la Constitución de 1871, según las modificaciones de 1943 a la 
Constitución de 1949. Sin embargo, a los efectos de la consulta, resultan sugestivas las 
participaciones del Constituyente Volio Jiménez sobre el tema. De la página 34 del Tomo III de 
la Actas de la Asamblea Nacional Constituyente, se transcribe lo siguiente: "Además, la Caja, 
tarde o temprano, tendría que asumir el riesgo de desocupación, que vendrá a resolver el grave 
problema planteado por la cesantía. Insistió en que no le parecía adecuado debilitar la Caja. Lo 
prudente es fortalecerla. De ahí que lo más aconsejable es dejar las cosas como están, dándole a 
la Caja plena autonomía para independizarla así del Poder Ejecutivo"; y en la página 36 idem 
se agrega : "En ese sentido, lo más adecuado es mantener la redacción del artículo 63, que es 
buena por lo menos para el tiempo de ensayo. Todo lo que signifique limitar los recursos del 
Seguro Social, indudablemente será un retroceso inexplicable". Al ser aprobado el artículo, se 
incluyó un segundo párrafo que literalmente decía: "La administración y el gobierno de los 
seguros sociales estarán a cargo de una institución autónoma", texto que luego fue reformado 
por Ley No. 2737 de 12 de mayo de 1961, quedando hoy día de la siguiente manera: "La 
administración y el gobierno de los seguros sociales estarán a cargo de una institución 
autónoma, denominada Caja Costarricense de Seguro Social". En conclusión, el constituyente 
atribuyó la administración y gobierno de los seguros sociales a la Caja Costarricense de Seguro 
Social, como institución autónoma creada por la misma Constitución Política, con las especiales 
características que ella misma le ha otorgado y compartiendo los principios generales derivados 
de su condición de ente descentralizado.” (Véanse además estas otras sentencias de esta Sala en 
las que se hace alusión al tema de la autonomía de la Caja Costarricense de Seguro Social: 0236-
94 de las 9 horas 57 minutos del catorce de enero; 3403-94 de las 15 horas 42 minutos del 7 de 
julio; 6471-94 de las 9 horas con 39 minutos del 4 de noviembre, todas del año 1994). 

En este mismo sentido en sentencias de 1998 y 1999 esta Sala señaló: 

“IV.-

El artículo 73 de nuestra Constitución Política establece la existencia de los seguros sociales, 
los cuales se regulan por el sistema de contribución forzosa del Estado, patrono y trabajadores, 
con el fin de proteger a éstos contra los riesgos de enfermedad, maternidad, invalidez, vejez y 
muerte. La Caja Costarricense de Seguro Social, es la entidad autónoma encargada de 
administrar este tipo de seguros, con la autonomía que le permite tener iniciativa propia para 
sus gestiones, así como para ejecutar sus tareas y dar cumplimiento a sus obligaciones legales, 
fijándose metas y los medios para cumplirlas. Garantiza de esta forma, el establecimiento de la 
seguridad social y su naturaleza, decreta la finalidad de los seguros sociales y regula el destino 
de los fondos respectivos. La seguridad social nació en protección del trabajador y de su 
familia, como seres humanos que son, y se brinda desde su concepción hasta su muerte, 
procurando la salud y ayudando en infortunios imprevistos como la incapacidad y la muerte, así 
como en los estados de desprotección por su misma condición como son los de vejez, pensión y 
jubilación.” (Sentencia 004636-98 de las 15 horas 57 minutos del 30 de junio de 1998) 

“…es dable a los diferentes establecimientos de la Caja, en aplicación del principio 
constitucional de autonomía de administración y gobierno, dictar las medidas de reorganización 
necesarias de sus servicios para su mejoramiento, con el fin de lograr la mejor satisfacción de 
sus usuarios y del interés general, que por su naturaleza nunca podría dejar de prevalecer ante 

los intereses particulares.” (Sentencia 03065-98 de las 18 horas 18 minutos del 6 de mayo de 
1998) 

“…la autonomía reconocida en el artículo 73 en relación con el 177 de la Constitución Política 
a la Caja no se encuentra sujeta a límites en materia de gobierno, como ha reiterado este 
tribunal en sentencias precedentes (ver por ejemplo: 3403-94, 6256-94, 6524-94, entre otras) El 
constituyente expresamente instituyó un ente encargado de la administración de la seguridad 
social dotado de máxima autonomía para el desempeño de su importante función; razón por la 
cual la reforma al numeral 188 constitucional que instituyó la dirección administrativa no 
modificó su régimen jurídico.” (Sentencia 07379-99 las 10 horas con 36 minutos del 24 de 
setiembre de 1999) 

Más recientemente, mediante la resolución número 2009-10553 de las catorce horas cincuenta y 
cuatro minutos del primero de julio del dos mil nueve, redactada por el Magistrado Jinesta Lobo, 
esta Sala dijo: 

“De la literalidad de dicha norma se desprende que la Caja Costarricense de Seguro Social 
posee autonomía de segundo grado, es decir autonomía política o de gobierno, para cumplir 
con la función, expresamente, dispuesta por el constituyente, sea, la administración y gobierno 
de los seguros sociales.” (Resaltado no corresponde al original). 

De igual forma, véase lo establecido mediante la resolución número 2010-07788 de las catorce 
horas cincuenta y nueve minutos del veintiocho de abril de dos mil diez, redactada por el 
Magistrado Castillo Víquez: 

“Para resolver la presente acción de inconstitucionalidad, resulta necesario tomar en 
consideración los precedentes sobre la autonomía de la Caja Costarricense de Seguro Social. 
Por sentencia No. 1994-06256 de las nueve horas del veinticinco de octubre de mil novecientos 
noventa y cuatro, establece la Sala lo siguiente: 

“Aunque no es materia de la consulta, a los efectos de la conclusión a que llega la Sala, se hace 
necesario, por lo menos, señalar algunos lineamientos generales de lo que implica la 
descentralización administrativa en nuestro régimen constitucional. Existen en nuestro 
ordenamiento jurídico, tres formas de autonomía : a) administrativa, que es la posibilidad 
jurídica de que un ente realice su cometido legal por sí mismo sin sujeción a otro ente, conocida 
en doctrina como la capacidad de auto administración; b) política, que es la capacidad de auto 
dirigirse políticamente, de auto gobernarse, de dictarse el ente a sí mismo sus propios objetivos; 
y, c) organizativa, que es la capacidad de autorganizarse, con exclusión de toda potestad 
legislativa. En los dos primeros casos, la autonomía es frente al Poder Ejecutivo y en el tercero, 
también frente al Poder Legislativo. La autonomía organizativa es propia de las universidades 
según se desprende del artículo 84 de la Constitución Política y por ello ajena a los fines de esta 
consulta. Los otros dos grados de autonomía se derivan de la Autonomía Política, cuyo 
contenido será propio de la ley (acto fundacional) que crea al ente. El ente descentralizado 
creado por ley ordinaria, está subordinado a su contenido e involucra la potestad legislativa 
para modificarlo y hasta extinguirlo; pero como la descentralización implica que le 
corresponden al ente todos los poderes del jerarca administrativo, quiere decir que su 
personalidad abarca la totalidad de los poderes administrativos necesarios para lograr su 
cometido en forma independiente. La autonomía, usualmente, comprende las potestades de 
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formular planes o fijar los fines y metas del ente, la de darse los mecanismos internos de 
planificación funcional y financiera a través de los presupuestos y por último, el ejercicio de la 
potestad reglamentaria autónoma. Estas líneas generales sobre la autonomía, están dirigidas a 
la descentralización administrativa creada por la ley ordinaria.” 

Además señaló la Sala que: 

“La Caja Costarricense de Seguro Social encuentra su garantía de existencia en el artículo 73 
constitucional, con las siguientes particularidades : a) el sistema que le da soporte es el de la 
solidaridad, creándose un sistema de contribución forzosa tripartita del Estado, los patronos y 
los trabajadores; b) la norma le concede, en forma exclusiva a la Caja Costarricense de Seguro 
Social, la administración y gobierno de los seguros sociales, grado de autonomía que es, desde 
luego, distinto y superior al que se define en forma general en el artículo 188 idem; c) los 
fondos y las reservas de los seguros sociales no pueden ser transferidos ni empleados en 
finalidades distintas a su cometido. Como se vio en los considerandos anteriores, la Asamblea 
Nacional Constituyente optó por dejar las cosas, en cuanto a esta institución, tal y como estaban 
en la Constitución de 1871, "con plena autonomía para independizarla así del Poder 
Ejecutivo"” 

La Sala mantiene la misma posición con la sentencia No. 2003-02355, en cuanto establece que: 

“… se concluye que la autonomía reconocida en el artículo 73 en relación con el 177 de la 
Constitución Política la Caja no se encuentra sujeta a límites en materia de gobierno, como ha 
reiterado este tribunal en sentencias precedentes (ver por ejemplo: 2001-7605, 6256-94, entre 
otras). La Caja es en definitiva el ente encargado de la administración de la seguridad social y 
está dotada de máxima autonomía para el desempeño de su importante función. En armonía con 
lo anterior, mediante los artículos 3 y 23 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense del 
Seguro Social, su Junta Directiva tiene plena competencia para establecer los alcances de las 
prestaciones propias de la seguridad social vía reglamento, de manera que puede definir las 
condiciones, beneficios y requisitos de ingreso de cada régimen de protección, con sustento en 
estudios actuariales, a fin de no quebrar el sistema.” (Resaltado no corresponde al original). 

Así entonces, el grado de autonomía que constitucionalmente le dio a la Caja Costarricense de 
Seguro Social, en su artículo 73, es el que se ha denominado como grado dos, que incluye 
autonomía administrativa y autonomía de gobierno. Siendo que, la reforma que sufrió el artículo 
188 Constitucional en 1968, reforma que por cierto no modificó el mencionado artículo 73 supra 
mencionado, instituyó la dirección administrativa del resto de instituciones autónomas, pero no 
modificó el grado de autonomía de la Caja Costarricense de Seguro Social, que sigue siendo 
desde 1943 una autonomía administrativa y de gobierno. En virtud de ello, queda claro entonces 
que, la ley o el legislador, no puede interferir en materia de gobierno de la Caja Costarricense de 
Seguro Social en virtud de la autonomía de gobierno de que goza esta institución. Recuérdese las 
definiciones que esta Sala ha recogido en su jurisprudencia sobre el significado de cada uno de 
los grados de autonomía: a) administrativa, que es la posibilidad jurídica de que un ente realice 
su cometido legal por sí mismo sin sujeción a otro ente, conocida en doctrina como la capacidad 
de autoadministración; b) política o de gobierno, que es la capacidad de autodirigirse 
políticamente, de autogobernarse, de dictarse el ente a sí mismo sus propios objetivos en la 
forma en que lo estime conveniente para el cumplimiento de la finalidad para la cual fue creada; 
y, c) organizativa, que es la capacidad de autorganizarse, con exclusión de toda potestad 

legislativa (esta es propia de las universidades según se desprende del artículo 84 de la 
Constitución Política y por ello ajena a los fines de esta consulta). Los dos primeros grados de 
autonomía se derivan de la Autonomía Política, cuyo contenido será propio de la norma 
(constitucional o legal) que crea al ente. En este caso, estamos frente a un ente descentralizado 
creado por Constitución, y cuyo grado de autonomía, definido también por la misma Carta 
Magna, es de grado dos, la cual debe entenderse que incluye las potestades de formular planes o 
fijar los fines y metas del ente, la de darse los mecanismos internos de planificación funcional y 
financiera a través de los presupuestos y, el ejercicio de la potestad reglamentaria autónoma. Lo 
cual se traduce en el caso concreto de la administración del régimen de pensiones a cargo de la 
Caja Costarricense de Seguro Social -al menos- en la potestad de definir por sí misma, con 
exclusión de toda potestad legislativa, tres aspectos fundamentales sobre las pensiones: el monto 
de las cuotas de cotización, el número de cuotas que deben pagar los trabajadores para acceso a 
la pensión y la edad para jubilarse. Justamente este grado de autonomía mayor que tiene la Caja 
Costarricense de Seguro Social respecto del resto de instituciones autónomas, es lo que explica 
cómo se le ha excluido de la aplicación de leyes tales como “Ley de la Administración 
Financiera de la República y Presupuestos Públicos”, ley No. 8131 de 18 de setiembre del 2001. 
Véase el artículo 1° de dicha ley: 

“Artículo 1.-

Ámbito de aplicación 

La presente Ley regula el régimen económico-financiero de los órganos y entes administradores 
o custodios de los fondos públicos. Será aplicable a: 

a) La Administración Central, constituida por el Poder Ejecutivo y sus dependencias. 

b) Los Poderes Legislativo y Judicial, el Tribunal Supremo de Elecciones, sus dependencias y 
órganos auxiliares, sin perjuicio del principio de separación de Poderes estatuido en la 
Constitución Política. 

c) La Administración Descentralizada y las empresas públicas del Estado. 

d) Las universidades estatales, las municipalidades y la Caja Costarricense de Seguro Social, 
únicamente en cuanto al cumplimiento de los principios establecidos en el título II de esta Ley, 
en materia de responsabilidades y a proporcionar la información requerida por el Ministerio de 
Hacienda para sus estudios. En todo lo demás, se les exceptúa de los alcances y la aplicación de 
esta Ley (…)” 

Lo cual evidencia que la Caja Costarricense de Seguro Social se le ubica siempre en una 
categoría especial dentro de las instituciones autónomas, porque a diferencia de estas, no sólo es 
de creación constitucional, sino que tiene un grado de autonomía mayor, asimilable al grado de 
autonomía de que gozan las municipalidades, cual es, autonomía de gobierno. Lo cual significa 
un grado de protección frente a la injerencia del Poder Ejecutivo, pero también limitaciones a la 
intervención del Poder Legislativo. Aunque ciertamente la CCSS no escapa a la ley, esta última 
no puede “modificar ni alterar” la competencia y autonomía dada constitucionalmente a la 
CCSS, definiendo aspectos que son de su resorte exclusivo. La Caja Costarricense de Seguro 
Social, por ser básicamente una institución autónoma de creación constitucional, la materia de su 

competencia, dada constitucionalmente, está fuera de la acción de la ley. Dicho de otro modo, el 
legislador, en el caso de la administración y gobierno de los seguros sociales tiene limitaciones, 
debiendo respetar lo que el Constituyente estableció. Así como estaría vedado al legislador emitir 
una ley donde disponga que la administración y gobierno de los seguros sociales ya no le 
corresponde a la Caja Costarricense de Seguro Social, asimismo, tampoco puede emitir una ley 
que incursione en aspectos propios o correspondientes a la definición de la CCSS, en la 
administración y gobierno de los seguros sociales. En este sentido, véase lo que dispuso esta Sala 
mediante la resolución número 2001-010545 de las 14:58 horas del 17 de octubre del 2001: 

“… Queda claro que la ley no puede interferir en materia de gobierno de la Caja Costarricense 
de Seguro Social en virtud de la autonomía plena de que goza esta institución…” (Criterio 
reiterado en la resolución número 2001-011592 de las 09:01 horas del 09 de noviembre del 
2011). 

Como argumento adicional, debe resaltarse que la norma que define las funciones y fines de la 
Caja Costarricense de Seguro Social, se ubica en nuestra Carta Magna en el capítulo de derechos 
y garantías sociales, mientras lo referente a Instituciones Autónomas se ubica en otro Titulo 
XIV; la diferencia en la ubicación refleja, desde una interpretación sistemática y sistémica, que la 
propia norma fundamental al crear la institución de la seguridad social, pretende brindarle 
protección solidaria y prioritaria a la persona por su propia condición; evidentemente se trata de 
una institución que asume el espíritu solidario que inspira el artículo cincuenta y setenta y cuatro 
de la Constitución. Lo que se pretende es que cada persona tenga la garantía que el Estado 
solidario le asegura salud, pensión, beneficios por incapacidad y todo lo referente a la seguridad 
social. Esta disposición que se convierte no sólo es un fin o guía de acción del Estado, sino 
también en un límite por sí mismo, al asegurar que ni el Poder Ejecutivo o el Poder Legislativo 
podrían menoscabar dicha competencia constitucional.”

V.- Sobre la contradicción existente entre los criterios recién expuestos, el decreto 

impugnado y las normas de acreditación.  No se requiere mayor esfuerzo para concluir que 

existe una abierta incompatibilidad entre la normativa impugnada (arriba transcrita) y las 

elaboraciones jurídicas de este Tribunal recién citada en torno a las características y alcance de la 

autonomía de la institución accionante.- En este punto, todas las partes -incluido el Ministerio de 

Salud- están de acuerdo en que el Decreto impugnado contiene disposiciones que no pueden 

sostenerse. Observa la Sala que el Poder Ejecutivo persigue obligar a la Caja Costarricense de 

Seguro Social, a someterse a un conglomerado de normas relacionadas con la acreditación (o 

certificación según se entienda) de la condición de la discapacidad de las personas, con la 

finalidad de que éstas puedan demostrar tal condición para la obtención de una serie de 

beneficios, algunos de los cuales no tienen relación alguna con temas de salud.- Con tal 

finalidad, el artículo 2 del Decreto impugnado dispone que son obligatorias para la institución 

autónoma las denominadas “normas de acreditación" que en sus primeros siete artículos proveen 

el marco conceptual de la acreditación, su finalidad, los alcances de dicho documento y luego, en 

los artículos del 8 hasta el final, emiten ordenes específicas de naturaleza administrativa a la Caja 

Costarricense del Seguro Social.-  Así es como encontramos por ejemplo que el artículo 8 afirma 

la responsabilidad de la institución de “implementar” el proceso de acreditación; los artículos 9 y 

11 disponen la obligación de revisiones y actualizaciones de la acreditación; el numeral 12 la 

obliga  a establecer un sistema regionalizado a cargo de un “equipo interdisciplinario y 

desconcentrado", al cual se le imponen también algunas premisas para su labor; los artículos 13 

y 14 regula (según el proceso sea regionalizado o no) cómo debe realizarse el procedimiento de 

acreditación en la institución autónoma, incluyendo plazos, formas de intervención de las 

distintas autoridades de la institución y los recursos contra las decisiones.- El numeral 15 ordena 

a la accionante la creación de un oficina y le impone el recurso humano mínimo que debe 

destinar para su operación; el artículo 16 le asigna las labores a dicha oficina; el artículo 18 

ordena a la institución la realización de los trámites administrativos para la creación de las 

nuevas plazas según el perfil que se indica, y la obliga a dotar el presupuesto necesario y los 

materiales para el trabajo. Todo lo anterior reforzado como se dijo, con el artículo 2 del Decreto 

impugnado propiamente dicho que dispone la obligación de la entidad accionante de velar 

porque las normas de acreditación -todas ellas- se cumplan a cabalidad.- De tal modo, el Poder 

Ejecutivo ha incursionado en el terreno de la administración y disposición de recursos de la Caja 

Costarricense de Seguro Social,  lo cual le está constitucionalmente vedado porque esta 

institución goza de autonomía administrativa (de grado dos o segundo grado) lo que le asegura 

una independencia del Ejecutivo, precisamente en estos aspectos de gerenciamiento y 

disposición de sus recursos a lo interno, sobre los cuales pretende imponerse el Decreto 

disponiendo su acatamiento obligatorio.- Pero además, el resto de las normas de acreditación -es 

decir, aquella que va del artículo 1 al 7 y que en principio parece ser más neutra desde la 

perspectiva administrativa, también configura una lesión constitucional a la autonomía de la 

institución accionante, y la razón para ello es que, bien entendido, lo que se pretende es imponer 

a la Caja cuestiones relacionadas con atribución de funciones para la consecución de ciertos fines 

(acreditación de discapacidad) así como la definición de los servicios, sus finalidades concretas y 

funciones, en contra de la autonomía política o de gobierno  de la que disfruta la institución 

accionante en virtud del artículo 73 de la Constitución Política.- Tal y como se expresó en los 
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antecedentes citados del Tribunal, la entidad accionante no resulta ajena a la ley ni está por 

encima del legislador que bien podría atribuirle ciertos fines, siempre que no afecte los 

constitucionalmente establecidos, tal y como sugiere la Procuraduría;  pero tal cosa no puede 

realizarla el Poder Ejecutivo precisamente por el hecho de que frente a él, cobra todo su valor la 

especial autonomía reconocida en la Constitución Política en favor de la institución accionante.- 

En ese mismo sentido, puede afirmarse que si se ha reconocido por las partes que el Ejecutivo ha 

hecho mal en intervenir en la forma de disponer de los recursos humanos y económicos que 

pertenecen a la Caja Costarricense de Seguros Social, con mayor razón habría que entender una 

lesión constitucional en el hecho de que el Decreto impugnado se aventure además, en el 

establecimiento de fines nuevos y distintos para la institución aseguradora, labor que, como se 

indicó, solo podría concluir válidamente el Poder Legislativo, cumpliendo las previsiones 

constitucionales para ello.- Por todo ello la normativa impugnada debe declararse 

inconstitucional.

VI.- Conclusiones y consideraciones adicionales En este proceso, ha quedado 

demostrado que las normas impugnadas afectan claramente el ámbito de autonomía que la 

Constitución Política ha entregado a la Caja Costarricense del Seguro Social, y lo anterior no 

cambia en nada por el hecho de que se llegare a reconocer que dicha institución tiene una mayor 

o menor afinidad con el tema de la discpacidad y su calificación.  El procedimiento seguido para 

la promulgación de la norma jurídica que se anula, según se descibe  por la institución 

accionante, deja ver el ejercicio de una competencia de manera inconsulta y su resultado jurídico 

no puede sostenerse.- Por ello lo procedente es declarar la nulidad tanto del Decreto impugnado 

como también de las normas de acreditación por contener ellas también, de manera autónoma, 

obligaciones para la Caja Costarricense de Seguro Social.- Lo anterior no significa que se 

carezca de una clara conciencia de la existencia de obligaciones internacionales adquiridas por el 

Estado Costarricense para el tema de las personas con discapacidad; lo que ocurre es que en un 

Estado de Derecho, tales deberes no pueden cumplirse de cualquier manera por muy altruistas 

que puedan ser sus fines, sino que deben respetarse normas y principios fundamentales de 

nuestro ordenamiento. 

De igual forma, se entiende que esta decisión podría eventualmente crear un vacío 

normativo que obstaculice el ejercicio de algunos derechos fundamentales en favor de personas 

con distintas manifestaciones de discapacidad. Por esa razón, consideramos que no sobra en este 

punto, un llamado a las partes de este caso e involucradas en el tema, para que actúen sus 

respectivas competencias de manera coordinada y ágil de modo que el eventual vacío creado por 

esta decisión, sea suplido con la brevedad necesaria para afectar en la menor medida posible a las 

personas con discapacidad en el logro de un tratamiento solidario y justo y que proteja la 

dignidad de esas personas.
VII. Razones diferentes del Magistrado Castillo Víquez. 

En la opinión consultiva n.° 2011-015655, redacté una nota separada, la que  también 

suscribieron los magistrados Rueda Leal y Salazar Cambronero, sobre los alcances de la 

autonomía de las instituciones autónomas en general, y de la Caja Costarricense de Seguro 

Social en especial. Al respecto, expresamos: 

“A la Caja Costarricense de Seguro Social, como al resto de  las instituciones autónomas, 

se les garantizó la autonomía en materia administrativa y de gobierno por parte del 

Constituyente originario. No obstante, en la década de los sesenta, bajo el impulso 

intelectual del gran costarricense Rodrigo Facio Brenes, Benemérito de la Patria, quien 

publicó un estudio sobre planificación económica en régimen democrático, doctrina, 

experiencias extranjeras y algunas ideas para establecerlas en Costa Rica en 1959, se 

llegó a la conclusión de que era necesario limitar la autonomía de gobierno que gozaban 

las instituciones autónomas para someterlas, principalmente, al Plan Nacional de 

Desarrollo. Para él era necesario lograr la coordinación y la planificación entre el 

Gobierno Central y las instituciones autónomas. Para este constituyente de 1949 la 

descentralización administrativa por servicio era crucial para la vida democrática – se 

evita la concentración del poder-,  para la eficiencia administrativa –preeminencia del 

criterio técnico ante el político-; y con el sometiendo de estos entes a la coordinación y 

planificación se mantenía incólume el régimen autonómico. Años después,  

probablemente la experiencia que sufrió el Legislador, al momento de aprobar la Ley de 

Planificación, Ley n.° 3087 de 31 de enero de 1963, en el sentido de que solo podía 

someter a la planificación económica a las instituciones autónomas que voluntariamente 

así lo acordaran, resultó frustrante. La reacción no se hizo esperar, y en 1965, diputados 
de diversos partidos políticos, presentaron un proyecto de reforma constitucional con el 
propósito de someter a las instituciones autónomas al Plan Nacional de Desarrollo. En 
dicha propuesta se dijo lo siguiente:

‘Si hay alguna disposición  de nuestra Carta Fundamental que se encuentra necesitada 
de reforma es el artículo 188. Dicho artículo confiere a las instituciones autónomas, 
independencia en materia de gobierno y administración, con sólo dos limitaciones: la 
necesidad de una votación no menor de los dos tercios de la totalidad de los miembros 
de la Asamblea Legislativa para la creación, y la intervención de la Contraloría General 
de la República en los aspectos financieros de su funcionamiento. Nada dice dicha 
norma sobre las relaciones que deben existir entre el Poder Central y las instituciones 
autónomas, siendo ésta, materia que se escapó totalmente a las previsiones de los 
constituyentes de 1949.

Dieciséis años después, es posible darse cuenta que la fórmula concebida para darle 
rango constitucional al régimen de autonomía, presenta las siguientes fallas: 
1.- Al poner una valla al crecimiento excesivo del poder y el presupuesto centrales, con 
fines de protección  a la libertad y a la honestidad en el manejo de la Hacienda Pública, 
se ignoró en forma total el otro interés que debe satisfacer toda forma de organización: 
la eficiencia de la administración. Este interés exige la  limitación de la autonomía de 
las instituciones, al relacionarse con otras y con el Estado mismo. 
2.- Al otorgar la independencia en materia de gobierno y administración en términos 
absolutos se debilitó el Estado más de lo debido, al permitir, en forma indiscriminada, la 
posibilidad de que cada institución actúe con un criterio unilateral frente y por fuera de 
las necesidades nacionales.

Se dio, por tanto, origen a un verdadero feudalismo administrativo.
3.- Es unánime el reconocimiento de que el Estado es uno aunque sea divisible y aunque 
existan en su seno varias instituciones revestidas de autoridad. Esta unidad estatal exige 
no sólo comunidad de origen, sino también armonía de funcionamiento, para lograr la 
cual es necesario impedir que cualquier institución pueda ensancharse en forma que 

perturbe las otras, o se recluya dentro de su propia especialidad, con total ignorancia de 

los intereses nacionales.

4.- Para hacer real la unidad del Estado es absolutamente necesaria la coordinación y 

vigilancia de las instituciones autónomas. La vigilancia se hace indispensable para 

impedir que las instituciones violen la ley o descuiden el interés público que les ha sido 

encomendado en beneficio de la comunidad; y la coordinación, para que den su máximo 

aporte a la realización de aquellos planes que las comprendan en conjunción con el 

Poder Central u otras instituciones. Los instrumentos clásicos de articulación del Estado 

con los entes públicos menores, son la planificación y el control. Es absolutamente 

necesario que el Estado pueda planificar la vida de las instituciones señalando metas 

generales para su actividad, y que pueda influir su conducta, ejerciendo sobre ella, los 

debidos controles.

5.- La tutela de las instituciones por el Estado no puede ni debe ser uniforme. Muchas 

son las instituciones y sus clases, diverso su poder económico y su finalidad, distintos los 

medios legales que disponen para cumplir sus objetivos, el origen de su patrimonio y el 

sistema de su organización. Esa múltiple realidad institucional debe ser tomada en 

cuenta para el  ejercicio de las potestades de dirección y control por el Estado, a fin de 

establecer entre ellas, diversos grados y medios de control. Pero, mientras exista una 

norma como el actual texto del artículo 188, que sin distingos ni matices impone a todas 

las instituciones autónomas un régimen de independencia total, es absolutamente 

imposible llevar a cabo un régimen de adecuación a la naturaleza de cada una de ellas.

6.- Es urgente llegar a establecer en Costa Rica un régimen que tome en cuenta la 

diferencia radical de intereses y de modos de funcionamiento que debe haber entre 

instituciones económicas de tipo industrial y comercial, e instituciones con una finalidad 

asistencial para desarrollar la educación, la salud, o la protección a la infancia. Ese 

régimen debe reflejar la diferente posición que guardan frente al Estado y la comunidad, 

aquéllos entes que cuentan con recursos propios y entregan al Estado partes de sus 

ganancias, y los que viven de subvenciones otorgadas en el Presupuesto Nacional y 

representan una pesada carga sobre éste. Debe, igualmente,  distinguir las relaciones 

estatales que se llevan a cabo con entes monopolísticos de las que se traban con entes 
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que participan en el libre mercado, las que se dan con instituciones de servicio, de las 

que tiene lugar con entidades de fomento o vigilancia a la actividad privada.

Por todo ello, creemos que la reforma es indispensable, no sólo para salvar la unidad 

del Estado costarricense sino para hacer efectivo el derecho de los ciudadanos a que los 

entes estatales tengan un funcionamiento adecuado y eficiente, y que ellos puedan ser 

estructurados en un solo aparato al servicio de la comunidad’. (Las negritas no están en 

el original). Este propuesta fue archivada (véase el expediente legislativo n.°  2537, n.° 

de archivado 4271).

La idea de la propuesta desechada se retoma en la iniciativa de reforma a la Carta 

Fundamental que presentó la Fracción del Partido Liberación Nacional a varios de sus 

artículos, entre los cuales se encontraba el numeral 188. Incluimos la reforma propuesta 

el año pasado por un grupo de diputados de distintos partidos al concepto de autonomía. 

Al crearse las instituciones de este tipo, los Constituyentes de 1949 no previeron la 

necesidad de que debieran existir distintos grados de autonomía, de acuerdo con la 

naturaleza de la función de las instituciones. La experiencia costarricense ha indicado la 

necesidad de esa gradación, pero ello no puede lograrse si no es mediante esta reforma 

constitucional’ (véase el folio 6 del expediente legislativo n.° 3631). De la lectura de lo 

que se ha podido reconstruir del expediente legislativo –el documento de estas 

importantes reformas se extravió hace muchos años-, así como de otros documentos 

legislativos a los que hemos tenido acceso, queda claro que la intención del Poder 

Reformador, con esta reforma, fue sujetar a las instituciones autónomas a la planificación 

nacional, concretamente al Plan Nacional de Desarrollo, incluyendo a la Caja 

Costarricense de Seguro Social. Es en este contexto que se debe interpretar la 

intervención del diputado Gutiérrez Gutiérrez ante la pregunta que le planteó 

directamente el diputado Carmona Benavides, en el sentido de si era necesario modificar 

el numeral 73 de la Constitución Política para someter a la entidad aseguradora a la 

reforma constitucional, a lo que el primero respondió  que, para los propósitos de la 

reforma, la sola modificación del artículo 188 constitucional era suficiente (véase el 

expediente legislativo n.° 3631). Incluso, del acta del Plenario del  primero de abril de 

1968, de la intervención del diputado Hine García, queda claro que el objetivo de la 

reforma era ‘(…) lograr que éste sistema descentralizado, esté ubicado sin ninguna 

dificultad dentro de los planes nacionales que se desarrollan por la Oficina de 

Planificación, para lograr la marcha ordenada de la ‘cosa pública’. Ya en otra 

oportunidad lo dije que no es concebible en el Estado Moderno, y no puede ser aceptado 

por los costarricenses que en Costa Rica pueda llegar eventualmente a establecerse un 

sistema  a través de planes que buscan precisamente eficiencia y desarrollo, y que 

eventualmente pueda alguna de las instituciones autónomas importantes, que todas las 

son, pero de la importancia las cosas, también son relativas, alguna de las más 

importantes pueda eventualmente sustraerse de sus planes, produciendo las 

perturbaciones, los choques, y las dificultades que son de esperarse. 

Ahora  bien, dentro de esta idea de la necesidad de que se establezca con claridad en la 

Constitución lo que nosotros entendemos y queremos que sean las Instituciones 

Autónomas, es indispensable tener presente que debemos al menos mantener por sobre 

todas las cosas el concepto de los que es la independencia en materia de gobierno: 

porque si establecemos como debe establecer que los directores de las instituciones 

autónomas son responsables por su gestión, eso exige, y es consecuencia precisamente 

de que exista antes una independencia en materia de gobierno, porque ahí deriva una 

responsabilidad por haber desarrollado la política institucional de manera equivocada, 

o en forma que no es la que corresponde al concepto de eficiencia que debe tener 

siempre  la marcha de la Administración Pública.

Si se tiene un concepto de lo que es el Gobierno de las Instituciones Autónomas, que no 

es otra cosa más que la fijación de la política a desarrollar dentro del marco 

institucionalmente y legalmente le corresponde a una institución se entiende entonces 

que con toda propiedad, cabe mantener el concepto de la independencia en materia de 

Gobierno; si por ejemplo, el INVU, que es una institución autónoma, cuya especialidad 

orgánica, cuya función es la construcción de casas, el INVU por su ley orgánica tiene un 

cometido que llenar que es el hacer las casas pero no se concibe que existiendo un 

esfuerzo de planeamiento nacional, pueda el INVU desembocar su esfuerzo institucional 

digámoslo así en otra cosa más, que signifique choque con los planes que se han 

desarrollado de una manera orgánica y conforme a lo que se entiende por el interés 

público. 

Pero dentro de esta especialidad orgánica de las hechuras de las casas, la institución 

autónoma, la Junta Directiva de ella, debe tener independencia para desarrollar esa 

política, así como existen independencia dentro de la esfera del Poder Central, en los 

diferentes Ministerios, y cada Ministro es responsable de lo que desarrolla dentro de su 

Ministerio, y no se concibe que un Ministro, un Ministerio de Transportes vaya a invadir 

lo que es esfera de un Ministerio de Agricultura, así no se puede concebir tampoco que 

una organización descentralizada pueda eventualmente invadir campos que le están 

vedados, porque en su ley orgánica le admite esa intromisión, y le podría eventualmente 

significar conflicto con la esfera de acción de otra organización descentralizada. Pero 

es necesario, porque estamos hablando a nivel constitucional  que se establezcan dentro 

de la  figura máxima de la descentralización con propiedad la independencia en materia 

de gobierno, que deben de tener las instituciones autónomas, para ser consecuentes con 

la responsabilidad que le corresponde a los Directores que desarrollan esa gestión.

Ahora bien, pero si existe esa independencia en materia de Gobierno debe existir 

también la obligación constitucional que imponga la obligación misma de la marcha 

concurrente con los planes que se desarrollan, para establecer con mayor claridad 

todavía a dónde puede eventualmente venirle la responsabilidad a los miembros de la 

Junta Directiva, que han desarrollado una política chocada con este esfuerzo nacional 

concurrente, coordinado hacia un fin que no es otra cosa más que el desarrollo  y del 

mayor beneficio de los costarricenses’. (Las negritas no están en el original).

En este debate legislativo resulta de la mayor importancia la participación del diputado 

Volio Jiménez para tener claro el propósito de la reforma constitucional en relación con 

las instituciones autónomas. Al respecto señaló lo siguiente: 

‘Llamo primero la atención sobre el hecho de que está corriendo el tiempo donde 

tenemos, creo que demasiado cada texto propuesto, y posiblemente no vamos a poder 

dar en la legislatura a las más importantes reformas propuestas. En la semana anterior, 

al viernes al terminar esa semana, el viernes se había logrado concretar puntos de vista 

y proponer una redacción concisa con base en un texto propuesto por el Diputado 

Villanueva Badilla. 

Creo, que ese texto concilia los diferentes puntos de vista, por que de lo que se trata es 

de lograr que en materia de gobierno las instituciones autónomas estén regidas por la 

ley; y la fórmula que propuso el diputado Villanueva Badilla.

Creo, que ese texto concilia los diferentes puntos de vista, por que de lo que se trata es 

de lograr que en materia de gobierno las instituciones autónomas estén regidas por la 

ley; y la fórmula que propuso el Diputado Villanueva Badilla enmendada según las 

observaciones que se le hicieron el viernes, logra el propósito deseado. No se trata de 

reformar la Constitución para que en lo administrativo también haya sujeción  de las 

instituciones autónomas a un programa de planificación del Estado en efectos  

públicos.

Se trata nada más de lograr la coordinación repito en la materia de Gobierno;

DIPUTADO HINE GARCÍA: Muy amable, Diputado Volio. Quisiera, ya que usted toca 

la moción del Diputado Villanueva, quisiera que me aclarara algo, que es lo siguiente, 

la moción del Diputado Villanueva Badilla también busca el objetivo que a nosotros nos 

está preocupando, pero dice así: “y está sujeta a la ley en materia de Gobierno”, a 

secas; para mi esto es muy peligroso porque por esa sujeción a secas como lo tiene la 

moción a la ley, es posible llegar a hacer desaparecer  la independencia en materia de 

Gobierno, y es posible llegar a dejar convertida a las instituciones autónomas en 

cascarones vacíos de actividad. Es posible, por esto, debilitar el sistema institucional 

descentralizado, que es lo que me parece que debemos nosotros garantizar. Les 

agradecería, porque me tranquilizaría mucho, si ustedes me aclararan los alcances que 

puede tener, ya operando prácticamente y a través de los años, esta fórmula, porque al 

estar sometida  a la ley en materia de gobierno, podría decirse, entonces, eventualmente 

en el futuro, que las instituciones autónomas, por legislación corriente, se pueden 

deshacer, se dejan como cascarones vacíos al irles restando sus posibilidades de acción 

independencia. 

DIPUTADO VOLIO JIMÉNEZ: Entiendo, señor Diputado, la moción en el sentido no de 

que el legislador en el futuro pueda  destruir una institución, porque si fuera  esa la 

intención ni siquiera se haría referencia en la moción al problema del gobierno. Lo que 
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se quiere es que el legislador considere la necesidad de coordinar la actividad de esas 

instituciones, en función del desarrollo económico y social del país. 

Sin embargo, como no soy autor de la moción, su pregunta, en primer término, debe ser 

contestada por el Diputado Villanueva Badilla; pero insisto en la necesidad de que ya 

hoy nos dediquemos a tomar decisiones; y si fuera necesario presentar una moción para 

llegar a ese fin, una moción de orden; desde luego yo la presentaría de inmediato, pero 

creo que si el Directorio se decide a poner en discusión las mociones sobre el artículo 

188, en su orden de presentación, podríamos llegar al mismo fin, en el entendido de que 

había un consenso en la Asamblea favorable a que se tomen esas decisiones, 

examinando uno a uno los textos propuestos’. (Las negritas no corresponden al original).

Así las cosas, al aprobarse la reforma del numeral 188 constitucional  no cabe duda que 

se sujetó a la Caja Costarricense de Seguro Social al Plan Nacional de Desarrollo en los 

términos que defina la Ley. Lo anterior significa, que la citada reforma no afectó en su 

totalidad la autonomía de gobierno que tiene la Caja Costarricense de Seguro Social 

sobre  los seguros sociales. Se trata de una afectación parcial a la autonomía política de 

la entidad aseguradora, cuyo objetivo precisamente era darle profundidad a los fines y 

objetivos del Estado, como un todo, solucionando el constituyente derivado una 

preocupación muy justificada desde la Constitución Política, mediante lo que hoy en día 

conocemos con los principios rectores de toda la Administración Pública: los principios 

de unidad y coordinación del Estado. Su fuerza naturalmente proviene del cumplimiento 

eficaz del bien común, y se constituye en la frontera de la autonomía de las instituciones 

autónomas, con la necesidad de coordinación pero sin desligarse de las respectivas 

competencias asignadas por el Constituyente, concebidas precisamente para darle aquella 

referida profundidad.   

En ese orden de ideas, no hay duda alguna de que la Asamblea Legislativa tiene 

competencia, en el ejercicio de la potestad de legislar, para regular las materias puestas 

bajo el conocimiento de las instituciones autónomas, entre ellas las que corresponden a 

la  Caja Costarricense de Seguro Social, siempre y cuando no vacíe el contenido de las 

competencias esencialmente técnicas que Poder Constituyente originario le asignó.- La 

competencia del Parlamento para regular las competencias de las instituciones 

autónomas queda claro de la discusión del numeral 190 en la Asamblea Nacional 

Constituyente. En efecto, conviene recordar que fue la Fracción  Social Demócrata la que 

presentó, como parte del título relativo a las instituciones autónomas, la siguiente norma: 

‘(…) No podrá discutirse en la Asamblea Legislativa ningún proyecto de ley relativo a 

materias encomendadas a una Institución Autónoma, sin que la respectiva Institución 

haya rendido dictamen al respecto. Dicho dictamen deberá incluirse y publicarse, 

obligatoriamente, como uno de los considerandos de la ley que se apruebe’. (A.A.C.: 

tomo III; pág. 465). Nótese que ya no se propone lo relativo a  la mayoría calificada para 

la aprobación del proyecto de ley donde exista criterio negativo de la Institución. 

Suponemos que las votaciones adversas de la Asamblea Nacional Constituyente en los 

casos de la Universidad y el Organismo Técnico encargado de determinar la unidad 

monetaria disuadieron a los miembros de la Fracción Social Demócrata de presentar esa 

iniciativa. 

Las razones de esta normativa las ofrece Facio Brenes al indicar: ‘(…) mediante él lo que 

se busca es obligar el cuerpo esencialmente político que es el Congreso, a escuchar la 

voz de las instituciones autónomas en aquellos asuntos que las afectan’. (A.A.C.N.: 

tomo III; p. 467).

Los motivos por las cuales este artículo no fue aprobado en la forma propuesta fueron:

‘Los representantes Arroyo, Vargas, Fernández y Esquivel se manifestaron en 

desacuerdo.  El primero expresó que no era posible continuar restándole atribuciones a 

la Asamblea Legislativa, obligándola a consultar todas las instituciones autónomas del 

estado. La Asamblea integra de su seno, distintas comisiones que tiene la obligación de 

consultar y documentarse en la debida forma respecto a asuntos que le son 

encomendados.  Si se presenta un proyecto de ley relacionado con una institución 

autónoma es lógico que se consultará a esos organismos. El segundo indicó que la 

moción en debate introduce un nuevo sistema, ya que si una institución autónoma no 

rinde el dictamen respectivo, la Asamblea Legislativa no podrá conocer el proyecto de 

ley. El tercero manifestó, que no votará ninguna moción que venga en detrimento de las 

facultades de la Asamblea Legislativa, la máxima representación del pueblo en nuestro 

sistema político, obligándola hasta incluir en los considerandos de la ley que se 

apruebe, el Dictamen de la Institución Autónoma’ (A.A.N.C.: tomo III; p.473).

A raíz de ello el representante Chacón Jinesta sugirió una nueva redacción:

‘para la discusión y aprobación de proyectos relativos a una institución Autónoma, la 

Asamblea Legislativa deberá oír la opinión de aquella’ (A.A.N.C.: tomo III, p. 473).

El diputado Facio Brenes a nombre de su compañero decidió retirar la moción y en 

definitiva se votó la propuesta del diputado Chacón Jinesta.

De la anterior discusión podemos concluir que quienes fueron los redactores de la 

Constitución Política actual tenían bien claro que las materias puesta bajo la competencia 

de las instituciones autónomas podían ser objeto de regulación por parte de la Asamblea 

Legislativa, siempre y cuando se les consultara. Esta postura se refuerza con el 

argumento de que si el Parlamento puede regular las materias puestas bajo las 

competencias de las Universidades Estatales (artículo 88 de la Constitución Política), o 

relacionadas directamente con ellas, quienes ostentan una autonomía de tercer grado –

autonormativa- , a fortiori tiene competencia también para regular las materias que son 

propias de las instituciones autónomas, incluidas las que corresponden a la Caja 

Costarricense de Seguro Social. Esta idea también está presente en la discusión del 

artículo 73 de la Carta Fundamental en la Asamblea Nacional Constituyente, toda vez 

que en el acta n.° 125 el diputado Facio Brenes  señala que esas instituciones ‘(…) 

aunque autónomas, no pueden desligar absolutamente del Estado. De otro modo será 

crear nuevos Estados dentro del Estado’. Por su parte, el diputado Ortiz Martín expresó 

que los legisladores debían señalar el camino a seguir a la Caja Costarricense de Seguro 

Social ‘(…) y ella, en forma autónoma, debe de desenvolverse dentro de esas leyes’.

De lo que llevamos dicho se extrae una conclusión necesaria, y es que el Poder 

Ejecutivo, por medio del Plan Nacional de Desarrollo, y la Asamblea Legislativa, en 

ejercicio de la potestad de legislar, están jurídicamente habilitados, para, en el primer 

caso, fijarle metas y objetivos a la Caja Costarricense de Seguro Social y, en el segundo, 

regular las materias que le corresponden, siempre y cuando, en este último supuesto, no 

se vacíe el contenido esencial de las competencias atribuidas por el Constituyente 

originario. Aplicando por analogía la teoría de la garantía institucional, la que ha sido 

diseñada por la doctrina para otro supuesto: la reserva constitucional de  la 

Administración, lo que implica que ciertas actividades, que son funciones públicas 

soberanas, tienen que ser necesariamente desarrolladas por la Administración, tal y como 

se encuentra regulada por la Constitución, y necesariamente en un régimen jurídico de 

Derecho Público, salvo las actividades auxiliares o instrumentales, en el supuesto de la 

Caja Costarricense de Seguro Social hay materias técnicas esenciales de su competencia 

que no pueden ser vaciadas por el legislador. Lo anterior significa, a manera de ejemplo, 

que la Asamblea Legislativa, en una Ley, no puede  obligar a la Caja Costarricense de 

Seguro Social a que el hospital que se pretende construir esté en equis lugar, o cómo 

desarrollar la atención primaria, secundaria, o terciaria del sistema hospitalario, cuál 

debe ser el monto de la cuota obrero-patronal o la del Estado a la seguridad social, la 

edad de retiro, el monto de la pensión, su formula de cálculo, etc. En todos estos casos y 

otros, estamos frente a una materia no disponible del legislativo o como bien a dicho la 

doctrina nacional, ante un contenido constitucional, el que no puede ser desarrollado 

mediante Ley”.

Releyendo de nuevo esta nota, tengo claro que la reforma al artículo 188 constitucional no tenía 

como objetivo vaciar la autonomía de gobierno que el Derecho de la Constitución le garantiza a 

las instituciones autónomas, su finalidad era más reducida: es sujetarlas al Plan Nacional de 

Desarrollo en los términos que determine la ley. Empero, a partir de la década de los setenta 

se han promulgado una serie de leyes que la han desvirtuado, vaciando de contenido la 

autonomía de gobierno de las instituciones autónomas. En segundo término, el hecho que el 

Constituyente originario haya autorizado al Poder Legislativo a regular las materias que tienen 

las instituciones autónomas bajo su competencia, no puede significar, de ninguna manera, una 

autorización para vaciar de contenido la autonomía de gobierno.  Desde mi perspectiva, a pesar 

de la reforma del artículo 188 constitucional, las instituciones autónomas aún conservan la 

autonomía de gobierno, y en el verdadero espíritu de esa reforma, esta solo puede ser limitada 

cuando  el Poder Legislativo y Poder Ejecutivo les imponen una serie de objetivos, metas y 

medios con el fin de que su accionar se ajuste al Plan Nacional de Desarrollo. Así las cosas, para 

determinar o no la constitucionalidad que nos ocupa, sería menester determinar si la normativa se 

engarza o no dentro de los objetivos, metas y medios que prevé el Plan Nacional de Desarrollo, 

así como analizar la normativa legal respectiva. 

Empero, con la Caja Costarricense de Seguro Social ocurre algo muy especial que no 

sucede con el resto de las instituciones autónomas lo que me releva de hacer el análisis anterior,  

y es que por imperativo constitucional los fondos y las reservas de los seguros sociales no 
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pueden ser transferidos ni empleados en finalidades distintas a la que motivaron su creación.  

Ergo, la normativa impugnada resulta inconstitucional. 

Por tanto:
Se declara con lugar la acción y en consecuencia se anula por inconstitucional el Decreto 

número  36042 “Oficialización de las Normas de Acreditación de la Discapacidad para el 

Acceso a Programas Selectivos y de Salud” del 10 de mayo de 2010, así como el conjunto de 

disposiciones denominadas "Normas de Acreditación de la Discapacidad para el Acceso a los 

Programas Sociales Selectivos y de Salud". De conformidad con el artículo 91 de la Ley de la 

Jurisdicción Constitucional esta sentencia es declarativa y sus efectos se retrotraen a la fecha de 

promulgación del Decreto anulado, todo sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. 

Publíquese la reseña respectiva en el Diario Oficial la Gaceta y el texto íntegro en el Boletín 

Judicial.- Notifíquese. El Magistrado Castillo Víquez da razones diferentes. Los Magistrados 

Cruz Castro y Rueda Leal dan razones diferentes.-Ernesto Jinesta L.,Presidente/Fernando Cruz 

C./Fernando Castillo V./Paul Rueda L./Nancy Hernández L./Luis Fdo. Salazar A./José P. 

Hernández G./.-

16-12284

Razones diferentes del Magistrado Rueda Leal.

Tal y como lo apunta el Magistrado Castillo Víquez en su redacción separada, en la 

sentencia No. 2011-15655 de las 12:48 horas del 11 de noviembre de 2011, suscribí junto con él 

y el Magistrado Salazar Alvarado, unas razones separadas en relación con la autonomía de la 

Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), cuyo criterio reitero en esta ocasión. Reconozco 

que el Poder Constituyente le otorgó una autonomía especial a la dicha entidad, a fin de que 

pudiera desarrollar los cometidos establecidos en el artículo 73 de la Constitución Política. Sin 

embargo, al aprobarse la reforma al ordinal 188 constitucional, el constituyente también  sujetó 

tal ente al Plan Nacional de Desarrollo en los términos que por ley fueren dispuestos. Esto no 

implica que con ello se afectara el contenido esencial de la autonomía de gobierno de la CCSS; 

lo que significa es, tan solo, una restricción parcial a la autonomía política de dicha entidad, a fin 

de lograr que se puedan acometer los objetivos de dicho Plan conforme a los principios rectores 

de unidad y coordinación del Estado. De esta forma, el bien común es procurado desde la 

perspectiva de una coordinación eficiente y efectiva, de manera tal que exista una línea general 

de desarrollo promovida por el Estado que irremediablemente debe respetar las especiales 

competencias asignadas por el Constituyente a determinado entes y poderes, en el sub examine a 

la CCSS. En esa oportunidad, también reconocí que la Asamblea Legislativa goza de la 

competencia, en el ejercicio de la potestad de legislar, para regular las materias relativas a las 

instituciones autónomas, incluyendo las atinentes a la CCSS, en tanto y cuando no se vacíe el 

contenido de las competencias esencialmente técnicas que el Poder Constituyente originario le 

asignó. Tal fue la voluntad del constituyente original, al establecer en el numeral 190 de la 

Constitución Política la potestad de legislar a la Asamblea Legislativa respecto de dichos entes, 

siempre y cuando fueren consultadas las instituciones autónomas de previo a su aprobación. De 

esta forma, el Poder Ejecutivo, por medio del Plan Nacional de Desarrollo, está jurídicamente 

habilitado para fijarle metas y objetivos a la Caja Costarricense de Seguro Social. Sin embargo, 

hay materias técnicas esenciales delegadas a la CCSS por el Constituyente, que no pueden ser 

vaciadas de contenido ni intervenidas por el Poder Legislativo y tampoco por el Ejecutivo, como 

por ejemplo pretender fijarle dónde construir un centro de salud, cómo organizar la prestación 

del servicio de salud, cuál debe ser el monto de la cuota obrero-patronal o la del Estado a la 

seguridad social, la edad de retiro, el monto de la pensión, su fórmula de cálculo, etc. Esos casos 

y similares, no son materia disponible para su regulación. Corolario de lo anterior, estimo que el 

proyecto de ley es inconstitucional y violenta la autonomía política que el Derecho de la 

Constitución le reconoció a la CCSS, dado que el Poder Ejecutivo, mediante un decreto, no 

puede disponer de los recursos humanos y económicos de esa institución, menos aun para fines 

distintos a los conferidos por la Carta Magna a esa institución./ Paul Rueda L./.-

Exp. 16-012284

Razones diferentes del Magistrado Cruz C.

Esta acción de inconstitucionalidad ha sido declarada con lugar, anulándose en su totalidad el 

Decreto 36042 “Oficialización de las normas de acreditación de la discapacidad para el acceso 

a programas selectivos y de salud” en virtud de que las normas impugnadas afectaban el ámbito 

de autonomía de la Caja Costarricense de Seguro Social  (CCSS) y de que, además, la norma se 

dictó de manera inconsulta con esta institución. 

He consignado razones diferentes para esta declaratoria de inconstitucionalidad, en virtud de los 

siguientes argumentos:

El Poder Ejecutivo, en sentido estricto, no puede eludir sus funciones y competencias 

constitucionales y pretender, como lo hizo, delegar en la CCSS la acreditación de la discapacidad 

en las personas. No es sólo que se violentó la autonomía de la CCSS, en los términos indicados 

en el voto de esta acción, sino que, además, el Poder Ejecutivo no podía delegar una función que 

le resulta indelegable. 

Ciertamente, la acreditación de la discapacidad tiene una finalidad muy relevante para la mejora 

de las condiciones de los discapacitados, y en tal sentido, no es posible al Poder Ejecutivo eludir 

dicha responsabilidad, descentralizándola en un ente autónomo, como lo es la CCSS, y menos 

aún mediante un decreto ejecutivo.

En el marco normativo local e internacional para la protección de las personas con discapacidad 

encontramos, en primer lugar, en el ámbito regional la Convención Interamericana para la 

eliminación de todas las formas de discriminación contra personas con discapacidad, aprobado 

en nuestro país mediante la Ley N° 7948. De otra parte, en el ámbito internacional, la 

Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su Protocolo, aprobado en 

nuestro país mediante la Ley N° 8661, establece en el artículo 1°, como propósito de dicha 

Convención, “(…) promover, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de 

todos los derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas con 

discapacidad, y promover el respeto de su dignidad inherente” , obligando a los Estados Partes a 

propiciar la plena integración en la sociedad de las personas con discapacidad. Asimismo, según 

se dispone en el artículo 4 de ese instrumento:

“1. Los  Estados Partes se comprometen a asegurar y promover el pleno ejercicio de 
todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas con 
discapacidad sin discriminación alguna por motivos de discapacidad . A tal fin, los 
Estados Partes se comprometen a:

a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean 
pertinentes para hacer efectivos los derechos reconocidos en la presente Convención;

b) Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas medidas legislativas, para modificar o 
derogar leyes, reglamentos, costumbres y prácticas existentes que constituyan 
discriminación contra las personas con discapacidad; c) Tener en cuenta, en todas las 

políticas y todos los programas, la protección y promoción de los derechos humanos de 
las personas con discapacidad; d)  Abstenerse de actos o prácticas que sean 
incompatibles con la presente Convención y velar por que las autoridades e instituciones 
públicas actúen conforme a lo dispuesto en ella;

e) Tomar todas las medidas pertinentes para que ninguna persona, organización o 
empresa privada discrimine por motivos de discapacidad; 

f) Emprender o promover la investigación y el desarrollo de bienes, servicios, equipo e 
instalaciones de diseño universal, con arreglo a la definición del artículo 2 de la presente 
Convención, que requieran la menor adaptación posible y el menor costo para satisfacer 
las necesidades específicas de las personas con discapacidad, promover su 
disponibilidad y uso, y promover el diseño universal en la elaboración de normas y 
directrices;

g) Emprender o promover la investigación y el desarrollo, y promover la disponibilidad y 
el uso de nuevas tecnologías, incluidas las tecnologías de la información y las 
comunicaciones, ayudas para la movilidad, dispositivos técnicos y tecnologías de apoyo 
adecuadas para las personas con discapacidad, dando prioridad a las de precio 
asequible;

h) Proporcionar información que sea accesible para las personas con discapacidad 
sobre ayudas a la movilidad, dispositivos técnicos y tecnologías de apoyo, incluidas 
nuevas tecnologías, así como otras formas de asistencia y servicios e instalaciones de 
apoyo;

i) Promover la formación de los profesionales y el personal que trabajan con personas 
con discapacidad respecto de los derechos reconocidos en la presente Convención, a fin 
de prestar mejor la asistencia y los servicios garantizados por esos derechos.

2. Con respecto a los derechos económicos, sociales y culturales, los Estados Partes se 
comprometen a adoptar medidas hasta el máximo de sus recursos disponibles y, cuando 
sea necesario, en el marco de la cooperación  internacional, para lograr, de manera 
progresiva, el pleno ejercicio de estos derechos, sin perjuicio de las obligaciones 
previstas en la presente Convención que sean aplicables de inmediato en virtud del 
derecho internacional. (…) ”

De otra parte, en el artículo 8 de la señalada Convención se establece el compromiso de los 

Estados Partes para que se adopten las medidas inmediatas, efectivas y pertinentes para:

“a) Sensibilizar a la sociedad, incluso a nivel familiar, para que tome mayor conciencia 
respecto de las personas con discapacidad y fomentar el respeto de los derechos y la 
dignidad de estas personas;

b) Luchar contra los estereotipos, los prejuicios y las prácticas nocivas respecto de las 
personas con discapacidad, incluidos los que se basan en el género o la edad, en todos 
los ámbitos de la vida;
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c) Promover la toma de conciencia respecto de las capacidades y aportaciones de las 
personas con discapacidad.

2. Las medidas a este fin incluyen:

a) Poner en marcha y mantener campañas efectivas de sensibilización pública destinadas 
a:

i) Fomentar actitudes receptivas respecto de los derechos de las personas con 
discapacidad;

ii) Promover percepciones positivas y una mayor conciencia social respecto de las 
personas con discapacidad;

iii) Promover el reconocimiento de las capacidades, los méritos y las habilidades de las 
personas con discapacidad y de sus aportaciones en relación con el lugar de trabajo y el 
mercado laboral;

b) Fomentar en todos los niveles del sistema educativo, incluso entre todos los niños y las 
niñas desde una edad temprana, una actitud de respeto de los derechos de las personas 
con discapacidad;

c) Alentar a todos los órganos de los medios de comunicación a que difundan una 
imagen de las personas con discapacidad que sea compatible con el propósito de la 
presente Convención;

d) Promover programas de formación sobre sensibilización que tengan en cuenta a las 
personas con discapacidad y los derechos de estas personas”.

Asimismo, en el artículo 20 del citado documento internacional se dispone sobre las medidas de 

movilidad personal, las cuales implican:

“a)  Facilitar la movilidad personal de las personas con discapacidad en la forma y en el 
momento que deseen a un costo asequible ;

b) Facilitar el acceso de las personas con discapacidad a formas de asistencia humana o 
animal e intermediarios, tecnologías de apoyo, dispositivos técnicos y ayudas para la 
movilidad de calidad, incluso poniéndolos a su disposición a un costo asequible;

c) Ofrecer a las personas con discapacidad y al personal especializado que trabaje con 
estas personas capacitación en habilidades relacionadas con la movilidad;

d) Alentar a las entidades que fabrican ayudas para la movilidad, dispositivos y 
tecnologías de apoyo a que tengan en cuenta todos los aspectos de la movilidad de las 
personas con discapacidad”./Fernando Cruz C., Magistrado/.-

San José, 23 de octubre del 2019.
 Vernor Perera León

Secretario a.i.

San  Jose, 23 de octubres del 2019
	 Vernor Perera León
	 Secretario a.i.
1 vez.—O. C. 364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( 2019397863 )

Exp: 16-012284-0007-CO 

Res. Nº 2017004797

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las 

diez horas y treinta minutos del veintinueve de marzo de dos mil diecisiete.

Acción de inconstitucionalidad planteada por María del Rocío Sáenz Madrigal, en su 

calidad de Presidenta Ejecutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social contra el Decreto 

Ejecutivo número 36042 “Oficialización de las Normas de Acreditación de la Discapacidad 

para el Acceso a Programas Selectivos y de Salud” del 10 de mayo de 2010. Intervienen en este 

caso Magda Inés Rojas Chaves, mayor, casada, vecina de Heredia, cédula de identidad número 

4-110-097, como Procuradora General Adjunta, y Fernando Llorca Castro, mayor, casado, 

médico, vecino de Escazú, cédula número 1-803-197, en su condición de Ministro de Salud.

Resultando:

   1.- Por escrito recibido en la Secretaría de la Sala el 9 de setiembre de 2016, María del 

Rocío Sáenz Madrigal, en su calidad de Presidenta Ejecutiva de la Caja Costarricense de Seguro 

Social plantea acción de inconstitucionalidad contra el Decreto Ejecutivo número 36042 

“Oficialización de las Normas de Acreditación de la Discapacidad para el Acceso a Programas 

Selectivos y de Salud” del 10 de mayo de 2010. Inicia señalando que su legitimación proviene de 

la existencia de un proceso contencioso administrativo que está pendiente de resolución ante la 

jurisdicción respectiva. En cuanto al fondo,  reclama que el citado Decreto 36042-S es 

inconstitucional en su integridad por lesionar los artículos 1, 11, 73, 188 y 189 de la Constitución 

Política. Justifica su afirmación haciendo una transcripción de las normas que contiene la 

normativa y explicando que en la gran mayoría de ellas, se ordena a la Caja Costarricense del 

Seguro Social una serie de acciones y se le atribuyen responsabilidades relacionadas con la 

necesidad que tiene el Estado de establecer mecanismos para determinar y acreditar formalmente 

la existencia de discapacidad, para una diversidad de finalidades de asistencia y apoyo estatales. 

Narra que hace aproximadamente ocho años, la Caja participó, junto con otras entidades, en 

reuniones para lograr la apropiada y necesaria coordinación de esta temática y definir la manera 

en que cada una de las entidades, en el marco de sus competencias y posibilidades legales, podría 

contribuir a cumplir con los procesos para acreditación de discapacidad y lograr así el respeto de 

las obligaciones legales e internacionales.- Sin embargo, luego de varios intentos, en el año 2010 

el Ministerio de Salud les informó de la promulgación de la normativa que ahora se impugna, 

con lo cual se encuentran, como institución, con los hechos consumados y con una serie de 

normas que en su criterio lesionan la Constitución Política. De forma concreta, señalan que a lo 

largo de todo el Decreto discutido se imponen labores administrativas a la Caja, se le obliga a 

destinar recursos para brindar el servicio de acreditación e incluso se dispone desde el Poder 

Ejecutivo la creación de una oficina, sostenida financieramente por la Caja, para atender los 

temas de acreditación los cuales no tienen relación directa o indirecta con la competencia 

atribuida constitucionalmente de administrar y proveer los seguros de salud y los aspectos 

relacionados con el seguro de invalidez, vejez, y muerte.-  Explica que con todo lo anterior el 

Poder Ejecutivo ha lesionado las disposiciones constitucionales que fijan una autonomía 

administrativa para instituciones como la que representa, sino también se infringe de lleno el 

artículo 73 de la Constitución Política,  que -tal y como lo ha explicado la Sala- recoge una 

reserva específica en relación con la forma en que la institución debe administrar los seguros 

sociales en el sentido de prohibir su uso para cualquier otro fin. Por ello piden que se declare la 

inconstitucionalidad del Decreto impugnado con efectos retroactivos al momento de su 

promulgación.

2.- Por resolución de las 10:31 horas del 18 de octubre de 2016 se dio curso a la acción y 

se solicitó informe a la Procuraduría General de la República y al Ministerio de Salud.-

3-  Magda Inés Rojas Chaves, mayor, casada, vecina de Heredia, cédula de identidad 

número 4-110-097, como Procuradora General Adjunta, se apersona a responder la audiencia 

conferida. Explica que la Sala ya rechazó de plano una acción de inconstitucionalidad de 

contenido similar a éste, pero presentada por el Director Jurídico de la institución, mientras que 

ahora es la Presidenta Ejecutiva quién se apersona a presentar el proceso.- En esta misma línea, 

la Procuraduría entiende que esta nueva acción debe rechazarse de plano por no contarse con un 

acuerdo formal de la Junta Directiva como cabeza de la institución, ello en el entendido de que la 

trascendencia hacia futuro de la forma en que ha de abordarse un tema como la discapacidad, así 

como la manera en que la Caja va a cumplir su obligación de extender progresivamente sus 

servicios, hace que la decisión deba provenir del máximo órgano.- Explica que así lo entendió la 

Sala cuando, dentro de este mismo asunto previno la presentación del acuerdo de Junta Directiva 

que autorizaba la presentación de la acción, prevención que no se cumplió por parte de la 

institución accionante.- A lo anterior se suma la observación de que no existe argumentación 

relevante en el escrito que explique cómo se lesionan los artículos 1 y 11 de la Constitución 

Política por lo cual, respecto de ese par de normas debe rechazarse el reclamo por infundado. En 

cuanto al fondo del asunto, la Procuraduría entiende en primer lugar que la acción se dirige 

contra un decreto que solo consta de tres artículos y que lo que ocurre es que el artículo 1 otorga 

el carácter de “aplicación obligatoria” a las “Normas de Acreditación de la Discapacidad para el 

Acceso a los programas Sociales Selectivos y de Salud”, documento que está disponible en la 

página web del Ministerio de Salud, pero dichas disposiciones no fueron impugnadas de manera 

específica.- Observa la Procuraduría que esto último tiene importancia porque el Decreto 

discutido no sería inconstitucional en sí mismo, sino solo en el tanto en que se compruebe que las 

normas a las que se hace remisión, afectan las funciones normales y sustantivas de la entidad; es 

decir el Decreto en sí mismo no sería inconstitucional.- En el análisis que se hace de las “Normas 

de Acreditación de la Discapacidad para el Acceso a los programas Sociales Selectivos y de 

Salud”,  la Procuraduría divide el articulado en dos partes: la primera refiere a generalidades del 

proceso de acreditación de la condición de discapacidad, labor que se cataloga como servicio 

público; en esta primera parte, artículos del 1 al 7 no se hace alusión a la institución accionante y 

por ello la Procuraduría entiende que no existe en ellas lesión alguna de constitucionalidad. 

Explican que este primer aparte tiene un sustento legal y convencional y que, desde esta 

perspectiva, también la Caja estaría vinculada por estas obligaciones como parte que es del 

Estado costarricense.- Se agrega que la acreditación de la discapacidad tiene una finalidad muy 

relevante para la mejora de las condiciones de los discapacitados y en tal sentido no le resulta 

justa la afirmación de que el Decreto podría permitir el aprovechamiento indebido por parte de 

sujetos privados no asegurados; lo cierto es que -en tanto que discapacitados- son merecedores 

del apoyo que el Estado pueda brindarles.- En cuanto a la segunda parte del Decreto -artículos 8 

al 21- se afirma que, con excepción del artículo 8 que atribuye a la Caja la obligación de 

implementar un proceso de acreditación, los demás artículos son inconstitucionales por intervenir 

de lleno en aspectos propios de la organización y administración de la institución que riñen con 
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su grado de autonomía.  Explica la Procuraduría que se hace la excepción del artículo 8 del 

Decreto pues el establecimiento de un programa de acreditación no riñe con las funciones de la 

Caja, dado que esa labor no es nueva y además se le considera complementaria a las labores de 

evaluación y diagnóstico del estado de invalidez. Que la labor no es nueva se demuestra 

señalando por ejemplo en la Ley 8444 que reformó la Ley Reguladora de la Exoneraciones 

Vigentes, Derogatorias y Excepciones (7293 del 31 de marzo de 1992) en donde se confirió a la 

Caja la competencia para determinar el grado o la condición de discapacidad severa en una 

persona a efectos de recibir el beneficio de exoneración en los tributos de vehículos automotores 

para su movilización. Esa ley de reglamentó mediante Decreto 33343-H-MP-MOPT y se le 

asignó a la Caja la valoración de trastornos mentales y visuales mientras que el Centro Nacional 

de Rehabilitación se encargó de otras valoraciones, señalando que es importante mencionar que 

dicho decreto la autorizó a cobrar una tarifa.-  No obstante observa la Procuraduría que esta línea 

no se ha mantenido constante pues en el caso de la determinación de discapacidad para ayudas en 

vivienda, la labor de acreditación se asignó al antiguo Consejo Nacional de Rehabilitación y 

Educación Especial. Sostiene que la labor de acreditación es perfectamente complementaria a la 

finalidad de la institución aseguradora y ello se sostiene con base en el análisis de las normas 

actuales que regulan los actos médicos de la Caja en cuanto a fijación de invalidez y que dejan 

ver que es la organización que tiene la capacidad, estructura y criterios técnicos para el trabajo. 

Explican eso sí que debe entenderse, como ya lo dijo la Procuraduría, que esa labor de 

acreditación está sujeta a una tarifa a pagar por el servicio excepto que se trate de una mera 

constancia del expediente de salud que ya consta ante la Caja.- Se explica que ese cobro es la 

única forma de conciliar esta labor de acreditación con la restricción constitucional de usar los 

fondos de los seguros en labores diferentes de su finalidad fijada constitucionalmente. Por todo 

ello estima la Procuraduría, que la acción es inadmisible y que, en cuanto al fondo, solo son 

inconstitucionales los artículos del 9 al 21 de la citadas normas de acreditación, más no el 

Decreto propiamente dicho.

4- Los edictos a que se refiere el párrafo segundo del artículo 81 de la Ley de la 

Jurisdicción Constitucional fueron publicados en los números 208, 209 y 210 de los días 31 de 

octubre y 1 y 2 de noviembre de 2016, del Boletín Judicial. 

5.- Fernando Llorca Castro, mayor, casado, médico, vecino de Escazú, cédula número 1-

803-197, en su condición de Ministro de Salud, responde a la audiencia otorgada por la Sala y 

señala que el tema ya fue presentado a la Sala por la institución aseguradora y que mediante 

sentencia 2016-01669 se rechazó de plano. En ese mismo sentido, y para efectos de contestar la 

audiencia conferida en cuanto al fondo de esta acción, hace suyo el informe que se presentara en 

su momento y en donde, luego de analizar las normas se concluyó que el Decreto, en algunos de 

sus artículos, presentaba roces con el artículo 73 de la Constitución Política, dado que 

involucraba órdenes sobre organización y funcionamiento administrativos, para la Caja 

Costarricense de Seguro Social.- Concluye que la acción debe rechazarse de plano, tal y como en 

su momento se declaró. 

6.- El 28 de noviembre de 2016 se dieron por contestadas las audiencias y por concluido 

el trámite, por lo que se turnó este asunto a la oficina de la Magistrada Hernández López.

7.- Se prescinde de la vista señalada en los artículos 10 y 85 de la Ley de la Jurisdicción 

Constitucional, con base en la potestad que otorga a la Sala el numeral 9 ibídem, al estimar 

suficientemente fundada esta resolución en principios y normas evidentes, así como en la 

jurisprudencia de este Tribunal.

 8.- En los procedimientos se han cumplido las prescripciones de ley.

Redacta la Magistrada Hernández López; y,

Considerando:

I.- I.- Sobre la admisibilidad de esta acción de inconstitucionalidad.- Esta 

acción de inconstitucionalidad se plantea con fundamento en el artículo 75 párrafo primero de la 

Ley de la Jurisdicción Constitucional y la institución accionante señala como asunto base el 

proceso contencioso administrativo 15-006914-1027-CA que ha sido admitido a conocimiento y 

en donde se pretende cuestionar la validez legal del Decreto Ejecutivo número 36042 

“Oficialización de las Normas de Acreditación de la Discapacidad para el Acceso a Programas 

Selectivos y de Salud” del 10 de mayo de 2010. En tal asunto la institución interesada ha 

invocado la inconstitucionalidad de la normativa contra la cual reclama aquí.- Con lo dicho se 

quiere acentuar que –como lo expresa la accionante, su legitimación deriva del artículo 75 

párrafo primero de la Ley de la Jurisdicción Constitucional por lo que el marco de reglas 

aplicable debe ser el correspondiente al ejercicio de la acción como medio incidental en la 

defensa de derechos o intereses que se estiman lesionados en el asunto principal planteado por la 

parte interesada ante la jurisdicción ordinaria.

II.- La anterior precisión adquiere importancia porque el tema de la admisibilidad de la 

acción ha sido objeto de cuestionamiento expreso por las otras partes que intervienen en el caso. 

En primer lugar, se ha llamado la atención sobre la existencia de un proceso de acción de 

inconstitucionalidad presentada hace un tiempo y que concluyó con un rechazo de plano. Se 

refieren los interesados al expediente de la Sala número 15-15096-0007-CO dentro del cual la 

Procuraduría objetó la capacidad del Apoderado General Judicial de la Caja Costarricense de 

Seguro Social para interponer una acción de inconstitucionalidad en representación de dicha 

institución.- El proceso recién citado culminó con la sentencia número 2016-01669 de las 9:30 

horas del 3 de febrero de 2016 que rechazó de plano la acción, pero cuyo proceso de redacción 

está inacabado, por lo que la Procuraduría presume que esta nueva acción pretende remediar su 

objeción formal y por ello en este nuevo proceso se apersona la Presidenta Ejecutiva de la 

entidad. Aún así,  el órgano asesor elabora una nueva objeción de forma sobre este punto, esta 

vez respecto de la capacidad de la Presidenta Ejecutiva de la Caja Costarricense del Seguro 

Social para comparecer ante la Sala para reclamar una inconstitucionalidad a favor de la  

institución que representa.- Explica la Procuraduría que, según su criterio y dada la relevancia de 

los temas que están en juego, que involucran la atención estatal de las cuestiones relacionadas 

con la discapacidad, corresponde a la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, 

la decisión final sobre si debe o no incoarse el proceso para lograr la declaratoria de nulidad del 

Decreto discutido y su consiguiente extracción del ordenamiento jurídico.

III.- En criterio de la mayoría de este Tribunal, las objeciones recién explicadas de la 

Procuradora deben descartarse, tomando en cuenta que esta acción de inconstitucionalidad ha 

sido planteada como un típico mecanismo incidental, para la defensa de las competencias y 

patrimonio de la institución aseguradora dentro de un asunto base que actualmente se tramita en 

la jurisdicción Contenciosa.- De tal modo, y como bien lo apunta la abogada de la Caja, el diseño 

legal del proceso de inconstitucionalidad recogido en el párrafo primero del artículo 75 de la Ley 

de la Jurisdicción Constitucional, lo único que se exige desde el punto de vista de la capacidad 

procesal de la parte accionante es que la interesada -en este caso la Caja Costarricense del Seguro 

Social-  demuestre ser parte en un proceso admitido y en trámite, donde la acción resulte ser un 

medio razonable para la defensa de sus derechos. Desde tal punto de vista, los reparos que la 

Procuraduría expone no tienen el peso que se pretende darles en tanto, existe como se indicó un 

proceso ordinario para lograr la nulidad del decreto por motivos de legalidad y ha sido dentro de 

tal proceso, que la Presidenta Ejecutiva, como “funcionario de mayor jerarquía para efectos del 

gobierno de la institución…” (artículo 6, inciso 1, su inciso a)  de la Ley Constitutiva de la Caja 

Costarricense del Seguro Social) ha estimado conveniente a los intereses de la institución, 

ejercer, dentro del proceso contencioso existente y admitido, el derecho que concede la ley para 

impugnar la normativa también por razones de constitucionalidad. Por ello, no debe la Sala ir 

más allá y restringir, sin norma expresa y sin otros motivos procesal y jurídicamente sustentados, 

el ejercicio de potestades legalmente conferidas a quien la ley ha conferido la representación de 

la institución, también para las gestiones de naturaleza judicial que deban interponerse. Por lo 

dicho, la acción debe admitirse y resolverse por el fondo.

IV.- Sobre la normativa impugnada.  La accionante solicita que se declare la 

inconstitucionalidad del Decreto Ejecutivo número 36042 “Oficialización de las Normas de 

acreditación de la discapacidad para el acceso a Programas Selectivos y de Salud” del 10 de 

mayo de 2010, (en adelante solamente citado como el Decreto impugnado). El texto de dicha 

normativa es el siguiente:

“OFICIALIZACIÓN DE LAS "NORMAS DE ACREDITACIÓN DE LA 
DISCAPACIDAD PARA EL ACCESO A LOS PROGRAMAS SOCIALES SELECTIVOS Y 

DE SALUD"

Artículo 1. Oficialícese para efectos de aplicación obligatoria las: "Normas de 
Acreditación de la Discapacidad para el Acceso a los Programas Sociales Selectivos y de Salud". 
El documento que contiene esta Norma está disponible en la dirección electrónica del Ministerio 
de Salud (http://www.ministeriodesalud.go.cr).

Artículo 2. Las autoridades del Ministerio de Salud y de la Caja Costarricense de Seguro 
Social velarán por la correcta aplicación de la presente Norma.

Artículo 3º- Rige a partir de su publicación.”

Por su parte, las mencionadas normas de acreditación establecen lo siguiente: 
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medio razonable para la defensa de sus derechos. Desde tal punto de vista, los reparos que la 

Procuraduría expone no tienen el peso que se pretende darles en tanto, existe como se indicó un 

proceso ordinario para lograr la nulidad del decreto por motivos de legalidad y ha sido dentro de 

tal proceso, que la Presidenta Ejecutiva, como “funcionario de mayor jerarquía para efectos del 

gobierno de la institución…” (artículo 6, inciso 1, su inciso a)  de la Ley Constitutiva de la Caja 

Costarricense del Seguro Social) ha estimado conveniente a los intereses de la institución, 

ejercer, dentro del proceso contencioso existente y admitido, el derecho que concede la ley para 

impugnar la normativa también por razones de constitucionalidad. Por ello, no debe la Sala ir 

más allá y restringir, sin norma expresa y sin otros motivos procesal y jurídicamente sustentados, 

el ejercicio de potestades legalmente conferidas a quien la ley ha conferido la representación de 

la institución, también para las gestiones de naturaleza judicial que deban interponerse. Por lo 

dicho, la acción debe admitirse y resolverse por el fondo.

IV.- Sobre la normativa impugnada.  La accionante solicita que se declare la 

inconstitucionalidad del Decreto Ejecutivo número 36042 “Oficialización de las Normas de 

acreditación de la discapacidad para el acceso a Programas Selectivos y de Salud” del 10 de 

mayo de 2010, (en adelante solamente citado como el Decreto impugnado). El texto de dicha 

normativa es el siguiente:

“OFICIALIZACIÓN DE LAS "NORMAS DE ACREDITACIÓN DE LA 
DISCAPACIDAD PARA EL ACCESO A LOS PROGRAMAS SOCIALES SELECTIVOS Y 

DE SALUD"

Artículo 1. Oficialícese para efectos de aplicación obligatoria las: "Normas de 
Acreditación de la Discapacidad para el Acceso a los Programas Sociales Selectivos y de Salud". 
El documento que contiene esta Norma está disponible en la dirección electrónica del Ministerio 
de Salud (http://www.ministeriodesalud.go.cr).

Artículo 2. Las autoridades del Ministerio de Salud y de la Caja Costarricense de Seguro 
Social velarán por la correcta aplicación de la presente Norma.

Artículo 3º- Rige a partir de su publicación.”

Por su parte, las mencionadas normas de acreditación establecen lo siguiente: 

"Normas de Acreditación de la Discapacidad para el Acceso a los Programas 
Sociales Selectivos y de Salud"

Artículo 1.- Objetivos. Proponer las bases políticas, técnicas, metodológicas y 
presupuestarias para la puesta en operación de un servicio público que permita unificar y 
universalizar la acreditación de la discapacidad como medio el acceso a servicios, prestaciones y 
beneficios de las políticas y programas estatales.

Artículo 2.- Principios. La acreditación de la discapacidad es un servicio público regido 
por los siguientes principios:

a) Igualdad.
b) Eficiencia.
c) Objetividad.
d) Economía.
e) Solidaridad.
f) Universalidad de acceso a los servicios de la seguridad social.
Artículo 3.- Criterios de Aplicación de la Norma. Mientras el entorno -incluidos los 

servicios públicos y demás sistemas de la sociedad- no se conciba o adapte bajo los principios 
del diseño universal y sea accesible para todos, será necesario seguir acreditando la condición de 
discapacidad.

Artículo 4.- Definición de la Acreditación. Es el proceso mediante el cual se otorga la 
condición de la discapacidad de una persona, entendiendo esta como una interacción dinámica o 
compleja entre su condición de salud y los Factores Contextuales (ambientales y personales) del 
entorno.

Artículo 5.- Alcances de la Acreditación. Mediante el proceso se acredita que la 
persona a quien se le extiende la calificación de discapacidad posee una condición funcional 
permanente o prolongada, física, sensorial, mental o intelectual, que al interactuar con las 
barreras del entorno implica desventajas para su inclusión y participación efectivas en todos los 
ámbitos de la sociedad.

La acreditación de la discapacidad no menoscaba la capacidad jurídica ni los derechos 
ciudadanos de la persona que la porte.

Artículo 6.- Finalidad. Se acredita para hacer constar la condición de discapacidad de la 
persona, extendiendo un documento oficial con validez legítima, para facilitar el ejercicio de los 
derechos y oportunidades establecidos en el marco normativo nacional, así como para acceder a 
los servicios que ofrecen tanto entidades públicas como privadas.

Artículo 7.- Beneficios. Es necesario acreditar la condición de discapacidad bajo un 
mecanismo estandarizado que facilite el acceso a:

a) Bono y medio de vivienda.
b) Incentivos fiscales para los empleadores que contraten personas con discapacidad.
c) Adecuaciones curriculares.
d) Servicios de apoyo.
e) Ayudas técnicas
f) Estacionamientos preferenciales.
g) Subsidios por condición de pobreza.
h) Subsidios por condición de abandono.
i) Exoneración de impuestos a vehículos.
j) Excepciones a la restricción vehicular.
k) Cuota de empleo reservado en el sector público.
l) Régimen no contributivo.
m) Pensiones parálisis cerebral profunda.
n) Beneficio de seguro familiar y directo según corresponda
o) Servicios de Salud
Artículo 8.- Responsable. La Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) es el ente 

responsable de implementar el proceso de acreditación de la condición de discapacidad.
Artículo 9.- Vigencia. La CCSS en el documento de acreditación, deberá hacer constar si 

la condición de discapacidad del individuo es temporal o permanente. En el caso de la 
discapacidad temporal, se indicará el plazo de vigencia de la acreditación y la fecha para su 
revisión y actualización.

Artículo 10.- Impugnación. Dentro de los tres días hábiles siguientes a la notificación, 
los interesados podrán interponer los recursos ordinarios establecidos en la Ley General de 
Administración Pública, contra las resoluciones que denieguen el otorgamiento de la acreditación 
de la discapacidad.

Estos recursos deberán fundamentarse, en caso que se acredite error de diagnóstico. A 
instancia del interesado, las apelaciones se acompañarán de informes médicos y/o psicológicos 
que sustenten la argumentación formulada.

Artículo 11.- Revisión de la acreditación. Cuando se produzcan cambios sustanciales 
en las condiciones que dieron origen a la acreditación o a su denegatoria, el interesado podrá 
solicitar la revisión del caso.

Artículo 12.- Proceso regionalizado de acreditación de la discapacidad. La condición 
de la persona solicitante de la acreditación, será valorada a nivel regional por un equipo 
interdisciplinario de la CCSS mediante un proceso expedito, multidisciplinario y desconcentrado, 
partiendo de las siguientes premisas:

a) Considerando el principio de universalidad de los servicios de la seguridad social, se 
asume que todas las personas con discapacidad -o al menos la gran mayoría- por su propia 
condición de salud, cuentan con un expediente médico en al menos uno de los niveles de 
atención de la CCSS.

b) La mayoría de los solicitantes estarían cubiertos por la seguridad social en sus 
diferentes regímenes (Tabla Nº1), lo cual supondría menor erogación financiera institucional.

c) La CCSS cuenta con el personal profesional multidisciplinario necesario para el 
proceso de la acreditación.

d) La Gerencia de Pensiones de la CCSS está desarrollando un proceso de 
regionalización (desconcentración) que facilitaría el trámite de la acreditación

e) La acreditación le facilitará a muchas personas con discapacidad la posibilidad de 
incorporarse al mercado laboral y por tanto, en potenciales contribuyentes directos de la 
seguridad social.

Artículo 13.- Procedimiento para la acreditación bajo el servicio regionalizado de 
certificación de la invalidez.

a) La persona con discapacidad interesada o en casos debidamente acreditados su 
representante: padre, madre, tutor o encargado, podrá solicitar a los funcionarios del área de 
salud correspondiente, la declaratoria de tal condición.

b) La persona interesada o su representante solicitará una copia certificada de su 
expediente médico.

c) Cuando exista servicio regionalizado de certificación de la invalidez, la persona 
interesada o su representante solicitará atención en dicho servicio.

d) El médico del equipo regional de acreditación de la invalidez analiza el expediente 
médico y con la información disponible en éste, realiza el respectivo diagnostico. En caso de 
necesitar valoraciones complementarias (exámenes adicionales) o multidisciplinarias , el médico 
las solicita.

e) El médico del equipo regional de acreditación de la invalidez traslada el resultado de la 
valoración a la Unidad de Acreditación de la Discapacidad, que se creará bajo la Dirección de 
Calificación de la Invalidez de la Gerencia de Pensiones de la CCSS.

f) En un plazo máximo de 10 días naturales, la Unidad de Acreditación de la 
Discapacidad de la Dirección de Calificación de la Invalidez de la Gerencia de Pensiones de la 
CCSS, deberá emitir la acreditación correspondiente, la cual quedará registrada en la base de 
datos creada al efecto y su posterior envío a la unidad regional.

g) En caso de apelaciones, el área de salud respectiva, eleva el caso al conocimiento de la 
Dirección de Calificación de la Invalidez de la Gerencia de Pensiones de la CCSS.

Artículo 14.- Procedimiento para la acreditación de la discapacidad en la Dirección de 
Calificación de la Invalidez de la Gerencia de Pensiones de la CCSS.

a) Este procedimiento se aplicará cuando no exista el servicio regionalizado de 
certificación de la invalidez.

b) La persona con discapacidad interesada o en casos debidamente acreditados su 
representante: padre, madre, tutor o encargado, acude al área de salud correspondiente para 
solicitar la condición.

c) La persona interesada o su representante solicita una copia certificada de su expediente 
médico en el área de salud correspondiente.

d) La persona interesada o su representante solicita a la Dirección Médica, de su área de 
salud correspondiente, el envío de la copia de su expediente y la solicitud de trámite de la 
acreditación a la Unidad de Acreditación de la

Discapacidad, que se creará bajo la Dirección de Calificación de la Invalidez de la 
Gerencia de Pensiones de la CCSS, quién tendrá una plazo de 10 días hábiles para emitir la 
acreditación.

e) Cuando en caso excepcional y de manera justificada, se necesiten valoraciones 
complementarias (exámenes adicionales) o multidisciplinarias (Psicólogo, Terapeuta 
Ocupacional), la Unidad los solicitará, y los mismos se realizarán de manera prelatoria.

f) En el caso de exámenes clínicos adicionales para valoración actualizada, el personal 
médico ordena las pruebas que correspondan. Para efectos de asignación de costos de inversión, 
véase la tabla (Tabla Nº 1)

g) En caso de apelaciones, el área de salud respectiva eleva el caso al conocimiento de la 
Dirección de Calificación de la Invalidez de la Gerencia de Pensiones de la CCSS.

Tabla #1 (OMITIDA)
Artículo 15.- Unidad de Acreditación de la Discapacidad.  La Dirección de Calificación 

de la Invalidez de la Gerencia de Pensiones de la CCSS, creará una Unidad de Acreditación de la 
Discapacidad, conformada al menos por:

a) 1 Oficinista.
b) 1 Terapeuta ocupacional.
c) 1 Psicólogo
Artículo 16.- Funciones de la Unidad de Acreditación de la Discapacidad. La Unidad de 

Acreditación de la Discapacidad tendrá las siguientes funciones:

a) Realizar las evaluaciones multidisciplinarias complementarias requeridas, tanto las 
regionales como las centralizadas.

b) Resolver las apelaciones a la denegatoria de acreditación con apoyo del personal 
interdisciplinario que para tal efecto provea la Dirección de Invalidez.

c) Crear y mantener una base de datos actualizada y centralizada de acreditaciones de la 
discapacidad emitidas por las CCSS.

d) Proveer el apoyo administrativo para su funcionamiento.
e) Brindar información al público y demás operadores del sistema, acerca del proceso de 

acreditación.
f) En el largo plazo, se concibe una fase de la consolidación del proceso de acreditación; 

la cual consiste en la creación de condiciones para la prestación del servicio con carácter 
permanente y de manera desconcentrada, operando con equipos multidisciplinarios con el perfil 
profesional propuesto, en los hospitales regionales y clínicas de la CCSS.

g) La CCSS valorará la suscripción de convenios con las instituciones que corresponda 
para constituir equipos de apoyo que le permita contar con profesionales en el área de la 
educación, el trabajo social, entre otros, pudiendo contar con estos profesionales cuando se 
requiera para realizar otras valoraciones complementarias especializadas.

Artículo 17.- Con el objetivo de garantizar el uso de la certificación de discapacidad 
como instrumento para la equiparación de oportunidades, es indispensable que las instituciones 
del sector público realicen los cambios pertinentes en sus procedimientos referidos con la 
emisión de la certificación.

Artículo 18.- La CCSS realizará los trámites administrativos conducentes para la 
creación de nuevas plazas de acuerdo con el perfil propuesto. Asimismo dotar de presupuesto, 
equipos y materiales de oficina a la Unidad de Acreditación de la Discapacidad.

Artículo 19.- La CCSS en el plazo de 3 meses a partir de la publicación del presente 
decreto, deberá desarrollar los protocolos correspondientes basados en CIF, para la Certificación 
de la Discapacidad.

Artículo 20.- La CCSS deberá divulgar en las instituciones del Sector Social y del Sector 
Salud que implementan programas sociales selectivos y de salud, este procedimiento como único 
y suficiente para el acceso a sus programas por parte de la personas con discapacidad.

Artículo 21.- Ante la pérdida del documento de acreditación de la discapacidad, el 
beneficiario debe efectuar la denuncia inmediata ante la Unidad de Acreditación de la 
Discapacidad para su reintegro.

Sostiene la Procuraduría que la lectura del texto impugnado permite concluir que el 

Decreto impugnado no contiene –en sí mismo- ninguna disposición que contravenga la 

Constitución Política y que más bien la posible afectación –en los términos expuestos por la 

accionante- se derivarían de un conjunto distinto de normas, a saber, aquellas que se identifican 

en el texto como  "Normas de Acreditación de la Discapacidad para el Acceso a los Programas 

Sociales Selectivos y de Salud" (referidas, cuando se requiera separarlas del Decreto que las 

recepta, como “las normas de acreditación”). La perspectiva de la Sala es distinta: el Poder 

Ejecutivo, en artículo 2 del decreto impugnado sí menciona claramente a la Caja Costarricense 

del Seguro Social y le impone una obligación jurídica: concretamente velar -obligatoriamente- 
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para que el Decreto Ejecutivo se cumpla, situación tal que -en sí misma- levanta ya dudas sobre 

su validez constitucional respecto de la citada institución autónoma. Además, está el hecho de 

que en la propias normas de acreditación, de forma específica se asignan tareas administrativas, 

obligaciones y gastos a la institución accionante, de manera que la afectación se produce en 

ambos conjuntos normativos y resulta reforzada y patente cuando, -tal y como lo hace el decreto 

impugnado- se establece una conjunción de dichas normas de acreditación, al receptarlas y 

hacerlas obligatorias el decreto impugnado. Con ello nos encontramos un marco normativo que 

resulta -formalmente- de debido acatamiento para la institución accionante, la cual -por ello 

mismo- tiene un interés legítimo para impugnarlas como un todo. 

V.- Sobre el fondo del asunto. La perspectiva de la Sala sobre la autonomía de la 

Caja Costarricense del Seguro Social.-  En este caso, el eje  del reclamo pasa por el concepto 

de autonomía que el ordenamiento jurídico ha atribuido a la Caja Costarricense de Seguro 

Social.- Este Tribunal ha destacado desde siempre la importancia de los conceptos contenidos en 

el artículo 73 de la Constitución Política en el diseño órgánico elegido por el Constituyente y ha 

subrayado que según lo dispuesto en esa norma, la institución aseguradora goza de una 

autonomía de un grado más intenso, el cual le viene asegurado por los párrafos segundo y tercero 

del citado artículo cuando señala que: 

"la administración y gobierno de los seguros sociales estará a cargo de una institución 

autónoma denominada CAja Costarricense del Seguro Social." 

"No podrán ser transferidos ni empleados en finalidades distintas a las que motivaron su 

creación los fondos y las reservas de los seguros sociales."

Las expresiones empleadas son suficientemente contundentes y sobre ellas la Sala ha 

tenido oportunidad de manifestarse en distintos momentos, siempre manteniendo una línea 

inalterable respecto de la forma de interpretar y aplicar dicha norma. Así, nos encontramos 

primero que sobre la citada noción de autonomía se ha explicado:

"III.- Sobre la autonomía en la Constitución Política. La autonomía es una condición 
jurídica pública que define, desde el punto de vista de la organización administrativa y política 
del Estado, la posición, competencias, relaciones y vínculos entre los distintos órganos y entes 
públicos.  La estructura y diseño del Estado costarricense a partir de la Constitución Política de 
1949 está marcada por un continuo y renovado proceso de descentralización administrativa, en el 
cual se construyen distintas formas de organización, resultado de una amplia discrecionalidad y 

creatividad del Legislador.   La creación de órganos y entes públicos ha superado el modelo 
constitucional, introduciendo en nuestra organización administrativa formas variadas y 
especiales, que integran un modelo complejo y heterogéneo. Esto hace surgir una red extensa y 
dinámica de relaciones interadministrativas, cuyo motor y núcleo reside en el Poder Ejecutivo, 
como encargado de “vigilar el buen funcionamiento de los servicios y dependencias 
administrativos” (inciso 8, del artículo 140 de la Constitución Política, que es la función de 
gobernar, de orientar y guiar la actividad de toda la Administración Pública).  Además, desde el 
punto de vista histórico y del origen de la Administración Pública moderna, la autonomía es el 
resultado del fenómeno de desmembramiento de funciones del Poder Ejecutivo, como 
Administración Central, que ha dado paso al surgimiento de nuevas personas jurídicas públicas, 
como sujetos de derecho separados del Estado.   Este fenómeno lo conocemos como la 
descentralización administrativa (territorial y funcional) que permite un reordenamiento y 
distribución de las tareas y acciones a cargo del Estado para la satisfacción del interés general. 
Así, la descentralización como técnica organizativa, es un mecanismo de transferencia de 
competencias y facultades, y la conformación de nuevas administraciones operativas.  La Sala ha 
entendido que la descentralización administrativa “consiste en la existencia, en el ámbito de la 
organización administrativa, de una serie de entes públicos menores distintos del Estado que 
tienen encomendada la realización de fines públicos específicos” (sentencia número 2006-17600, 
de las quince horas siete minutos del seis de diciembre de dos mil seis).  A nivel del modelo 
constitucional de organización descentralizada, se contemplan cuatro tipos de autonomía: la 
autonomía política, la autonomía administrativa, la autonomía normativa y la autonomía 
financiera. La autonomía política o de gobierno implica el mayor grado de independencia, y 
provoca una profunda dilución de los poderes de dirección y orientación del Poder Ejecutivo, 
reduciendo significativamente los ámbitos de injerencia de la Administración Central y 
ampliando los poderes de decisión y acción del ente descentralizado.  Esta autonomía faculta a 
los entes públicos a darse sus propias normas y organizar su gobierno, definir sus políticas y 
acciones generales,  y seleccionar los medios e instrumentos para satisfacer los fines que le han 
sido encomendados. Una manifestación usual de esta autonomía es la posibilidad de elegir 
democráticamente sus propias autoridades y utilizar medios de consulta popular como expresión 
del principio participativo. En concreto, para las Corporaciones Municipales la Sala ha dicho que 
la autonomía política es “la que da origen al autogobierno, que conlleva la elección de sus 
autoridades a través de mecanismos de carácter democrático y representativo” (sentencia número 
1999-5445 de las catorce horas treinta minutos del catorce de julio de mil novecientos noventa y 
nueve).  Por su parte, la autonomía administrativa es la potestad de auto administrarse; esto es, 
de disponer de sus recursos humanos, materiales y financieros de la forma que lo estime más 
conveniente para el cumplimiento de los cometidos y fines que tiene asignados. Dicha autonomía 
alude a la facultad de realizar sus competencias y atribuciones conferidas legal (potestades de 
imperio sujetas a reserva de ley) y normativamente, por sí mismo sin estar sujeto a otro ente.  Se 
trata de los poderes relativos a la gestión y operación de la organización administrativa.  La 
autonomía normativa, como expresión más concreta de la autonomía política y administrativa, es 
la facultad de dictar su propio ordenamiento en las materias de su competencia.   Se trata de la 
potestad reglamentaria reconocida a los entes públicos, que autoriza a su titular a elaborar y 
aprobar normas escritas subordinadas que regulan la organización del ente y los servicios que 
presta (reglamentos autónomos de organización y servicio, y otras categorías reglamentarias de 
rango inferior).  Finalmente, la autonomía financiera corresponde a la capacidad de contar con 
recursos suficientes para llevar a cabo sus competencias y atribuciones; de allí que la autonomía 

administrativa requiera de algún grado de autonomía financiera, así como también en la 
autonomía política.   En algunos casos,  la conjunción de ambos, lleva a la autonomía tributaria, 
entendida como la potestad impositiva, y se refiere a la posibilidad de instaurar un régimen 
tributario particular.   Esta autonomía sólo se reconoce a los entes territoriales, y en nuestro país 
son las Municipalidades las que cuentan con la iniciativa para la creación, modificación, 
extinción o exención de los tributos municipales, pero sujetos a aprobación legislativa.  De este 
modo, el último grado (autonomía financiera) es el más elemental o básica para entender la 
existencia de la condición de autonomía, y el primero (autonomía política) el más pleno que 
comprende todos los otros grados. Si el ente posee la autonomía administrativa, detenta la 
autonomía normativa y financiera.  Las autonomías política y administrativa son las generales 
para la gestión del servicio o el desarrollo de la actividad encomendada, mientas que la 
normativa y financiera son concretas y delimitan un ámbito material de competencias.  Según el 
texto constitucional, gozan de autonomía política las Universidades Estatales (artículo 84) y las 
Corporaciones Municipales (artículo 170). La autonomía financiera, que es la cuestión que 
considera la Sala interesa para resolver esta acción, tiene poco desarrollo constitucional. Las 
referencias son muy escasas: a las Instituciones de Educación Superior, para dotarlas de 
patrimonio propio y crearles rentas propias (artículos 84 y 85); a las Corporaciones Municipales 
para proveerles sus propios mecanismos de financiamiento (artículos 170 y 121 inciso 13) y a la 
Caja Costarricense de Seguro Social para lograr la universalización de los seguros sociales 
mediante rentas suficientes y calculadas en tal forma que cubran las necesidades actuales y 
futuras de la Institución (artículo 177). Todas estas observaciones se refieren a la administración 
descentralizada, en sentido amplio ya sea por materia o por territorio,  y no a los Poderes del 
Estado. Frente a esta ausencia, es necesario analizar el contenido del artículo 9 de la Constitución 
Política y el alcance de la independencia entre los Poderes de la República.” (Sentencia número 
2008-09567 de las 10 horas del 11 de junio de 2008) 

Con fundamento en lo anterior, y para el caso particular de la autonomía de la Caja 

Costarricense del Seguro Social, se hace indispensable hacer referencia a la sentencia número 

2011-15665 de las 12:40 horas del once de noviembre de 2011 que hace un repaso de la posición 

que ha mantenido el Tribunal sobre el punto y trata de forma amplia el tema:

“VI.-Sobre la autonomía administrativa y de gobierno que tiene constitucionalmente la 
Caja Costarricense de Seguro Social.- 
La autonomía de la Caja Costarricense de Seguro Social está consagrada en el segundo párrafo 
del artículo 73 de la Constitución Política, el cual establece: “La Administración y el gobierno de 
los seguros sociales estarán a cargo de una institución autónoma, denominada Caja 
Costarricense de Seguro Social”. La Sala en reiteradas oportunidades ha manifestado que la 
autonomía de la Caja no se encuentra sujeta a límites en materia de gobierno. Véase al respecto 
lo que se establece en la sentencia 6256-94 de las nueve horas del veinticinco de octubre de mil 
novecientos noventa y cuatro: 

“III.-

LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL.- La Asamblea Nacional Constituyente, 
como consta en las Actas Nos. 125 y 126, aprobó la inclusión de la Caja Costarricense de 

Seguro Social, siguiendo, básicamente, el texto original de la Constitución de 1871; esto es, se 
trasplantó la institución de la Constitución de 1871, según las modificaciones de 1943 a la 
Constitución de 1949. Sin embargo, a los efectos de la consulta, resultan sugestivas las 
participaciones del Constituyente Volio Jiménez sobre el tema. De la página 34 del Tomo III de 
la Actas de la Asamblea Nacional Constituyente, se transcribe lo siguiente: "Además, la Caja, 
tarde o temprano, tendría que asumir el riesgo de desocupación, que vendrá a resolver el grave 
problema planteado por la cesantía. Insistió en que no le parecía adecuado debilitar la Caja. Lo 
prudente es fortalecerla. De ahí que lo más aconsejable es dejar las cosas como están, dándole a 
la Caja plena autonomía para independizarla así del Poder Ejecutivo"; y en la página 36 idem 
se agrega : "En ese sentido, lo más adecuado es mantener la redacción del artículo 63, que es 
buena por lo menos para el tiempo de ensayo. Todo lo que signifique limitar los recursos del 
Seguro Social, indudablemente será un retroceso inexplicable". Al ser aprobado el artículo, se 
incluyó un segundo párrafo que literalmente decía: "La administración y el gobierno de los 
seguros sociales estarán a cargo de una institución autónoma", texto que luego fue reformado 
por Ley No. 2737 de 12 de mayo de 1961, quedando hoy día de la siguiente manera: "La 
administración y el gobierno de los seguros sociales estarán a cargo de una institución 
autónoma, denominada Caja Costarricense de Seguro Social". En conclusión, el constituyente 
atribuyó la administración y gobierno de los seguros sociales a la Caja Costarricense de Seguro 
Social, como institución autónoma creada por la misma Constitución Política, con las especiales 
características que ella misma le ha otorgado y compartiendo los principios generales derivados 
de su condición de ente descentralizado.” (Véanse además estas otras sentencias de esta Sala en 
las que se hace alusión al tema de la autonomía de la Caja Costarricense de Seguro Social: 0236-
94 de las 9 horas 57 minutos del catorce de enero; 3403-94 de las 15 horas 42 minutos del 7 de 
julio; 6471-94 de las 9 horas con 39 minutos del 4 de noviembre, todas del año 1994). 

En este mismo sentido en sentencias de 1998 y 1999 esta Sala señaló: 

“IV.-

El artículo 73 de nuestra Constitución Política establece la existencia de los seguros sociales, 
los cuales se regulan por el sistema de contribución forzosa del Estado, patrono y trabajadores, 
con el fin de proteger a éstos contra los riesgos de enfermedad, maternidad, invalidez, vejez y 
muerte. La Caja Costarricense de Seguro Social, es la entidad autónoma encargada de 
administrar este tipo de seguros, con la autonomía que le permite tener iniciativa propia para 
sus gestiones, así como para ejecutar sus tareas y dar cumplimiento a sus obligaciones legales, 
fijándose metas y los medios para cumplirlas. Garantiza de esta forma, el establecimiento de la 
seguridad social y su naturaleza, decreta la finalidad de los seguros sociales y regula el destino 
de los fondos respectivos. La seguridad social nació en protección del trabajador y de su 
familia, como seres humanos que son, y se brinda desde su concepción hasta su muerte, 
procurando la salud y ayudando en infortunios imprevistos como la incapacidad y la muerte, así 
como en los estados de desprotección por su misma condición como son los de vejez, pensión y 
jubilación.” (Sentencia 004636-98 de las 15 horas 57 minutos del 30 de junio de 1998) 

“…es dable a los diferentes establecimientos de la Caja, en aplicación del principio 
constitucional de autonomía de administración y gobierno, dictar las medidas de reorganización 
necesarias de sus servicios para su mejoramiento, con el fin de lograr la mejor satisfacción de 
sus usuarios y del interés general, que por su naturaleza nunca podría dejar de prevalecer ante 
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los intereses particulares.” (Sentencia 03065-98 de las 18 horas 18 minutos del 6 de mayo de 
1998) 

“…la autonomía reconocida en el artículo 73 en relación con el 177 de la Constitución Política 
a la Caja no se encuentra sujeta a límites en materia de gobierno, como ha reiterado este 
tribunal en sentencias precedentes (ver por ejemplo: 3403-94, 6256-94, 6524-94, entre otras) El 
constituyente expresamente instituyó un ente encargado de la administración de la seguridad 
social dotado de máxima autonomía para el desempeño de su importante función; razón por la 
cual la reforma al numeral 188 constitucional que instituyó la dirección administrativa no 
modificó su régimen jurídico.” (Sentencia 07379-99 las 10 horas con 36 minutos del 24 de 
setiembre de 1999) 

Más recientemente, mediante la resolución número 2009-10553 de las catorce horas cincuenta y 
cuatro minutos del primero de julio del dos mil nueve, redactada por el Magistrado Jinesta Lobo, 
esta Sala dijo: 

“De la literalidad de dicha norma se desprende que la Caja Costarricense de Seguro Social 
posee autonomía de segundo grado, es decir autonomía política o de gobierno, para cumplir 
con la función, expresamente, dispuesta por el constituyente, sea, la administración y gobierno 
de los seguros sociales.” (Resaltado no corresponde al original). 

De igual forma, véase lo establecido mediante la resolución número 2010-07788 de las catorce 
horas cincuenta y nueve minutos del veintiocho de abril de dos mil diez, redactada por el 
Magistrado Castillo Víquez: 

“Para resolver la presente acción de inconstitucionalidad, resulta necesario tomar en 
consideración los precedentes sobre la autonomía de la Caja Costarricense de Seguro Social. 
Por sentencia No. 1994-06256 de las nueve horas del veinticinco de octubre de mil novecientos 
noventa y cuatro, establece la Sala lo siguiente: 

“Aunque no es materia de la consulta, a los efectos de la conclusión a que llega la Sala, se hace 
necesario, por lo menos, señalar algunos lineamientos generales de lo que implica la 
descentralización administrativa en nuestro régimen constitucional. Existen en nuestro 
ordenamiento jurídico, tres formas de autonomía : a) administrativa, que es la posibilidad 
jurídica de que un ente realice su cometido legal por sí mismo sin sujeción a otro ente, conocida 
en doctrina como la capacidad de auto administración; b) política, que es la capacidad de auto 
dirigirse políticamente, de auto gobernarse, de dictarse el ente a sí mismo sus propios objetivos; 
y, c) organizativa, que es la capacidad de autorganizarse, con exclusión de toda potestad 
legislativa. En los dos primeros casos, la autonomía es frente al Poder Ejecutivo y en el tercero, 
también frente al Poder Legislativo. La autonomía organizativa es propia de las universidades 
según se desprende del artículo 84 de la Constitución Política y por ello ajena a los fines de esta 
consulta. Los otros dos grados de autonomía se derivan de la Autonomía Política, cuyo 
contenido será propio de la ley (acto fundacional) que crea al ente. El ente descentralizado 
creado por ley ordinaria, está subordinado a su contenido e involucra la potestad legislativa 
para modificarlo y hasta extinguirlo; pero como la descentralización implica que le 
corresponden al ente todos los poderes del jerarca administrativo, quiere decir que su 
personalidad abarca la totalidad de los poderes administrativos necesarios para lograr su 
cometido en forma independiente. La autonomía, usualmente, comprende las potestades de 

formular planes o fijar los fines y metas del ente, la de darse los mecanismos internos de 
planificación funcional y financiera a través de los presupuestos y por último, el ejercicio de la 
potestad reglamentaria autónoma. Estas líneas generales sobre la autonomía, están dirigidas a 
la descentralización administrativa creada por la ley ordinaria.” 

Además señaló la Sala que: 

“La Caja Costarricense de Seguro Social encuentra su garantía de existencia en el artículo 73 
constitucional, con las siguientes particularidades : a) el sistema que le da soporte es el de la 
solidaridad, creándose un sistema de contribución forzosa tripartita del Estado, los patronos y 
los trabajadores; b) la norma le concede, en forma exclusiva a la Caja Costarricense de Seguro 
Social, la administración y gobierno de los seguros sociales, grado de autonomía que es, desde 
luego, distinto y superior al que se define en forma general en el artículo 188 idem; c) los 
fondos y las reservas de los seguros sociales no pueden ser transferidos ni empleados en 
finalidades distintas a su cometido. Como se vio en los considerandos anteriores, la Asamblea 
Nacional Constituyente optó por dejar las cosas, en cuanto a esta institución, tal y como estaban 
en la Constitución de 1871, "con plena autonomía para independizarla así del Poder 
Ejecutivo"” 

La Sala mantiene la misma posición con la sentencia No. 2003-02355, en cuanto establece que: 

“… se concluye que la autonomía reconocida en el artículo 73 en relación con el 177 de la 
Constitución Política la Caja no se encuentra sujeta a límites en materia de gobierno, como ha 
reiterado este tribunal en sentencias precedentes (ver por ejemplo: 2001-7605, 6256-94, entre 
otras). La Caja es en definitiva el ente encargado de la administración de la seguridad social y 
está dotada de máxima autonomía para el desempeño de su importante función. En armonía con 
lo anterior, mediante los artículos 3 y 23 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense del 
Seguro Social, su Junta Directiva tiene plena competencia para establecer los alcances de las 
prestaciones propias de la seguridad social vía reglamento, de manera que puede definir las 
condiciones, beneficios y requisitos de ingreso de cada régimen de protección, con sustento en 
estudios actuariales, a fin de no quebrar el sistema.” (Resaltado no corresponde al original). 

Así entonces, el grado de autonomía que constitucionalmente le dio a la Caja Costarricense de 
Seguro Social, en su artículo 73, es el que se ha denominado como grado dos, que incluye 
autonomía administrativa y autonomía de gobierno. Siendo que, la reforma que sufrió el artículo 
188 Constitucional en 1968, reforma que por cierto no modificó el mencionado artículo 73 supra 
mencionado, instituyó la dirección administrativa del resto de instituciones autónomas, pero no 
modificó el grado de autonomía de la Caja Costarricense de Seguro Social, que sigue siendo 
desde 1943 una autonomía administrativa y de gobierno. En virtud de ello, queda claro entonces 
que, la ley o el legislador, no puede interferir en materia de gobierno de la Caja Costarricense de 
Seguro Social en virtud de la autonomía de gobierno de que goza esta institución. Recuérdese las 
definiciones que esta Sala ha recogido en su jurisprudencia sobre el significado de cada uno de 
los grados de autonomía: a) administrativa, que es la posibilidad jurídica de que un ente realice 
su cometido legal por sí mismo sin sujeción a otro ente, conocida en doctrina como la capacidad 
de autoadministración; b) política o de gobierno, que es la capacidad de autodirigirse 
políticamente, de autogobernarse, de dictarse el ente a sí mismo sus propios objetivos en la 
forma en que lo estime conveniente para el cumplimiento de la finalidad para la cual fue creada; 
y, c) organizativa, que es la capacidad de autorganizarse, con exclusión de toda potestad 

legislativa (esta es propia de las universidades según se desprende del artículo 84 de la 
Constitución Política y por ello ajena a los fines de esta consulta). Los dos primeros grados de 
autonomía se derivan de la Autonomía Política, cuyo contenido será propio de la norma 
(constitucional o legal) que crea al ente. En este caso, estamos frente a un ente descentralizado 
creado por Constitución, y cuyo grado de autonomía, definido también por la misma Carta 
Magna, es de grado dos, la cual debe entenderse que incluye las potestades de formular planes o 
fijar los fines y metas del ente, la de darse los mecanismos internos de planificación funcional y 
financiera a través de los presupuestos y, el ejercicio de la potestad reglamentaria autónoma. Lo 
cual se traduce en el caso concreto de la administración del régimen de pensiones a cargo de la 
Caja Costarricense de Seguro Social -al menos- en la potestad de definir por sí misma, con 
exclusión de toda potestad legislativa, tres aspectos fundamentales sobre las pensiones: el monto 
de las cuotas de cotización, el número de cuotas que deben pagar los trabajadores para acceso a 
la pensión y la edad para jubilarse. Justamente este grado de autonomía mayor que tiene la Caja 
Costarricense de Seguro Social respecto del resto de instituciones autónomas, es lo que explica 
cómo se le ha excluido de la aplicación de leyes tales como “Ley de la Administración 
Financiera de la República y Presupuestos Públicos”, ley No. 8131 de 18 de setiembre del 2001. 
Véase el artículo 1° de dicha ley: 

“Artículo 1.-

Ámbito de aplicación 

La presente Ley regula el régimen económico-financiero de los órganos y entes administradores 
o custodios de los fondos públicos. Será aplicable a: 

a) La Administración Central, constituida por el Poder Ejecutivo y sus dependencias. 

b) Los Poderes Legislativo y Judicial, el Tribunal Supremo de Elecciones, sus dependencias y 
órganos auxiliares, sin perjuicio del principio de separación de Poderes estatuido en la 
Constitución Política. 

c) La Administración Descentralizada y las empresas públicas del Estado. 

d) Las universidades estatales, las municipalidades y la Caja Costarricense de Seguro Social, 
únicamente en cuanto al cumplimiento de los principios establecidos en el título II de esta Ley, 
en materia de responsabilidades y a proporcionar la información requerida por el Ministerio de 
Hacienda para sus estudios. En todo lo demás, se les exceptúa de los alcances y la aplicación de 
esta Ley (…)” 

Lo cual evidencia que la Caja Costarricense de Seguro Social se le ubica siempre en una 
categoría especial dentro de las instituciones autónomas, porque a diferencia de estas, no sólo es 
de creación constitucional, sino que tiene un grado de autonomía mayor, asimilable al grado de 
autonomía de que gozan las municipalidades, cual es, autonomía de gobierno. Lo cual significa 
un grado de protección frente a la injerencia del Poder Ejecutivo, pero también limitaciones a la 
intervención del Poder Legislativo. Aunque ciertamente la CCSS no escapa a la ley, esta última 
no puede “modificar ni alterar” la competencia y autonomía dada constitucionalmente a la 
CCSS, definiendo aspectos que son de su resorte exclusivo. La Caja Costarricense de Seguro 
Social, por ser básicamente una institución autónoma de creación constitucional, la materia de su 

competencia, dada constitucionalmente, está fuera de la acción de la ley. Dicho de otro modo, el 
legislador, en el caso de la administración y gobierno de los seguros sociales tiene limitaciones, 
debiendo respetar lo que el Constituyente estableció. Así como estaría vedado al legislador emitir 
una ley donde disponga que la administración y gobierno de los seguros sociales ya no le 
corresponde a la Caja Costarricense de Seguro Social, asimismo, tampoco puede emitir una ley 
que incursione en aspectos propios o correspondientes a la definición de la CCSS, en la 
administración y gobierno de los seguros sociales. En este sentido, véase lo que dispuso esta Sala 
mediante la resolución número 2001-010545 de las 14:58 horas del 17 de octubre del 2001: 

“… Queda claro que la ley no puede interferir en materia de gobierno de la Caja Costarricense 
de Seguro Social en virtud de la autonomía plena de que goza esta institución…” (Criterio 
reiterado en la resolución número 2001-011592 de las 09:01 horas del 09 de noviembre del 
2011). 

Como argumento adicional, debe resaltarse que la norma que define las funciones y fines de la 
Caja Costarricense de Seguro Social, se ubica en nuestra Carta Magna en el capítulo de derechos 
y garantías sociales, mientras lo referente a Instituciones Autónomas se ubica en otro Titulo 
XIV; la diferencia en la ubicación refleja, desde una interpretación sistemática y sistémica, que la 
propia norma fundamental al crear la institución de la seguridad social, pretende brindarle 
protección solidaria y prioritaria a la persona por su propia condición; evidentemente se trata de 
una institución que asume el espíritu solidario que inspira el artículo cincuenta y setenta y cuatro 
de la Constitución. Lo que se pretende es que cada persona tenga la garantía que el Estado 
solidario le asegura salud, pensión, beneficios por incapacidad y todo lo referente a la seguridad 
social. Esta disposición que se convierte no sólo es un fin o guía de acción del Estado, sino 
también en un límite por sí mismo, al asegurar que ni el Poder Ejecutivo o el Poder Legislativo 
podrían menoscabar dicha competencia constitucional.”

V.- Sobre la contradicción existente entre los criterios recién expuestos, el decreto 

impugnado y las normas de acreditación.  No se requiere mayor esfuerzo para concluir que 

existe una abierta incompatibilidad entre la normativa impugnada (arriba transcrita) y las 

elaboraciones jurídicas de este Tribunal recién citada en torno a las características y alcance de la 

autonomía de la institución accionante.- En este punto, todas las partes -incluido el Ministerio de 

Salud- están de acuerdo en que el Decreto impugnado contiene disposiciones que no pueden 

sostenerse. Observa la Sala que el Poder Ejecutivo persigue obligar a la Caja Costarricense de 

Seguro Social, a someterse a un conglomerado de normas relacionadas con la acreditación (o 

certificación según se entienda) de la condición de la discapacidad de las personas, con la 

finalidad de que éstas puedan demostrar tal condición para la obtención de una serie de 

beneficios, algunos de los cuales no tienen relación alguna con temas de salud.- Con tal 

finalidad, el artículo 2 del Decreto impugnado dispone que son obligatorias para la institución 

autónoma las denominadas “normas de acreditación" que en sus primeros siete artículos proveen 
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De igual forma, se entiende que esta decisión podría eventualmente crear un vacío 

normativo que obstaculice el ejercicio de algunos derechos fundamentales en favor de personas 

con distintas manifestaciones de discapacidad. Por esa razón, consideramos que no sobra en este 

punto, un llamado a las partes de este caso e involucradas en el tema, para que actúen sus 

respectivas competencias de manera coordinada y ágil de modo que el eventual vacío creado por 

esta decisión, sea suplido con la brevedad necesaria para afectar en la menor medida posible a las 

personas con discapacidad en el logro de un tratamiento solidario y justo y que proteja la 

dignidad de esas personas.
VII. Razones diferentes del Magistrado Castillo Víquez. 

En la opinión consultiva n.° 2011-015655, redacté una nota separada, la que  también 

suscribieron los magistrados Rueda Leal y Salazar Cambronero, sobre los alcances de la 

autonomía de las instituciones autónomas en general, y de la Caja Costarricense de Seguro 

Social en especial. Al respecto, expresamos: 

“A la Caja Costarricense de Seguro Social, como al resto de  las instituciones autónomas, 

se les garantizó la autonomía en materia administrativa y de gobierno por parte del 

Constituyente originario. No obstante, en la década de los sesenta, bajo el impulso 

intelectual del gran costarricense Rodrigo Facio Brenes, Benemérito de la Patria, quien 

publicó un estudio sobre planificación económica en régimen democrático, doctrina, 

experiencias extranjeras y algunas ideas para establecerlas en Costa Rica en 1959, se 

llegó a la conclusión de que era necesario limitar la autonomía de gobierno que gozaban 

las instituciones autónomas para someterlas, principalmente, al Plan Nacional de 

Desarrollo. Para él era necesario lograr la coordinación y la planificación entre el 

Gobierno Central y las instituciones autónomas. Para este constituyente de 1949 la 

descentralización administrativa por servicio era crucial para la vida democrática – se 

evita la concentración del poder-,  para la eficiencia administrativa –preeminencia del 

criterio técnico ante el político-; y con el sometiendo de estos entes a la coordinación y 

planificación se mantenía incólume el régimen autonómico. Años después,  

probablemente la experiencia que sufrió el Legislador, al momento de aprobar la Ley de 

Planificación, Ley n.° 3087 de 31 de enero de 1963, en el sentido de que solo podía 

someter a la planificación económica a las instituciones autónomas que voluntariamente 

así lo acordaran, resultó frustrante. La reacción no se hizo esperar, y en 1965, diputados 

de diversos partidos políticos, presentaron un proyecto de reforma constitucional con el 

propósito de someter a las instituciones autónomas al Plan Nacional de Desarrollo. En 

dicha propuesta se dijo lo siguiente:

‘Si hay alguna disposición  de nuestra Carta Fundamental que se encuentra necesitada 

de reforma es el artículo 188. Dicho artículo confiere a las instituciones autónomas, 

independencia en materia de gobierno y administración, con sólo dos limitaciones: la 

necesidad de una votación no menor de los dos tercios de la totalidad de los miembros 

de la Asamblea Legislativa para la creación, y la intervención de la Contraloría General 

de la República en los aspectos financieros de su funcionamiento. Nada dice dicha 

norma sobre las relaciones que deben existir entre el Poder Central y las instituciones 

autónomas, siendo ésta, materia que se escapó totalmente a las previsiones de los 

constituyentes de 1949.

Dieciséis años después, es posible darse cuenta que la fórmula concebida para darle 

rango constitucional al régimen de autonomía, presenta las siguientes fallas: 

1.- Al poner una valla al crecimiento excesivo del poder y el presupuesto centrales, con 

fines de protección  a la libertad y a la honestidad en el manejo de la Hacienda Pública, 

se ignoró en forma total el otro interés que debe satisfacer toda forma de organización: 

la eficiencia de la administración. Este interés exige la  limitación de la autonomía de 

las instituciones, al relacionarse con otras y con el Estado mismo. 

2.- Al otorgar la independencia en materia de gobierno y administración en términos 

absolutos se debilitó el Estado más de lo debido, al permitir, en forma indiscriminada, la 

posibilidad de que cada institución actúe con un criterio unilateral frente y por fuera de 

las necesidades nacionales.

Se dio, por tanto, origen a un verdadero feudalismo administrativo.

3.- Es unánime el reconocimiento de que el Estado es uno aunque sea divisible y aunque 

existan en su seno varias instituciones revestidas de autoridad. Esta unidad estatal exige 

no sólo comunidad de origen, sino también armonía de funcionamiento, para lograr la 

cual es necesario impedir que cualquier institución pueda ensancharse en forma que 

el marco conceptual de la acreditación, su finalidad, los alcances de dicho documento y luego, en 

los artículos del 8 hasta el final, emiten ordenes específicas de naturaleza administrativa a la Caja 

Costarricense del Seguro Social.-  Así es como encontramos por ejemplo que el artículo 8 afirma 

la responsabilidad de la institución de “implementar” el proceso de acreditación; los artículos 9 y 

11 disponen la obligación de revisiones y actualizaciones de la acreditación; el numeral 12 la 

obliga  a establecer un sistema regionalizado a cargo de un “equipo interdisciplinario y 

desconcentrado", al cual se le imponen también algunas premisas para su labor; los artículos 13 

y 14 regula (según el proceso sea regionalizado o no) cómo debe realizarse el procedimiento de 

acreditación en la institución autónoma, incluyendo plazos, formas de intervención de las 

distintas autoridades de la institución y los recursos contra las decisiones.- El numeral 15 ordena 

a la accionante la creación de un oficina y le impone el recurso humano mínimo que debe 

destinar para su operación; el artículo 16 le asigna las labores a dicha oficina; el artículo 18 

ordena a la institución la realización de los trámites administrativos para la creación de las 

nuevas plazas según el perfil que se indica, y la obliga a dotar el presupuesto necesario y los 

materiales para el trabajo. Todo lo anterior reforzado como se dijo, con el artículo 2 del Decreto 

impugnado propiamente dicho que dispone la obligación de la entidad accionante de velar 

porque las normas de acreditación -todas ellas- se cumplan a cabalidad.- De tal modo, el Poder 

Ejecutivo ha incursionado en el terreno de la administración y disposición de recursos de la Caja 

Costarricense de Seguro Social,  lo cual le está constitucionalmente vedado porque esta 

institución goza de autonomía administrativa (de grado dos o segundo grado) lo que le asegura 

una independencia del Ejecutivo, precisamente en estos aspectos de gerenciamiento y 

disposición de sus recursos a lo interno, sobre los cuales pretende imponerse el Decreto 

disponiendo su acatamiento obligatorio.- Pero además, el resto de las normas de acreditación -es 

decir, aquella que va del artículo 1 al 7 y que en principio parece ser más neutra desde la 

perspectiva administrativa, también configura una lesión constitucional a la autonomía de la 

institución accionante, y la razón para ello es que, bien entendido, lo que se pretende es imponer 

a la Caja cuestiones relacionadas con atribución de funciones para la consecución de ciertos fines 

(acreditación de discapacidad) así como la definición de los servicios, sus finalidades concretas y 

funciones, en contra de la autonomía política o de gobierno  de la que disfruta la institución 

accionante en virtud del artículo 73 de la Constitución Política.- Tal y como se expresó en los 

antecedentes citados del Tribunal, la entidad accionante no resulta ajena a la ley ni está por 

encima del legislador que bien podría atribuirle ciertos fines, siempre que no afecte los 

constitucionalmente establecidos, tal y como sugiere la Procuraduría;  pero tal cosa no puede 

realizarla el Poder Ejecutivo precisamente por el hecho de que frente a él, cobra todo su valor la 

especial autonomía reconocida en la Constitución Política en favor de la institución accionante.- 

En ese mismo sentido, puede afirmarse que si se ha reconocido por las partes que el Ejecutivo ha 

hecho mal en intervenir en la forma de disponer de los recursos humanos y económicos que 

pertenecen a la Caja Costarricense de Seguros Social, con mayor razón habría que entender una 

lesión constitucional en el hecho de que el Decreto impugnado se aventure además, en el 

establecimiento de fines nuevos y distintos para la institución aseguradora, labor que, como se 

indicó, solo podría concluir válidamente el Poder Legislativo, cumpliendo las previsiones 

constitucionales para ello.- Por todo ello la normativa impugnada debe declararse 

inconstitucional.

VI.- Conclusiones y consideraciones adicionales En este proceso, ha quedado 

demostrado que las normas impugnadas afectan claramente el ámbito de autonomía que la 

Constitución Política ha entregado a la Caja Costarricense del Seguro Social, y lo anterior no 

cambia en nada por el hecho de que se llegare a reconocer que dicha institución tiene una mayor 

o menor afinidad con el tema de la discpacidad y su calificación.  El procedimiento seguido para 

la promulgación de la norma jurídica que se anula, según se descibe  por la institución 

accionante, deja ver el ejercicio de una competencia de manera inconsulta y su resultado jurídico 

no puede sostenerse.- Por ello lo procedente es declarar la nulidad tanto del Decreto impugnado 

como también de las normas de acreditación por contener ellas también, de manera autónoma, 

obligaciones para la Caja Costarricense de Seguro Social.- Lo anterior no significa que se 

carezca de una clara conciencia de la existencia de obligaciones internacionales adquiridas por el 

Estado Costarricense para el tema de las personas con discapacidad; lo que ocurre es que en un 

Estado de Derecho, tales deberes no pueden cumplirse de cualquier manera por muy altruistas 

que puedan ser sus fines, sino que deben respetarse normas y principios fundamentales de 

nuestro ordenamiento. 
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perturbe las otras, o se recluya dentro de su propia especialidad, con total ignorancia de 

los intereses nacionales.

4.- Para hacer real la unidad del Estado es absolutamente necesaria la coordinación y 

vigilancia de las instituciones autónomas. La vigilancia se hace indispensable para 

impedir que las instituciones violen la ley o descuiden el interés público que les ha sido 

encomendado en beneficio de la comunidad; y la coordinación, para que den su máximo 

aporte a la realización de aquellos planes que las comprendan en conjunción con el 

Poder Central u otras instituciones. Los instrumentos clásicos de articulación del Estado 

con los entes públicos menores, son la planificación y el control. Es absolutamente 

necesario que el Estado pueda planificar la vida de las instituciones señalando metas 

generales para su actividad, y que pueda influir su conducta, ejerciendo sobre ella, los 

debidos controles.

5.- La tutela de las instituciones por el Estado no puede ni debe ser uniforme. Muchas 

son las instituciones y sus clases, diverso su poder económico y su finalidad, distintos los 

medios legales que disponen para cumplir sus objetivos, el origen de su patrimonio y el 

sistema de su organización. Esa múltiple realidad institucional debe ser tomada en 

cuenta para el  ejercicio de las potestades de dirección y control por el Estado, a fin de 

establecer entre ellas, diversos grados y medios de control. Pero, mientras exista una 

norma como el actual texto del artículo 188, que sin distingos ni matices impone a todas 

las instituciones autónomas un régimen de independencia total, es absolutamente 

imposible llevar a cabo un régimen de adecuación a la naturaleza de cada una de ellas.

6.- Es urgente llegar a establecer en Costa Rica un régimen que tome en cuenta la 

diferencia radical de intereses y de modos de funcionamiento que debe haber entre 

instituciones económicas de tipo industrial y comercial, e instituciones con una finalidad 

asistencial para desarrollar la educación, la salud, o la protección a la infancia. Ese 

régimen debe reflejar la diferente posición que guardan frente al Estado y la comunidad, 

aquéllos entes que cuentan con recursos propios y entregan al Estado partes de sus 

ganancias, y los que viven de subvenciones otorgadas en el Presupuesto Nacional y 

representan una pesada carga sobre éste. Debe, igualmente,  distinguir las relaciones 

estatales que se llevan a cabo con entes monopolísticos de las que se traban con entes 

que participan en el libre mercado, las que se dan con instituciones de servicio, de las 

que tiene lugar con entidades de fomento o vigilancia a la actividad privada.

Por todo ello, creemos que la reforma es indispensable, no sólo para salvar la unidad 

del Estado costarricense sino para hacer efectivo el derecho de los ciudadanos a que los 

entes estatales tengan un funcionamiento adecuado y eficiente, y que ellos puedan ser 

estructurados en un solo aparato al servicio de la comunidad’. (Las negritas no están en 

el original). Este propuesta fue archivada (véase el expediente legislativo n.°  2537, n.° 

de archivado 4271).

La idea de la propuesta desechada se retoma en la iniciativa de reforma a la Carta 

Fundamental que presentó la Fracción del Partido Liberación Nacional a varios de sus 

artículos, entre los cuales se encontraba el numeral 188. Incluimos la reforma propuesta 

el año pasado por un grupo de diputados de distintos partidos al concepto de autonomía. 

Al crearse las instituciones de este tipo, los Constituyentes de 1949 no previeron la 

necesidad de que debieran existir distintos grados de autonomía, de acuerdo con la 

naturaleza de la función de las instituciones. La experiencia costarricense ha indicado la 

necesidad de esa gradación, pero ello no puede lograrse si no es mediante esta reforma 

constitucional’ (véase el folio 6 del expediente legislativo n.° 3631). De la lectura de lo 

que se ha podido reconstruir del expediente legislativo –el documento de estas 

importantes reformas se extravió hace muchos años-, así como de otros documentos 

legislativos a los que hemos tenido acceso, queda claro que la intención del Poder 

Reformador, con esta reforma, fue sujetar a las instituciones autónomas a la planificación 

nacional, concretamente al Plan Nacional de Desarrollo, incluyendo a la Caja 

Costarricense de Seguro Social. Es en este contexto que se debe interpretar la 

intervención del diputado Gutiérrez Gutiérrez ante la pregunta que le planteó 

directamente el diputado Carmona Benavides, en el sentido de si era necesario modificar 

el numeral 73 de la Constitución Política para someter a la entidad aseguradora a la 

reforma constitucional, a lo que el primero respondió  que, para los propósitos de la 

reforma, la sola modificación del artículo 188 constitucional era suficiente (véase el 

expediente legislativo n.° 3631). Incluso, del acta del Plenario del  primero de abril de 

1968, de la intervención del diputado Hine García, queda claro que el objetivo de la 

reforma era ‘(…) lograr que éste sistema descentralizado, esté ubicado sin ninguna 

dificultad dentro de los planes nacionales que se desarrollan por la Oficina de 

Planificación, para lograr la marcha ordenada de la ‘cosa pública’. Ya en otra 

oportunidad lo dije que no es concebible en el Estado Moderno, y no puede ser aceptado 

por los costarricenses que en Costa Rica pueda llegar eventualmente a establecerse un 

sistema  a través de planes que buscan precisamente eficiencia y desarrollo, y que 

eventualmente pueda alguna de las instituciones autónomas importantes, que todas las 

son, pero de la importancia las cosas, también son relativas, alguna de las más 

importantes pueda eventualmente sustraerse de sus planes, produciendo las 

perturbaciones, los choques, y las dificultades que son de esperarse. 

Ahora  bien, dentro de esta idea de la necesidad de que se establezca con claridad en la 

Constitución lo que nosotros entendemos y queremos que sean las Instituciones 

Autónomas, es indispensable tener presente que debemos al menos mantener por sobre 

todas las cosas el concepto de los que es la independencia en materia de gobierno: 

porque si establecemos como debe establecer que los directores de las instituciones 

autónomas son responsables por su gestión, eso exige, y es consecuencia precisamente 

de que exista antes una independencia en materia de gobierno, porque ahí deriva una 

responsabilidad por haber desarrollado la política institucional de manera equivocada, 

o en forma que no es la que corresponde al concepto de eficiencia que debe tener 

siempre  la marcha de la Administración Pública.

Si se tiene un concepto de lo que es el Gobierno de las Instituciones Autónomas, que no 

es otra cosa más que la fijación de la política a desarrollar dentro del marco 

institucionalmente y legalmente le corresponde a una institución se entiende entonces 

que con toda propiedad, cabe mantener el concepto de la independencia en materia de 

Gobierno; si por ejemplo, el INVU, que es una institución autónoma, cuya especialidad 

orgánica, cuya función es la construcción de casas, el INVU por su ley orgánica tiene un 

cometido que llenar que es el hacer las casas pero no se concibe que existiendo un 

esfuerzo de planeamiento nacional, pueda el INVU desembocar su esfuerzo institucional 

digámoslo así en otra cosa más, que signifique choque con los planes que se han 

desarrollado de una manera orgánica y conforme a lo que se entiende por el interés 

público. 

Pero dentro de esta especialidad orgánica de las hechuras de las casas, la institución 

autónoma, la Junta Directiva de ella, debe tener independencia para desarrollar esa 

política, así como existen independencia dentro de la esfera del Poder Central, en los 

diferentes Ministerios, y cada Ministro es responsable de lo que desarrolla dentro de su 

Ministerio, y no se concibe que un Ministro, un Ministerio de Transportes vaya a invadir 

lo que es esfera de un Ministerio de Agricultura, así no se puede concebir tampoco que 

una organización descentralizada pueda eventualmente invadir campos que le están 

vedados, porque en su ley orgánica le admite esa intromisión, y le podría eventualmente 

significar conflicto con la esfera de acción de otra organización descentralizada. Pero 

es necesario, porque estamos hablando a nivel constitucional  que se establezcan dentro 

de la  figura máxima de la descentralización con propiedad la independencia en materia 

de gobierno, que deben de tener las instituciones autónomas, para ser consecuentes con 

la responsabilidad que le corresponde a los Directores que desarrollan esa gestión.

Ahora bien, pero si existe esa independencia en materia de Gobierno debe existir 

también la obligación constitucional que imponga la obligación misma de la marcha 

concurrente con los planes que se desarrollan, para establecer con mayor claridad 

todavía a dónde puede eventualmente venirle la responsabilidad a los miembros de la 

Junta Directiva, que han desarrollado una política chocada con este esfuerzo nacional 

concurrente, coordinado hacia un fin que no es otra cosa más que el desarrollo  y del 

mayor beneficio de los costarricenses’. (Las negritas no están en el original).

En este debate legislativo resulta de la mayor importancia la participación del diputado 

Volio Jiménez para tener claro el propósito de la reforma constitucional en relación con 

las instituciones autónomas. Al respecto señaló lo siguiente: 

‘Llamo primero la atención sobre el hecho de que está corriendo el tiempo donde 

tenemos, creo que demasiado cada texto propuesto, y posiblemente no vamos a poder 

dar en la legislatura a las más importantes reformas propuestas. En la semana anterior, 

al viernes al terminar esa semana, el viernes se había logrado concretar puntos de vista 

y proponer una redacción concisa con base en un texto propuesto por el Diputado 

Villanueva Badilla. 



Jueves 31 de octubre del 2019 BOLETÍN JUDICIAL Nº 207 — Pág 19 

Creo, que ese texto concilia los diferentes puntos de vista, por que de lo que se trata es 

de lograr que en materia de gobierno las instituciones autónomas estén regidas por la 

ley; y la fórmula que propuso el diputado Villanueva Badilla.

Creo, que ese texto concilia los diferentes puntos de vista, por que de lo que se trata es 

de lograr que en materia de gobierno las instituciones autónomas estén regidas por la 

ley; y la fórmula que propuso el Diputado Villanueva Badilla enmendada según las 

observaciones que se le hicieron el viernes, logra el propósito deseado. No se trata de 

reformar la Constitución para que en lo administrativo también haya sujeción  de las 

instituciones autónomas a un programa de planificación del Estado en efectos  

públicos.

Se trata nada más de lograr la coordinación repito en la materia de Gobierno;

DIPUTADO HINE GARCÍA: Muy amable, Diputado Volio. Quisiera, ya que usted toca 

la moción del Diputado Villanueva, quisiera que me aclarara algo, que es lo siguiente, 

la moción del Diputado Villanueva Badilla también busca el objetivo que a nosotros nos 

está preocupando, pero dice así: “y está sujeta a la ley en materia de Gobierno”, a 

secas; para mi esto es muy peligroso porque por esa sujeción a secas como lo tiene la 

moción a la ley, es posible llegar a hacer desaparecer  la independencia en materia de 

Gobierno, y es posible llegar a dejar convertida a las instituciones autónomas en 

cascarones vacíos de actividad. Es posible, por esto, debilitar el sistema institucional 

descentralizado, que es lo que me parece que debemos nosotros garantizar. Les 

agradecería, porque me tranquilizaría mucho, si ustedes me aclararan los alcances que 

puede tener, ya operando prácticamente y a través de los años, esta fórmula, porque al 

estar sometida  a la ley en materia de gobierno, podría decirse, entonces, eventualmente 

en el futuro, que las instituciones autónomas, por legislación corriente, se pueden 

deshacer, se dejan como cascarones vacíos al irles restando sus posibilidades de acción 

independencia. 

DIPUTADO VOLIO JIMÉNEZ: Entiendo, señor Diputado, la moción en el sentido no de 

que el legislador en el futuro pueda  destruir una institución, porque si fuera  esa la 

intención ni siquiera se haría referencia en la moción al problema del gobierno. Lo que 

se quiere es que el legislador considere la necesidad de coordinar la actividad de esas 

instituciones, en función del desarrollo económico y social del país. 

Sin embargo, como no soy autor de la moción, su pregunta, en primer término, debe ser 

contestada por el Diputado Villanueva Badilla; pero insisto en la necesidad de que ya 

hoy nos dediquemos a tomar decisiones; y si fuera necesario presentar una moción para 

llegar a ese fin, una moción de orden; desde luego yo la presentaría de inmediato, pero 

creo que si el Directorio se decide a poner en discusión las mociones sobre el artículo 

188, en su orden de presentación, podríamos llegar al mismo fin, en el entendido de que 

había un consenso en la Asamblea favorable a que se tomen esas decisiones, 

examinando uno a uno los textos propuestos’. (Las negritas no corresponden al original).

Así las cosas, al aprobarse la reforma del numeral 188 constitucional  no cabe duda que 

se sujetó a la Caja Costarricense de Seguro Social al Plan Nacional de Desarrollo en los 

términos que defina la Ley. Lo anterior significa, que la citada reforma no afectó en su 

totalidad la autonomía de gobierno que tiene la Caja Costarricense de Seguro Social 

sobre  los seguros sociales. Se trata de una afectación parcial a la autonomía política de 

la entidad aseguradora, cuyo objetivo precisamente era darle profundidad a los fines y 

objetivos del Estado, como un todo, solucionando el constituyente derivado una 

preocupación muy justificada desde la Constitución Política, mediante lo que hoy en día 

conocemos con los principios rectores de toda la Administración Pública: los principios 

de unidad y coordinación del Estado. Su fuerza naturalmente proviene del cumplimiento 

eficaz del bien común, y se constituye en la frontera de la autonomía de las instituciones 

autónomas, con la necesidad de coordinación pero sin desligarse de las respectivas 

competencias asignadas por el Constituyente, concebidas precisamente para darle aquella 

referida profundidad.   

En ese orden de ideas, no hay duda alguna de que la Asamblea Legislativa tiene 

competencia, en el ejercicio de la potestad de legislar, para regular las materias puestas 

bajo el conocimiento de las instituciones autónomas, entre ellas las que corresponden a 

la  Caja Costarricense de Seguro Social, siempre y cuando no vacíe el contenido de las 

competencias esencialmente técnicas que Poder Constituyente originario le asignó.- La 

competencia del Parlamento para regular las competencias de las instituciones 

autónomas queda claro de la discusión del numeral 190 en la Asamblea Nacional 

Constituyente. En efecto, conviene recordar que fue la Fracción  Social Demócrata la que 

presentó, como parte del título relativo a las instituciones autónomas, la siguiente norma: 

‘(…) No podrá discutirse en la Asamblea Legislativa ningún proyecto de ley relativo a 

materias encomendadas a una Institución Autónoma, sin que la respectiva Institución 

haya rendido dictamen al respecto. Dicho dictamen deberá incluirse y publicarse, 

obligatoriamente, como uno de los considerandos de la ley que se apruebe’. (A.A.C.: 

tomo III; pág. 465). Nótese que ya no se propone lo relativo a  la mayoría calificada para 

la aprobación del proyecto de ley donde exista criterio negativo de la Institución. 

Suponemos que las votaciones adversas de la Asamblea Nacional Constituyente en los 

casos de la Universidad y el Organismo Técnico encargado de determinar la unidad 

monetaria disuadieron a los miembros de la Fracción Social Demócrata de presentar esa 

iniciativa. 

Las razones de esta normativa las ofrece Facio Brenes al indicar: ‘(…) mediante él lo que 

se busca es obligar el cuerpo esencialmente político que es el Congreso, a escuchar la 

voz de las instituciones autónomas en aquellos asuntos que las afectan’. (A.A.C.N.: 

tomo III; p. 467).

Los motivos por las cuales este artículo no fue aprobado en la forma propuesta fueron:

‘Los representantes Arroyo, Vargas, Fernández y Esquivel se manifestaron en 

desacuerdo.  El primero expresó que no era posible continuar restándole atribuciones a 

la Asamblea Legislativa, obligándola a consultar todas las instituciones autónomas del 

estado. La Asamblea integra de su seno, distintas comisiones que tiene la obligación de 

consultar y documentarse en la debida forma respecto a asuntos que le son 

encomendados.  Si se presenta un proyecto de ley relacionado con una institución 

autónoma es lógico que se consultará a esos organismos. El segundo indicó que la 

moción en debate introduce un nuevo sistema, ya que si una institución autónoma no 

rinde el dictamen respectivo, la Asamblea Legislativa no podrá conocer el proyecto de 

ley. El tercero manifestó, que no votará ninguna moción que venga en detrimento de las 

facultades de la Asamblea Legislativa, la máxima representación del pueblo en nuestro 

sistema político, obligándola hasta incluir en los considerandos de la ley que se 

apruebe, el Dictamen de la Institución Autónoma’ (A.A.N.C.: tomo III; p.473).

A raíz de ello el representante Chacón Jinesta sugirió una nueva redacción:

‘para la discusión y aprobación de proyectos relativos a una institución Autónoma, la 

Asamblea Legislativa deberá oír la opinión de aquella’ (A.A.N.C.: tomo III, p. 473).

El diputado Facio Brenes a nombre de su compañero decidió retirar la moción y en 

definitiva se votó la propuesta del diputado Chacón Jinesta.

De la anterior discusión podemos concluir que quienes fueron los redactores de la 

Constitución Política actual tenían bien claro que las materias puesta bajo la competencia 

de las instituciones autónomas podían ser objeto de regulación por parte de la Asamblea 

Legislativa, siempre y cuando se les consultara. Esta postura se refuerza con el 

argumento de que si el Parlamento puede regular las materias puestas bajo las 

competencias de las Universidades Estatales (artículo 88 de la Constitución Política), o 

relacionadas directamente con ellas, quienes ostentan una autonomía de tercer grado –

autonormativa- , a fortiori tiene competencia también para regular las materias que son 

propias de las instituciones autónomas, incluidas las que corresponden a la Caja 

Costarricense de Seguro Social. Esta idea también está presente en la discusión del 

artículo 73 de la Carta Fundamental en la Asamblea Nacional Constituyente, toda vez 

que en el acta n.° 125 el diputado Facio Brenes  señala que esas instituciones ‘(…) 

aunque autónomas, no pueden desligar absolutamente del Estado. De otro modo será 

crear nuevos Estados dentro del Estado’. Por su parte, el diputado Ortiz Martín expresó 

que los legisladores debían señalar el camino a seguir a la Caja Costarricense de Seguro 

Social ‘(…) y ella, en forma autónoma, debe de desenvolverse dentro de esas leyes’.

De lo que llevamos dicho se extrae una conclusión necesaria, y es que el Poder 

Ejecutivo, por medio del Plan Nacional de Desarrollo, y la Asamblea Legislativa, en 

ejercicio de la potestad de legislar, están jurídicamente habilitados, para, en el primer 

caso, fijarle metas y objetivos a la Caja Costarricense de Seguro Social y, en el segundo, 

regular las materias que le corresponden, siempre y cuando, en este último supuesto, no 

se vacíe el contenido esencial de las competencias atribuidas por el Constituyente 

originario. Aplicando por analogía la teoría de la garantía institucional, la que ha sido 

diseñada por la doctrina para otro supuesto: la reserva constitucional de  la 

Administración, lo que implica que ciertas actividades, que son funciones públicas 

soberanas, tienen que ser necesariamente desarrolladas por la Administración, tal y como 

se encuentra regulada por la Constitución, y necesariamente en un régimen jurídico de 
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Derecho Público, salvo las actividades auxiliares o instrumentales, en el supuesto de la 

Caja Costarricense de Seguro Social hay materias técnicas esenciales de su competencia 

que no pueden ser vaciadas por el legislador. Lo anterior significa, a manera de ejemplo, 

que la Asamblea Legislativa, en una Ley, no puede  obligar a la Caja Costarricense de 

Seguro Social a que el hospital que se pretende construir esté en equis lugar, o cómo 

desarrollar la atención primaria, secundaria, o terciaria del sistema hospitalario, cuál 

debe ser el monto de la cuota obrero-patronal o la del Estado a la seguridad social, la 

edad de retiro, el monto de la pensión, su formula de cálculo, etc. En todos estos casos y 

otros, estamos frente a una materia no disponible del legislativo o como bien a dicho la 

doctrina nacional, ante un contenido constitucional, el que no puede ser desarrollado 

mediante Ley”.

Releyendo de nuevo esta nota, tengo claro que la reforma al artículo 188 constitucional no tenía 

como objetivo vaciar la autonomía de gobierno que el Derecho de la Constitución le garantiza a 

las instituciones autónomas, su finalidad era más reducida: es sujetarlas al Plan Nacional de 

Desarrollo en los términos que determine la ley. Empero, a partir de la década de los setenta 

se han promulgado una serie de leyes que la han desvirtuado, vaciando de contenido la 

autonomía de gobierno de las instituciones autónomas. En segundo término, el hecho que el 

Constituyente originario haya autorizado al Poder Legislativo a regular las materias que tienen 

las instituciones autónomas bajo su competencia, no puede significar, de ninguna manera, una 

autorización para vaciar de contenido la autonomía de gobierno.  Desde mi perspectiva, a pesar 

de la reforma del artículo 188 constitucional, las instituciones autónomas aún conservan la 

autonomía de gobierno, y en el verdadero espíritu de esa reforma, esta solo puede ser limitada 

cuando  el Poder Legislativo y Poder Ejecutivo les imponen una serie de objetivos, metas y 

medios con el fin de que su accionar se ajuste al Plan Nacional de Desarrollo. Así las cosas, para 

determinar o no la constitucionalidad que nos ocupa, sería menester determinar si la normativa se 

engarza o no dentro de los objetivos, metas y medios que prevé el Plan Nacional de Desarrollo, 

así como analizar la normativa legal respectiva. 

Empero, con la Caja Costarricense de Seguro Social ocurre algo muy especial que no 

sucede con el resto de las instituciones autónomas lo que me releva de hacer el análisis anterior,  

y es que por imperativo constitucional los fondos y las reservas de los seguros sociales no 

pueden ser transferidos ni empleados en finalidades distintas a la que motivaron su creación.  

Ergo, la normativa impugnada resulta inconstitucional. 

Por tanto:
Se declara con lugar la acción y en consecuencia se anula por inconstitucional el Decreto 

número  36042 “Oficialización de las Normas de Acreditación de la Discapacidad para el 

Acceso a Programas Selectivos y de Salud” del 10 de mayo de 2010, así como el conjunto de 

disposiciones denominadas "Normas de Acreditación de la Discapacidad para el Acceso a los 

Programas Sociales Selectivos y de Salud". De conformidad con el artículo 91 de la Ley de la 

Jurisdicción Constitucional esta sentencia es declarativa y sus efectos se retrotraen a la fecha de 

promulgación del Decreto anulado, todo sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. 

Publíquese la reseña respectiva en el Diario Oficial la Gaceta y el texto íntegro en el Boletín 

Judicial.- Notifíquese. El Magistrado Castillo Víquez da razones diferentes. Los Magistrados 

Cruz Castro y Rueda Leal dan razones diferentes.-Ernesto Jinesta L.,Presidente/Fernando Cruz 

C./Fernando Castillo V./Paul Rueda L./Nancy Hernández L./Luis Fdo. Salazar A./José P. 

Hernández G./.-

16-12284

Razones diferentes del Magistrado Rueda Leal.

Tal y como lo apunta el Magistrado Castillo Víquez en su redacción separada, en la 

sentencia No. 2011-15655 de las 12:48 horas del 11 de noviembre de 2011, suscribí junto con él 

y el Magistrado Salazar Alvarado, unas razones separadas en relación con la autonomía de la 

Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), cuyo criterio reitero en esta ocasión. Reconozco 

que el Poder Constituyente le otorgó una autonomía especial a la dicha entidad, a fin de que 

pudiera desarrollar los cometidos establecidos en el artículo 73 de la Constitución Política. Sin 

embargo, al aprobarse la reforma al ordinal 188 constitucional, el constituyente también  sujetó 

tal ente al Plan Nacional de Desarrollo en los términos que por ley fueren dispuestos. Esto no 

implica que con ello se afectara el contenido esencial de la autonomía de gobierno de la CCSS; 

lo que significa es, tan solo, una restricción parcial a la autonomía política de dicha entidad, a fin 

de lograr que se puedan acometer los objetivos de dicho Plan conforme a los principios rectores 

de unidad y coordinación del Estado. De esta forma, el bien común es procurado desde la 

perspectiva de una coordinación eficiente y efectiva, de manera tal que exista una línea general 

de desarrollo promovida por el Estado que irremediablemente debe respetar las especiales 

competencias asignadas por el Constituyente a determinado entes y poderes, en el sub examine a 

la CCSS. En esa oportunidad, también reconocí que la Asamblea Legislativa goza de la 

competencia, en el ejercicio de la potestad de legislar, para regular las materias relativas a las 

instituciones autónomas, incluyendo las atinentes a la CCSS, en tanto y cuando no se vacíe el 

contenido de las competencias esencialmente técnicas que el Poder Constituyente originario le 

asignó. Tal fue la voluntad del constituyente original, al establecer en el numeral 190 de la 

Constitución Política la potestad de legislar a la Asamblea Legislativa respecto de dichos entes, 

siempre y cuando fueren consultadas las instituciones autónomas de previo a su aprobación. De 

esta forma, el Poder Ejecutivo, por medio del Plan Nacional de Desarrollo, está jurídicamente 

habilitado para fijarle metas y objetivos a la Caja Costarricense de Seguro Social. Sin embargo, 

hay materias técnicas esenciales delegadas a la CCSS por el Constituyente, que no pueden ser 

vaciadas de contenido ni intervenidas por el Poder Legislativo y tampoco por el Ejecutivo, como 

por ejemplo pretender fijarle dónde construir un centro de salud, cómo organizar la prestación 

del servicio de salud, cuál debe ser el monto de la cuota obrero-patronal o la del Estado a la 

seguridad social, la edad de retiro, el monto de la pensión, su fórmula de cálculo, etc. Esos casos 

y similares, no son materia disponible para su regulación. Corolario de lo anterior, estimo que el 

proyecto de ley es inconstitucional y violenta la autonomía política que el Derecho de la 

Constitución le reconoció a la CCSS, dado que el Poder Ejecutivo, mediante un decreto, no 

puede disponer de los recursos humanos y económicos de esa institución, menos aun para fines 

distintos a los conferidos por la Carta Magna a esa institución./ Paul Rueda L./.-

Exp. 16-012284

Razones diferentes del Magistrado Cruz C.

Esta acción de inconstitucionalidad ha sido declarada con lugar, anulándose en su totalidad el 

Decreto 36042 “Oficialización de las normas de acreditación de la discapacidad para el acceso 

a programas selectivos y de salud” en virtud de que las normas impugnadas afectaban el ámbito 

de autonomía de la Caja Costarricense de Seguro Social  (CCSS) y de que, además, la norma se 

dictó de manera inconsulta con esta institución. 
He consignado razones diferentes para esta declaratoria de inconstitucionalidad, en virtud de los 

siguientes argumentos:

El Poder Ejecutivo, en sentido estricto, no puede eludir sus funciones y competencias 

constitucionales y pretender, como lo hizo, delegar en la CCSS la acreditación de la discapacidad 

en las personas. No es sólo que se violentó la autonomía de la CCSS, en los términos indicados 

en el voto de esta acción, sino que, además, el Poder Ejecutivo no podía delegar una función que 

le resulta indelegable. 

Ciertamente, la acreditación de la discapacidad tiene una finalidad muy relevante para la mejora 

de las condiciones de los discapacitados, y en tal sentido, no es posible al Poder Ejecutivo eludir 

dicha responsabilidad, descentralizándola en un ente autónomo, como lo es la CCSS, y menos 

aún mediante un decreto ejecutivo.

En el marco normativo local e internacional para la protección de las personas con discapacidad 

encontramos, en primer lugar, en el ámbito regional la Convención Interamericana para la 

eliminación de todas las formas de discriminación contra personas con discapacidad, aprobado 

en nuestro país mediante la Ley N° 7948. De otra parte, en el ámbito internacional, la 

Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su Protocolo, aprobado en 

nuestro país mediante la Ley N° 8661, establece en el artículo 1°, como propósito de dicha 

Convención, “(…) promover, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de 

todos los derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas con 

discapacidad, y promover el respeto de su dignidad inherente” , obligando a los Estados Partes a 

propiciar la plena integración en la sociedad de las personas con discapacidad. Asimismo, según 

se dispone en el artículo 4 de ese instrumento:

“1. Los  Estados Partes se comprometen a asegurar y promover el pleno ejercicio de 
todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas con 
discapacidad sin discriminación alguna por motivos de discapacidad . A tal fin, los 
Estados Partes se comprometen a:

a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean 
pertinentes para hacer efectivos los derechos reconocidos en la presente Convención;

b) Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas medidas legislativas, para modificar o 
derogar leyes, reglamentos, costumbres y prácticas existentes que constituyan 
discriminación contra las personas con discapacidad; c) Tener en cuenta, en todas las 
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políticas y todos los programas, la protección y promoción de los derechos humanos de 
las personas con discapacidad; d)  Abstenerse de actos o prácticas que sean 
incompatibles con la presente Convención y velar por que las autoridades e instituciones 
públicas actúen conforme a lo dispuesto en ella;

e) Tomar todas las medidas pertinentes para que ninguna persona, organización o 
empresa privada discrimine por motivos de discapacidad; 

f) Emprender o promover la investigación y el desarrollo de bienes, servicios, equipo e 
instalaciones de diseño universal, con arreglo a la definición del artículo 2 de la presente 
Convención, que requieran la menor adaptación posible y el menor costo para satisfacer 
las necesidades específicas de las personas con discapacidad, promover su 
disponibilidad y uso, y promover el diseño universal en la elaboración de normas y 
directrices;

g) Emprender o promover la investigación y el desarrollo, y promover la disponibilidad y 
el uso de nuevas tecnologías, incluidas las tecnologías de la información y las 
comunicaciones, ayudas para la movilidad, dispositivos técnicos y tecnologías de apoyo 
adecuadas para las personas con discapacidad, dando prioridad a las de precio 
asequible;

h) Proporcionar información que sea accesible para las personas con discapacidad 
sobre ayudas a la movilidad, dispositivos técnicos y tecnologías de apoyo, incluidas 
nuevas tecnologías, así como otras formas de asistencia y servicios e instalaciones de 
apoyo;

i) Promover la formación de los profesionales y el personal que trabajan con personas 
con discapacidad respecto de los derechos reconocidos en la presente Convención, a fin 
de prestar mejor la asistencia y los servicios garantizados por esos derechos.

2. Con respecto a los derechos económicos, sociales y culturales, los Estados Partes se 
comprometen a adoptar medidas hasta el máximo de sus recursos disponibles y, cuando 
sea necesario, en el marco de la cooperación  internacional, para lograr, de manera 
progresiva, el pleno ejercicio de estos derechos, sin perjuicio de las obligaciones 
previstas en la presente Convención que sean aplicables de inmediato en virtud del 
derecho internacional. (…) ”

De otra parte, en el artículo 8 de la señalada Convención se establece el compromiso de los 

Estados Partes para que se adopten las medidas inmediatas, efectivas y pertinentes para:

“a) Sensibilizar a la sociedad, incluso a nivel familiar, para que tome mayor conciencia 
respecto de las personas con discapacidad y fomentar el respeto de los derechos y la 
dignidad de estas personas;

b) Luchar contra los estereotipos, los prejuicios y las prácticas nocivas respecto de las 
personas con discapacidad, incluidos los que se basan en el género o la edad, en todos 
los ámbitos de la vida;
c) Promover la toma de conciencia respecto de las capacidades y aportaciones de las 
personas con discapacidad.

2. Las medidas a este fin incluyen:

a) Poner en marcha y mantener campañas efectivas de sensibilización pública destinadas 
a:

i) Fomentar actitudes receptivas respecto de los derechos de las personas con 
discapacidad;

ii) Promover percepciones positivas y una mayor conciencia social respecto de las 
personas con discapacidad;

iii) Promover el reconocimiento de las capacidades, los méritos y las habilidades de las 
personas con discapacidad y de sus aportaciones en relación con el lugar de trabajo y el 
mercado laboral;

b) Fomentar en todos los niveles del sistema educativo, incluso entre todos los niños y las 
niñas desde una edad temprana, una actitud de respeto de los derechos de las personas 
con discapacidad;

c) Alentar a todos los órganos de los medios de comunicación a que difundan una 
imagen de las personas con discapacidad que sea compatible con el propósito de la 
presente Convención;

d) Promover programas de formación sobre sensibilización que tengan en cuenta a las 
personas con discapacidad y los derechos de estas personas”.

Asimismo, en el artículo 20 del citado documento internacional se dispone sobre las medidas de 

movilidad personal, las cuales implican:

“a)  Facilitar la movilidad personal de las personas con discapacidad en la forma y en el 
momento que deseen a un costo asequible ;

b) Facilitar el acceso de las personas con discapacidad a formas de asistencia humana o 
animal e intermediarios, tecnologías de apoyo, dispositivos técnicos y ayudas para la 
movilidad de calidad, incluso poniéndolos a su disposición a un costo asequible;

c) Ofrecer a las personas con discapacidad y al personal especializado que trabaje con 
estas personas capacitación en habilidades relacionadas con la movilidad;

d) Alentar a las entidades que fabrican ayudas para la movilidad, dispositivos y 
tecnologías de apoyo a que tengan en cuenta todos los aspectos de la movilidad de las 
personas con discapacidad”./Fernando Cruz C., Magistrado/.-

San José, 23 de octubre del 2019.
 Vernor Perera León

Secretario a.i.
San  Jose, 23 de octubres del 2019

	 Vernor Perera León
	 Secretario a.i.
1 vez.—O. C. 364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( 2019397968 

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL

Remates
SEGUNDA PUBLICACIÓN

A las ocho horas del jueves doce de diciembre del dos mil 
diecinueve, en la puerta exterior del Juzgado Penal del Segundo 
Circuito Judicial de Alajuela, Los Chiles, remataré con la base de 
setecientos noventa y ocho mil quinientos setenta y seis colones con 
veinte cuatro céntimos, la cual consiste consistente en: 14 piezas 
de madera de la especie “tamarindo” con las siguientes medidas: 
18 centímetros de ancho, 18 centímetros de grueso y 3.5 metros 
de largo. Se remata por estar así ordenado en resolución las quince 
horas del veintitrés de octubre del dos mil diecinueve, lo anterior 
en el expediente N° 19-000451-0801-PE, por Transporte Ilegal de 
Madera, contra Roger Valverde Chacón, en daño de Los Recursos 
Naturales.—Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de 
Alajuela, Los Chiles.—Licda. Luisa Ugalde Salazar, Jueza.—O.C. 
N° 364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2019398400 ).

En este Despacho, con una base de treinta y seis millones 
setecientos setenta y ocho mil trescientos ochenta y nueve colones 
con veintiséis céntimos, libre de gravámenes hipotecarios, pero 
soportando condiciones ref.: 2401 487 002 citas: 0307-00015552-
01-0902-001, servidumbre trasladada citas: 0307-00015552-
01-0903-001; sáquese a remate la finca del partido de San José, 
matrícula número 248521-000, derecho, la cual es terreno construir 
con una casa 54-31. Situada en el distrito Hatillo, cantón San José, 
de la provincia de San José. Colinda: al norte, INVU; al sur, acera 5 
con 06,43 metros; al este, INVU y al oeste medianería. Mide: ciento 
quince metros con sesenta y dos decímetros cuadrados. Para tal 
efecto, se señalan las catorce horas y cero minutos del veinticinco de 
noviembre de dos mil diecinueve. De no haber postores, el segundo 
remate se efectuará a las catorce horas y cero minutos del tres de 
diciembre de dos mil diecinueve, con la base de veintisiete millones 
quinientos ochenta y tres mil setecientos noventa y un colones con 
noventa y cuatro céntimos (75% de la base original) y de continuar 
sin oferentes, para el tercer remate se señalan las catorce horas y cero 
minutos del once de diciembre de dos mil diecinueve, con la base 
de nueve millones ciento noventa y cuatro mil quinientos noventa 
y siete colones con treinta y un céntimos (25% de la base original). 
Notas: Se les informa a las personas interesadas en participar en la 
almoneda que, en caso de pagar con cheque certificado, el mismo 
deberá ser emitido a favor de este despacho. Publíquese este 
edicto por dos veces consecutivas, la primera publicación con un 
mínimo de cinco días de antelación a la fecha fijada para la subasta. 
Se remata por ordenarse así en proceso ejecución hipotecaria de 
Coopeservidores R.L. contra Diego Andrés de Jesús López López, 
Vivian Ileana de Los Ángeles Badilla Ureña. Expediente Nº 19-
010087-1044-CJ.—Juzgado Primero Especializado de Cobro 
Primer Circuito Judicial de San José, 24 de setiembre del 2019.—
Licda. Wendy Pagani Rojas, Jueza Decisora.—( IN2019398463 ).

En este Despacho, con una base de seis millones de colones 
exactos, libre de gravámenes y anotaciones; sáquese a remate 
la finca del partido de Puntarenas, matrícula número treinta y 
ocho mil novecientos cuarenta y ocho, derecho cero cero cero, la 
cual es terreno para construir con 1 casa. Situada en el distrito: 
01-Puntarenas, cantón: 01-Puntarenas, de la provincia de Puntarenas. 
Colinda: al norte Alberto Cabezas Sanarrusia; al sur José Luis 
Acuña Murillo; al este José Cabezas y Napoleón Murillo y al oeste 
calle pública. Mide: trescientos setenta y seis metros con setenta y 
dos decímetros cuadrados. Para tal efecto, se señalan las ocho horas 
y treinta minutos del dos de diciembre de dos mil diecinueve. De 
no haber postores, el segundo remate se efectuará a las ocho horas 
y treinta minutos del once de diciembre de dos mil diecinueve, con 
la base de cuatro millones quinientos mil colones exactos (75% de 
la base original) y de continuar sin oferentes, para el tercer remate 
se señalan las ocho horas y treinta minutos del veinte de diciembre 
de dos mil diecinueve, con la base de un millón quinientos mil 
colones exactos (25% de la base original). Notas: Se le informa a las 
personas interesadas en participar en la almoneda que, en caso de 
pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser emitido a favor de 
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este despacho. Publíquese este edicto por dos veces consecutivas, la 
primera publicación con un mínimo de cinco días de antelación a la 
fecha fijada para la subasta. Se remata por ordenarse así en proceso 
ejecución hipotecaria de Banco Nacional de Costa Rica contra José 
Eduardo Hernández Cabezas. Expediente Nº 04-100894-0417-
CI.—Juzgado Civil de Puntarenas, 09 de octubre del año 2019.—
Lic. Jhonny Esquivel Vargas, Juez Decisor.—( IN2019398513 ).

En este Despacho, con una base de dieciséis millones de colones 
exactos, libre de gravámenes y anotaciones; sáquese a remate la finca 
del partido de Guanacaste, matrícula número 99756-000, derecho 000, 
la cual es terreno para construir lote 2. Situada: en el distrito: 08-Cabo 
Velas, cantón: 03-Santa Cruz, de la provincia de Guanacaste. Colinda: 
al norte, Rancho Las Colinas Sociedad Anónima; al sur, calle pública; 
al este, lote 3, y al oeste, lote 1. Mide: mil seiscientos doce metros 
con nueve decímetros cuadrados. Plano: G-0394907-1997. Para tal 
efecto, se señalan las nueve horas y cero minutos del veintitrés de 
enero del dos mil veinte. De no haber postores, el segundo remate, 
se efectuará a las nueve horas y cero minutos del treinta y uno de 
enero del dos mil veinte, con la base de doce millones de colones 
exactos (75% de la base original), y de continuar sin oferentes, para 
el tercer remate, se señalan las nueve horas y cero minutos del diez 
de febrero del dos mil veinte, con la base de cuatro millones de 
colones exactos (25% de la base original). Notas: Se les informa a 
las personas interesadas en participar en la almoneda que, en caso de 
pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser emitido a favor de 
este Despacho. Publíquese este edicto por dos veces consecutivas, la 
primera publicación con un mínimo de cinco días de antelación a la 
fecha fijada para la subasta. Se remata por ordenarse así en proceso 
ejecución hipotecaria de Mutual Cartago de Ahorro y Préstamo contra 
Douglas Román Díaz Vivo. Expediente Nº 19-000546-1206-CJ.—
Juzgado de Cobro del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste 
(Santa Cruz), 04 de octubre del 2019.—Licda. Tatiana Meléndez 
Herrera, Jueza.—( IN2019398533 ).

En este Despacho, con una base de nueve mil novecientos 
treinta y siete dólares con noventa y cuatro centavos, libre de 
gravámenes y anotaciones; sáquese a remate el vehículo placas: 
BGQ633, marca: Suzuki, estilo: Ertiga GLX, categoría: automóvil, 
capacidad: 7 personas, serie: MA3ZE81S6F0249027, carrocería: 
Station Wagon o Familiar, año: 2015, color: gris, tracción: 4x2, 
chasis y vin: MA3ZE81S6F0249027, N° motor: K14BN7033531, 
marca: Suzuki, cilindrada: 1400 C.C. Para tal efecto, se señalan las 
diez horas y treinta minutos del veintiséis de noviembre del dos mil 
diecinueve. De no haber postores, el segundo remate, se efectuará a 
las diez horas y treinta minutos del cuatro de diciembre del dos mil 
diecinueve, con la base de siete mil cuatrocientos cincuenta y tres 
dólares con cuarenta y cinco centavos (75% de la base original), y 
de continuar sin oferentes, para el tercer remate, se señalan las diez 
horas y treinta minutos del doce de diciembre del dos mil diecinueve, 
con la base de dos mil cuatrocientos ochenta y cuatro dólares con 
cuarenta y ocho centavos (25% de la base original). Notas: Se les 
informa a las personas interesadas en participar en la almoneda 
que, en caso de pagar con cheque certificado, el mismo deberá 
ser emitido a favor de este Despacho. Publíquese este edicto por 
dos veces consecutivas, la primera publicación con un mínimo de 
cinco días de antelación a la fecha fijada para la subasta. Se remata 
por ordenarse así en proceso ejecución prendaria de Banco BAC 
San José Sociedad Anónima contra Gary Anthony García Campos. 
Expediente Nº 18-000876-1164-CJ.—Juzgado Especializado de 
Cobro de Cartago, 24 de setiembre del 2019.—Licda. Marcela 
Brenes Piedra, Jueza Tramitadora.—( IN2019398565 ).

En este Despacho, con una base de setenta y tres mil trescientos 
cincuenta dólares exactos, libre de gravámenes hipotecarios, pero 
soportando; sáquese a remate la finca del partido de Cartago, 
matrícula número doscientos dos mil quinientos cincuenta y nueve, 
derecho 000, la cual es terreno bloque A lote 35 terreno para 
construir con una casa. Situada en el distrito 5-Concepción, cantón 
3-La Unión, de la provincia de Cartago. Colinda: al norte, lote treinta 
y seis A; al sur, lote treinta y cuatro A; al este, Calle Río Tárcoles 
con un frente de 10 metros; y al oeste, lote cuarenta y ocho A. Mide: 
ciento noventa y cuatro metros con trece decímetros cuadrados. Para 

tal efecto, se señalan las quince horas y cero minutos del catorce de 
enero del dos mil veinte. De no haber postores, el segundo remate se 
efectuará a las quince horas y cero minutos del veintidós de enero 
del dos mil veinte con la base de cincuenta y cinco mil doce dólares 
con cincuenta centavos (75% de la base original) y de continuar sin 
oferentes, para el tercer remate se señalan las quince horas y cero 
minutos del treinta de enero del dos mil veinte con la base de dieciocho 
mil trescientos treinta y siete dólares con cincuenta centavos (25% de 
la base original). Notas: Se les informa a las personas interesadas en 
participar en la almoneda que, en caso de pagar con cheque certificado, 
el mismo deberá ser emitido a favor de este despacho. Publíquese 
este edicto por dos veces consecutivas, la primera publicación con un 
mínimo de cinco días de antelación a la fecha fijada para la subasta. 
Se remata por ordenarse así en proceso ejecución hipotecaria de 
Banco BAC San José Sociedad Anónima contra Nancy Jaqueline 
Ordoñez Calvache, Naturaleza De Arce Negundo Sociedad Anónima. 
Expediente N° 18-009212-1164-CJ.—Juzgado Especializado de 
Cobro de Cartago, 22 de agosto del 2019.—Licda. Yanin Torrentes 
Ávila, Jueza Decisora.—( IN2019398566 ).

En este Despacho, con una base de diez millones quinientos 
ochenta y cinco mil ochenta y dos colones con cuarenta y tres 
céntimos, libre de gravámenes prendarios, pero soportando 3 
colisiones, expedientes: 18-000846-0497-TR, 19-001435-0497-
TR, 19-003477-0494-TR; sáquese a remate el vehículo placa 
MKL222, marca Fiat, categoría automóvil, capacidad 5 Personas, 
carrocería Sedan 4 puertas, tracción 4x2, año 2016, color blanco. 
Para tal efecto se señalan las catorce horas y cero minutos del 
diez de diciembre del dos mil diecinueve. De no haber postores, 
el segundo remate se efectuará a las catorce horas y cero minutos 
del dieciocho de diciembre del dos mil diecinueve con la base de 
siete millones novecientos treinta y ocho mil ochocientos once 
colones con ochenta y dos céntimos (75% de la base original) y de 
continuar sin oferentes, para el tercer remate se señalan las catorce 
horas y cero minutos del nueve de enero del dos mil veinte con 
la base de dos millones seiscientos cuarenta y seis mil doscientos 
setenta colones con sesenta y un céntimos (25% de la base original). 
Notas: Se les informa a las personas interesadas en participar en la 
almoneda que, en caso de pagar con cheque certificado, el mismo 
deberá ser emitido a favor de este despacho. Publíquese este edicto 
por dos veces consecutivas, la primera publicación con un mínimo 
de cinco días de antelación a la fecha fijada para la subasta. Se 
remata por ordenarse así en proceso ejecución prendaria de Banco 
BAC San José Sociedad Anónima contra BM Veintidós Costa Rica 
S. A., Braxis Cerna Arroyo. Expediente N° 19-000147-1203-CJ.—
Juzgado de Cobro del Tercer Circuito Judicial de Alajuela (San 
Ramón), 07 de octubre del 2019.—Licda. Jennsie Montero López, 
Jueza.—( IN2019398567 ).

En la puerta exterior de este Despacho; libre de gravámenes 
hipotecarios; pero soportando servidumbre de acueducto y de 
paso de a y a citas: 0241- 00001352-01-0901-001, servidumbre de 
acueducto y de paso de ay a citas: 0241-00001352-01-0911-001; a 
las nueve horas y treinta minutos del tres de diciembre de dos mil 
diecinueve, y con la base de cuarenta y dos mil trescientos setenta 
y seis dólares con cincuenta y dos centavos, en el mejor postor 
remataré lo siguiente: Finca inscrita en el Registro Público, Partido 
de San José, Sección de Propiedad, bajo el sistema de Folio Real, 
matrícula número 17551-F-000 la cual es terreno filial 28 planta baja 
dedicada a uso habitacional en proceso de constricción. Situada en el 
distrito 05 Zapote, cantón 01 San José, de la provincia de San José. 
Colinda: al norte filial treinta y cinco; al sur alameda tres; al este filial 
veintisiete y al oeste filial veintinueve. Mide: cuarenta y un metros 
con cincuenta y cinco cuadrados-para el segundo remate se señalan 
las nueve horas y treinta minutos del once de diciembre de dos mil 
diecinueve, con la base de treinta y un mil setecientos ochenta y 
dos dólares con treinta y nueve centavos (rebajada en un veinticinco 
por ciento) y, para la tercera subasta se señalan las nueve horas y 
treinta minutos del diecinueve de diciembre de dos mil diecinueve 
con la base de diez mil quinientos noventa y cuatro dólares con trece 
centavos (un veinticinco por ciento de la base inicial). Notas: Se 
les informa a las personas interesadas en participar en la almoneda 
que, en caso de pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser 
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emitido a favor de este despacho. Publíquese este edicto por dos 
veces consecutivas, la primera publicación con un mínimo de cinco 
días de antelación a la fecha fijada para la subasta. Se remata por 
ordenarse así en proceso ejecución prendaria de Banco Bac San José 
Sociedad Anónima contra Erick Cantillano Mora. Expediente Nº 17-
018209-1164-CJ.—Juzgado Especializado de Cobro de Cartago, 
03 de octubre del año 2019.—Licda. Marcela Brenes Piedra, Jueza 
Tramitadora.—( IN2019398572 ).

En este Despacho, con una base de treinta y siete millones 
quinientos diecinueve mil trescientos ochenta y cuatro colones con 
un céntimos, libre de gravámenes y anotaciones; sáquese a remate la 
finca del partido de Alajuela, matrícula número 441321-000, la cual 
es terreno para construir lote 4. Situada: en el distrito 1-Sarchí Norte, 
cantón 12-Sarchí, de la provincia de Alajuela. Colinda: al norte, 
Lidieth Segura Umaña; al sur, Elida Segura Umaña y resto destinado 
a servidumbre de paso con un frente de 4 metros; al este, lote tres 
y resto destinado a servidumbre de paso con un frente 4 metros, 
y al oeste, Alicia Segura Umaña y Oldemar Segura Umaña. Mide: 
novecientos ochenta y cuatro metros con tres decímetros cuadrados. 
Plano: A-1170499-2007. Para tal efecto, se señalan las ocho horas 
y treinta minutos del dieciséis de diciembre del dos mil diecinueve. 
De no haber postores, el segundo remate, se efectuará a las ocho 
horas y treinta minutos del siete de enero del dos mil veinte, con la 
base de veintiocho millones ciento treinta y nueve mil quinientos 
treinta y ocho colones con un céntimos (75% de la base original), y 
de continuar sin oferentes, para el tercer remate, se señalan las ocho 
horas y treinta minutos del quince de enero del dos mil veinte, con la 
base de nueve millones trescientos setenta y nueve mil ochocientos 
cuarenta y seis colones exactos (25% de la base original). Notas: Se 
les informa a las personas interesadas en participar en la almoneda 
que, en caso de pagar con cheque certificado, el mismo deberá 
ser emitido a favor de este Despacho. Publíquese este edicto por 
dos veces consecutivas, la primera publicación con un mínimo de 
cinco días de antelación a la fecha fijada para la subasta. Se remata 
por ordenarse así en proceso ejecución hipotecaria de Banco de 
Costa Rica contra Dayana Patricia González Castro, Juan Paulo 
Segura Barrantes. Expediente Nº 19-001805-1204-CJ.—Juzgado 
de Cobro de Grecia, 25 de setiembre del 2019.—Jazmín Núñez 
Alfaro, Jueza Tramitadora.—( IN2019398586 ).

En este Despacho, con una base de trece mil seiscientos treinta 
y nueve dólares exactos, libre de gravámenes y anotaciones; sáquese 
a remate el vehículo placa: 874666, marca: Chevrolet, categoría: 
automóvil, serie: KL1CJ6C15BC527719, capacidad: 5 personas, 
año: 2011, color verde, cilindrada: 1000 CC. Para tal efecto se señalan 
las nueve horas y treinta minutos del diez de diciembre de dos mil 
diecinueve. De no haber postores, el segundo remate se efectuará a 
las nueve horas y treinta minutos del diecinueve de diciembre de dos 
mil diecinueve, con la base de diez mil doscientos veintinueve dólares 
con veinticinco centavos (75% de la base original) y de continuar sin 
oferentes, para el tercer remate se señalan las nueve horas y treinta 
minutos del catorce de enero de dos mil veinte, con la base de tres 
mil cuatrocientos nueve dólares con setenta y cinco centavos (25% de 
la base original). Notas: se les informa a las personas interesadas en 
participar en la almoneda que, en caso de pagar con cheque certificado, 
el mismo deberá ser emitido a favor de este despacho. Publíquese 
este edicto por dos veces consecutivas, la primera publicación con un 
mínimo de cinco días de antelación a la fecha fijada para la subasta. 
Se remata por ordenarse así en proceso ejecución prendaria de Banco 
BAC San José Sociedad Anónima contra Renzo Alejandro Barra 
Mindani. Expediente: 17-018219-1164-CJ.—Juzgado Especializado 
de Cobro de Cartago, 18 de octubre del 2019.—Marcela Brenes 
Piedra, Jueza Tramitadora.—( IN2019398591 ).

En este Despacho, con una base de cincuenta millones 
novecientos noventa y seis mil cuatrocientos ochenta y seis colones 
con quince céntimos, libre de gravámenes de garantías mobiliarias, 
pero soportando servidumbre trasladada inscrito bajo las citas 259-
00085-01-0901-001; sáquese a remate la finca del partido de San 
José, matrícula número 593752-000, derecho, la cual es terreno para 
construir con una casa y patio. Situada en el distrito 04 San Gabriel, 
cantón 06 Aserrí, de la provincia de San José. Colinda: al norte, 

Zulay Solano; al sur, calle pública 22.90 metros; al este, Rafael 
Solano y al oeste, calle pública con 21.58 metros. Mide: quinientos 
cuatro metros con ochenta y dos decímetros cuadrados. Para tal 
efecto, se señalan las nueve horas treinta minutos del veintiuno 
de abril del año dos mil veinte. De no haber postores, el segundo 
remate se efectuará a las nueve horas treinta minutos del veintinueve 
de abril del año dos mil veinte con la base de treinta y ocho millones 
doscientos cuarenta y siete mil trescientos sesenta y cuatro colones 
con sesenta y un céntimos (75% de la base original) y de continuar 
sin oferentes, para el tercer remate se señalan las nueve horas treinta 
minutos del ocho de mayo del año dos mil veinte con la base de doce 
millones setecientos cuarenta y nueve mil ciento veintiún colones 
con cincuenta y tres céntimos (25% de la base original). Notas: Se 
les informa a las personas interesadas en participar en la almoneda 
que, en caso de pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser 
emitido a favor de este despacho. Publíquese este edicto por dos 
veces consecutivas, la primera publicación con un mínimo de cinco 
días de antelación a la fecha fijada para la subasta. Se remata por 
ordenarse así en proceso ejecución hipotecaria de Banco Nacional 
de Costa Rica contra Israel Gerardo Miranda Alpízar, Roy Antonio 
Solano Vargas. Expediente Nº 19-005636-1765-CJ.—Juzgado 
Especializado de Cobro Segundo Circuito Judicial de San José, 
Sección Tercera, 02 de octubre del año 2019.—Msc. Hellen Viviana 
Segura Godínez, Jueza Tramitadora.—( IN2019398594 ).

En este despacho, con una base de dos millones ochenta 
y cinco mil trescientos treinta y dos colones con sesenta y un 
céntimos, libre de gravámenes y anotaciones; sáquese a remate el 
vehículo JVL108, marca Toyota, capacidad: 5 personas, año: 2002, 
VIN: JTDBT123X20213716, motor: 1NZ2014099, estilo: Echo, 
color: celeste, combustible: gasolina. Para tal efecto se señalan las 
diez horas y treinta minutos del veinticinco de noviembre del año 
dos mil diecinueve. De no haber postores, el segundo remate se 
efectuará a las diez horas y treinta minutos del tres de diciembre del 
año dos mil diecinueve con la base de un millón quinientos sesenta 
y tres mil novecientos noventa y nueve colones con cuarenta y seis 
céntimos (75% de la base original) y de continuar sin oferentes, 
para el tercer remate se señalan las diez horas y treinta minutos 
del once de diciembre del año dos mil diecinueve con la base de 
quinientos veintiún mil trescientos treinta y tres colones con quince 
céntimos (25% de la base original). Notas: Se les informa a las 
personas interesadas en participar en la almoneda que, en caso de 
pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser emitido a favor 
de este despacho. Publíquese este edicto por dos veces consecutivas, 
la primera publicación con un mínimo de cinco días de antelación 
a la fecha fijada para la subasta. Se remata por ordenarse así en 
proceso ejecución prendaria de Claudia Eduviges Ochoa Conza 
contra Jessica Vanessa Vargas López. Expediente N° 19-003904-
1200-CJ.—Juzgado de Cobro Primer Circuito Judicial Zona 
Sur (Pérez Zeledón), 20 de setiembre del año 2019.—Lic. Nelson 
Rodríguez Morales, Juez Tramitador.—( IN2019398634 ).

A las ocho horas del veintidós de noviembre del dos mil 
diecinueve, en la puerta exterior del local que ocupa este juzgado, 
en el mejor postor remataré la siguiente finca hipotecada: 1. Libre 
de gravámenes hipotecarios, con la base de diez millones quinientos 
cuarenta y nueve mil quinientos cuarenta colones con veintiún 
céntimos, la finca inscrita en propiedad al Partido de Alajuela 
matrícula número trescientos ochenta y cinco mil trescientos sesenta 
y nueve-cero cero cero, que es terreno de pasto con un Galerón, 
situado en el distrito tres El amparo, del cantón catorce Los Chiles, 
de la Provincia de Alajuela. Linderos, al norte: María Rosa Salazar 
Morales, al sur: Enrique Bermúdez Fernández y Calle Pública, 
al este: Calle pública con un frente de quinientos setenta y seis 
metros con cincuenta y seis decímetros cuadrados, al oeste: Jesús 
Gamboa Fonseca. Mide: Ciento treinta y nueve mil ochocientos 
noventa y nueve metros con sesenta y tres decímetros cuadrados. 
Plano A- 0768065-2002. Propietario Edrey Alberto Mena Aguilar. 
En caso de resultar fracasado el primer remate, para la segunda 
subasta con la rebaja del veinticinco por ciento de la base original, 
sea la base de siete millones novecientos doce mil ciento cincuenta y 
cinco colones con quince céntimos, remataré la finca del Partido de 
Alajuela matrícula número trescientos ochenta y cinco mil trescientos 
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sesenta y nueve-cero cero cero, para lo cual se señalan las ocho horas 
del seis de diciembre del dos mil diecinueve. En la eventualidad 
de que en el segundo remate tampoco se realicen posturas, para la 
tercera almoneda con la base del veinticinco por ciento de la base 
original, sea la base de dos millones seiscientos treinta y siete mil 
trescientos ochenta y cinco colones con cinco céntimos, remataré la 
finca del Partido de Alajuela matrícula número trescientos ochenta y 
cinco mil trescientos sesenta y nueve- cero cero cero, para lo cual se 
señalan las ocho horas del veinte de diciembre del dos mil diecinueve. 
Lo anterior por estar así ordenado en Proceso de Ejecución Banco 
Nacional de Costa Rica. contra María Rosa Salazar Rojas. Expediente 
Nº 19-000051-1202-CJ.—Juzgado Agrario del Segundo Circuito 
Judicial de Alajuela. Ciudad Quesada, 17 de octubre del 2019.—
Licda. Ana Milena Castro Elizondo, Jueza Agraria.—1 vez.—O. C. 
Nº 364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2019398643 ).

En este Despacho, con una base de tres millones quinientos mil 
colones exactos, soportando servidumbre trasladada anotada al tomo 
374 asiento 18742, sáquese a remate la finca del Partido de: San José, 
matrícula número: 373743, duplicado: horizontal: derecho: 000, 
naturaleza: para construir lote 18 bloque A. Situada en el distrito: 
05-Ipís, cantón: 08-Goicoechea, provincia: San José. Linderos: al 
norte, Inversiones Quesada y Campos S.A.; al sur, Miriam Castrillo 
Cárdenas; al este, resto des a calle pública; y al oeste, Luis Edo 
Chinchilla Gutiérrez. Mide: ciento treinta y tres metros con tres 
decímetros cuadrados. Para tal efecto, se señalan las once horas y 
veinte minutos del diecisiete de diciembre del dos mil diecinueve. 
De no haber postores, el segundo remate se efectuará a las once 
horas y veinte minutos del catorce de enero del dos mil veinte, con 
la base de dos millones seiscientos veinticinco mil colones exactos 
(75% de la base original) y de continuar sin oferentes, para el tercer 
remate se señalan las once horas y veinte minutos del veintidós de 
enero del dos mil veinte, con la base de ochocientos setenta y cinco 
mil colones exactos (25% de la base original). Notas: Se le informa 
a las personas interesadas en participar en la almoneda que, en caso 
de pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser emitido a favor 
de este despacho. Publíquese este edicto por dos veces consecutivas, 
la primera publicación con un mínimo de cinco días de antelación 
a la fecha fijada para la subasta. Se remata por ordenarse así en 
proceso ejecución hipotecaria de Paolo Cappelletti no posee contra 
Luis Carlos Vásquez Córdoba. Expediente N° 19-007017-1170-
CJ.—Juzgado Segundo Especializado de Cobro Primer Circuito 
Judicial de San José, 13 de setiembre del 2019.—Lic. Henry 
Steven Sanarrusia Gómez, Juez Decisor.—( IN2019398858 ).

PRIMERA PUBLICACIÓN
En este Despacho, con una base de nueve millones setecientos 

sesenta y siete mil setenta y cinco colones con treinta y cinco 
céntimos, libre de gravámenes hipotecarios, pero soportando 
reservas de Ley de Aguas y Ley de Caminos Públicos bajo las citas: 
2013-85768-01-0004-001; sáquese a remate la finca del partido de 
Alajuela, matrícula número 504309-000, la cual es terreno con una 
casa. Situada en el distrito 10-Venado, cantón 10-San Carlos, de la 
provincia de Alajuela. Colinda: al norte, Ricardo Ramírez Pérez, sur, 
calle pública con un frente a ella de 29.97 metros lineales, este, calle 
pública con un frente a ella de 29.97 metros lineales, oeste, Ricardo 
Ramírez Pérez. Mide: trescientos noventa y ocho metros cuadrados. 
Plano: A-1597747-2012. Para tal efecto, se señalan las diez horas y 
cero minutos del diez de diciembre del año dos mil diecinueve. De 
no haber postores, el segundo remate se efectuará a las diez horas y 
cero minutos del dieciocho de diciembre del año dos mil diecinueve 
con la base de siete millones trescientos veinticinco mil trescientos 
seis colones con cincuenta y un céntimos (75% de la base original) 
y de continuar sin oferentes, para el tercer remate se señalan las diez 
horas y cero minutos del nueve de enero del año dos mil veinte con 
la base de dos millones cuatrocientos cuarenta y un mil setecientos 
sesenta y ocho colones con ochenta y cuatro céntimos (25% de la 
base original). Se remata por ordenarse así en proceso ejecución 
hipotecaria de Coocique R.L. contra Marvin Antonio Ramírez 
Mora. Expediente Nº 19-002527-1202-CJ.—Juzgado de Cobro del 
Segundo Circuito Judicial de Alajuela, 07 de octubre del 2019.—
Lilliam Álvarez Villegas, Jueza Decisora.—( IN2019398859 ).

En este Despacho, con una base de cien mil dólares exactos, 
libre de gravámenes y anotaciones; sáquese a remate la finca del 
Partido de Guanacaste, matrícula N° 9150-000, la cual es terreno 
de pasto. Situada en el distrito 6-Tierras Morenas, cantón 8-Tilarán 
de la provincia de Guanacaste. Colinda: al norte, Ganadera el 
Sombrerito S. A.; al sur, Rio Cabuyo en medio Codo Cliver Ruiz 
Cabezas y Evelio Picado Céspedes; al este, Rio Cabuyo en medio 
Evelio Picado Céspedez; y al oeste Ganadera el Sombrerito S. A. y 
en parte calle pública en un frente de 116 mts. con 80 cms. lineales. 
Mide: cuarenta y nueve mil seiscientos ochenta metros con treinta 
y dos decímetros cuadrados. Plano: G-0528565-1998. Identificador 
predial: 508060009150. Para tal efecto, se señalan las nueve 
horas y treinta minutos del veintinueve de noviembre del dos mil 
diecinueve. De no haber postores, el segundo remate se efectuará 
a las nueve horas y treinta minutos del nueve de diciembre del dos 
mil diecinueve, con la base de setenta y cinco mil dólares exactos 
(75% de la base original) y de continuar sin oferentes, para el tercer 
remate se señalan las nueve horas y treinta minutos del diecisiete 
de diciembre del dos mil diecinueve, con la base de veinticinco mil 
dólares exactos (25% de la base original). Notas: se le informa a las 
personas interesadas en participar en la almoneda que en caso de 
pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser emitido a favor 
de este despacho. publíquese este edicto por dos veces consecutivas, 
la primera publicación con un mínimo de cinco días de antelación 
a la fecha fijada para la subasta. Se remata por ordenarse así en 
proceso ejecución hipotecaria de Maricela Del Carmen Román 
Hernández contra Corporación Marcam S. A. Expediente: 18-
004266-1205-CJ.—Juzgado de Cobro del Primer Circuito 
Judicial de Guanacaste, 8 de octubre del 2019.—Licda. Natalia 
Orozco Murillo, Jueza Decisora.—( IN2019399249 ).

En este Despacho, con una base de nueve millones trescientos 
cuarenta y un mil setenta y dos colones con dos céntimos, libre de 
gravámenes y anotaciones; sáquese a remate la finca del partido 
de San José, matrícula número 328325-A, derecho 000, la cual es 
terreno T/construir 1 casa 1 taller. Situada: en el distrito 01 San 
Isidro de El General, cantón 19 Pérez Zeledón, de la provincia 
de San José. Colinda: al norte, calle pública; al sur, Frank Rojas 
Fallas; al este, William Mata Espinoza, y al oeste, Ministerio de 
Gobernación. Mide: trescientos seis metros con seis decímetros 
cuadrados. Para tal efecto, se señalan las quince horas y cero 
minutos del dieciséis de enero del dos mil veinte. De no haber 
postores, el segundo remate, se efectuará a las quince horas y cero 
minutos del veinticuatro de enero del dos mil veinte, con la base 
de siete millones cinco mil ochocientos cuatro colones con dos 
céntimos (75% de la base original), y de continuar sin oferentes, 
para el tercer remate, se señalan las quince horas y cero minutos 
del tres de febrero del dos mil veinte, con la base de dos millones 
trescientos treinta y cinco mil doscientos sesenta y ocho colones con 
un céntimos (25% de la base original). Notas: Se les informa a las 
personas interesadas en participar en la almoneda que, en caso de 
pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser emitido a favor de 
este Despacho. Publíquese este edicto por dos veces consecutivas, la 
primera publicación con un mínimo de cinco días de antelación a la 
fecha fijada para la subasta. Se remata por ordenarse así en proceso 
ejecución hipotecaria de Banco Popular y de Desarrollo Comunal 
contra Amanda Patricia Espinoza Padilla, Luis Roberto Núñez 
Mata, Roberto Antonio Núñez Viachica. Expediente Nº 18-001070-
1200-CJ.—Juzgado de Cobro del Primer Circuito Judicial de 
la Zona Sur (Pérez Zeledón), 30 de setiembre del 2019.—Carlos 
Contreras Reyes, Juez Decisor.—( IN2019399274 ).

En este Despacho, con una base de doce millones cuatrocientos 
ochenta y cinco mil setecientos cincuenta y ocho colones con 
veinticinco céntimos, libre de gravámenes hipotecarios, pero 
soportando servidumbre trasladada citas: 339-03845-01-0903-001; 
sáquese a remate la Finca inscrita en el Registro Público, partido 
de San José, Sección de Propiedad, bajo el sistema de folio real, 
matrícula número 310302-000 la cual es terreno para construir 
con una casa. Situada en el distrito 3-Copey, cantón 17-Dota, de la 
provincia de San José. Colinda: al norte, Gonzalo Varela Gómez; 
al sur, Manuel Enrique Marín Blanco; al este, calle pública y al 
oeste, Martin Gómez Chinchilla. Mide: doscientos diecinueve 
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remate se señalan las ocho horas y cero minutos del treinta y uno 
de enero del dos mil veinte con la base de seis millones ciento 
dieciocho mil seiscientos sesenta y cuatro colones con cincuenta y 
nueve céntimos (25% de la base original). Notas: Se le informa a 
las personas interesadas en participar en la almoneda que en caso de 
pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser emitido a favor de 
este despacho. Publíquese este edicto por dos veces consecutivas, la 
primera publicación con un mínimo de cinco días de antelación a la 
fecha fijada para la subasta. Se remata por ordenarse así en proceso 
ejecución hipotecaria de Banco Nacional de Costa Rica contra José 
Fernando Fernández Beita. Expediente N° 19-004380-1200-CJ.—
Juzgado de Cobro Primer Circuito Judicial Zona Sur (Pérez 
Zeledón), 08 de octubre del 2019.—José Ricardo Cerdas Monge, 
Juez Tramitador.—( IN2019399614 ).

En este Despacho, con una base de ochenta y seis millones 
de colones exactos, libre de gravámenes hipotecarios, pero 
soportando servidumbre trasladada citas: 385-06541-01-0905-001 
y servidumbre de líneas eléctricas y de paso citas: 2011-96768-
01-0002-001; sáquese a remate la finca del partido de Heredia, 
matrícula N° 134919, derecho 000, la cual es terreno de potrero. 
Situada en el distrito Varablanca, cantón Heredia, de la provincia de 
Heredia. Colinda: al norte, Tomas Harrington; al sur, Hugo Ramírez 
Gutiérrez; al este, camino público, y al oeste, Río Azufre. Mide: 
cuarenta y ocho mil ochocientos treinta y ocho metros con treinta 
y un decímetros cuadrados. Para tal efecto, se señalan las catorce 
horas y cuarenta y cinco minutos del quince de noviembre del dos 
mil diecinueve. De no haber postores, el segundo remate se efectuará 
a las catorce horas y cuarenta y cinco minutos del veinticinco de 
noviembre del dos mil diecinueve, con la base de sesenta y cuatro 
millones quinientos mil colones exactos (75% de la base original), 
y de continuar sin oferentes, para el tercer remate, se señalan las 
catorce horas y cuarenta y cinco minutos del tres de diciembre del 
dos mil diecinueve, con la base de veintiún millones quinientos mil 
colones exactos (25% de la base original). Notas: Se les informa a 
las personas interesadas en participar en la almoneda que, en caso de 
pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser emitido a favor de 
este despacho. Publíquese este edicto por dos veces consecutivas, la 
primera publicación con un mínimo de cinco días de antelación a la 
fecha fijada para la subasta. Se remata por ordenarse así en proceso 
ejecución hipotecaria de Banco de Costa Rica contra Martín Roberto 
Jiménez Gómez. Expediente Nº 19-008545-1158-CJ.—Juzgado de 
Cobro de Heredia, 20 de setiembre del 2019.—German Valverde 
Vindas, Juez Tramitador.—( IN2019399697 ).

En este Despacho, con una base de cuatro millones seiscientos 
sesenta y siete mil seiscientos ochenta y un colones exactos, 
libre de gravámenes y anotaciones; sáquese a remate el vehículo 
placa TL-578, marca Hyundai, estilo Accent, modelo 2007, VIN 
KMHCM41AP7U126234, color rojo. Para tal efecto se señalan 
las ocho horas y cero minutos del veinte de enero del año dos mil 
veinte. De no haber postores, el segundo remate se efectuará a las 
ocho horas y cero minutos del veintiocho de enero del año dos mil 
veinte con la base de tres millones quinientos mil setecientos sesenta 
colones con setenta y cinco céntimos (75% de la base original) y 
de continuar sin oferentes, para el tercer remate se señalan las ocho 
horas y cero minutos del cinco de febrero del año dos mil veinte con 
la base de un millón ciento sesenta y seis mil novecientos veinte 
colones con veinticinco céntimos (25% de la base original). Notas: 
Se le informa a las personas interesadas en participar en la almoneda 
que en caso de pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser 
emitido a favor de este despacho. Publíquese este edicto por dos 
veces consecutivas, la primera publicación con un mínimo de cinco 
días de antelación a la fecha fijada para la subasta. Se remata por 
ordenarse así en proceso ejecución prendaria de Credibrothers S. 
A. contra Rafael Arturo Zúñiga Conejo. Expediente Nº 19-003855-
1208-CJ.—Juzgado de Cobro del Primer Circuito Judicial Zona 
Atlántica, 01 de octubre del año 2019.—Hazel Carvajal Rojas, 
Jueza Decisora.—( IN2019399740 ).

En este Despacho, con una base de ocho millones de colones 
exactos, libre de gravámenes hipotecarios, pero soportando 
servidumbre de paso citas: 517-14780-01-0002-001; sáquese a 

metros con veintidós decímetros cuadrados. Para tal efecto, se 
señalan las diez horas y treinta minutos (10:30 a.m.) del dieciocho 
de noviembre de dos mil diecinueve. De no haber postores, el 
segundo remate se efectuará a las diez horas y treinta minutos 
(10:30 a.m.) del veintiocho de noviembre de dos mil diecinueve 
con la base de nueve millones trescientos sesenta y cuatro mil 
trescientos dieciocho colones con sesenta y ocho céntimos (75% de 
la base original) y de continuar sin oferentes, para el tercer remate 
se señalan las diez horas y treinta minutos (10:30 am) del cuatro de 
diciembre de dos mil diecinueve con la base de tres millones ciento 
veintiún mil cuatrocientos treinta y nueve colones con cincuenta y 
seis céntimos (25% de la base original). Notas: Se les informa a las 
personas interesadas en participar en la almoneda que en caso de 
pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser emitido a favor 
de este despacho. Publíquese este edicto por dos veces consecutivas, 
la primera publicación con un mínimo de cinco días de antelación 
a la fecha fijada para la subasta. Se remata por ordenarse así en 
proceso ejecución hipotecaria de Banco Popular y de Desarrollo 
Comunal contra William Alexis Marín Blanco. Expediente Nº 17-
001337-1164-CJ.—Juzgado Especializado de Cobro de Cartago, 
22 de octubre del 2019.—Yendri Patricia Rojas Pérez, Jueza 
Tramitadora.—( IN2019399348 ).

En este Despacho, con una base de veinte millones seiscientos 
dos mil cuatrocientos setenta y nueve colones con quince céntimos, 
libre de gravámenes hipotecarios, pero soportando reservas y 
restricciones citas: 340-05921-01-0800-001, sáquese a remate la 
finca del partido de San José, matrícula número 514480-000, la cual 
es terreno con árboles frutales. Situada en el distrito 1-San Isidro de 
El General, cantón 19-Pérez Zeledón, de la provincia de San José. 
Colinda: al norte Álvaro Gamboa Barrantes; al sur Ramon Monge 
Rojas; al este, calle publica y al oeste Ramon Monge Rojas. Mide: 
setecientos tres metros con sesenta y tres decímetros cuadrados, 
según plano catastrado número SJ-0630881-2000. Para tal efecto, 
se señalan las nueve horas y cero minutos del veinte de enero del 
año dos mil veinte. De no haber postores, el segundo remate se 
efectuará a las nueve horas y cero minutos del veintiocho de enero 
del año dos mil veinte con la base de quince millones cuatrocientos 
cincuenta y un mil ochocientos cincuenta y nueve colones con 
treinta y seis céntimos (75% de la base original) y de continuar sin 
oferentes, para el tercer remate se señalan las nueve horas y cero 
minutos del cinco de febrero del año dos mil veinte con la base de 
cinco millones ciento cincuenta mil seiscientos diecinueve colones 
con setenta y nueve céntimos (25% de la base original). Notas: Se 
le informa a las personas interesadas en participar en la almoneda 
que en caso de pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser 
emitido a favor de este despacho. Publíquese este edicto por dos 
veces consecutivas, la primera publicación con un mínimo de cinco 
días de antelación a la fecha fijada para la subasta. Se remata por 
ordenarse así en proceso ejecución hipotecaria de Banco Nacional 
de Costa Rica contra Silvia Elena Navarro Salas. Expediente Nº 19-
004694-1200-CJ.—Juzgado de Cobro Primer Circuito Judicial 
Zona Sur (Pérez Zeledón), 03 de octubre del año 2019.—Carlos 
Contreras Reyes, Juez Decisor.—( IN2019399613 ).

En este Despacho, con una base de veinticuatro millones 
cuatrocientos setenta y cuatro mil seiscientos cincuenta y ocho 
colones con treinta y seis céntimos, libre de gravámenes y 
anotaciones; sáquese a remate la finca del partido de San José, 
matrícula número cuatrocientos cuarenta y cuatro mil setecientos 
noventa y seis, derecho cero cero cero , la cual es terreno para 
construir con una casa. Situada en el distrito dos, El General, cantón 
diecinueve, Pérez Zeledón, de la provincia de San José. Colinda: 
al norte, José Fernando Fernández Beita; al sur, Jorge Luis Parra; 
al este, calle pública; y al oeste, José Fernando Fernández Beita. 
Mide: cuatrocientos cuarenta y nueve metros con noventa y cinco 
decímetros cuadrados metros cuadrados. Para tal efecto, se señalan 
las ocho horas y cero minutos del quince de enero del dos mil veinte. 
De no haber postores, el segundo remate se efectuará a las ocho 
horas y cero minutos del veintitrés de enero del dos mil veinte con 
la base de dieciocho millones trescientos cincuenta y cinco mil 
novecientos noventa y tres colones con setenta y siete céntimos 
(75% de la base original) y de continuar sin oferentes, para el tercer 
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minutos del trece de enero del dos mil veinte. De no haber postores, 
el segundo remate, se efectuará a las diez horas y cero minutos del 
veintiuno de enero del dos mil veinte, con la base de cuatro millones 
ochocientos veintiocho mil doscientos cuarenta y cuatro colones con 
cuarenta y seis céntimos (75% de la base original), y de continuar 
sin oferentes, para el tercer remate, se señalan las diez horas y cero 
minutos del veintinueve de enero del dos mil veinte, con la base 
de un millón seiscientos nueve mil cuatrocientos catorce colones 
con ochenta y dos céntimos (25% de la base original). Notas: Se 
les informa a las personas interesadas en participar en la almoneda 
que, en caso de pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser 
emitido a favor de este Despacho. Publíquese este edicto por dos 
veces consecutivas, la primera publicación con un mínimo de cinco 
días de antelación a la fecha fijada para la subasta. Se remata por 
ordenarse así en proceso ejecución hipotecaria de Cooperativa de 
Ahorro y Crédito de la Comunidad de Ciudad Quesada COOCIQUE 
R.L. contra Clara Julia Guzmán Salazar, Prindy Dahianna 
Araya Guzmán. Expediente Nº 18-010384-1164-CJ.—Juzgado 
Especializado de Cobro de Cartago, 16 de agosto del 2019.—Lic. 
Gerardo Monge Blanco, Juez Decisor.—( IN2019399817 ).

En este Despacho, con una base de cinco millones de 
colones exactos, libre de gravámenes hipotecarios, pero soportando 
servidumbre de paso, citas: 0408-00010788-01-0004-001 y 
servidumbre de paso, citas: 0423-00010846-01-0002-001; sáquese 
a remate la finca del partido de puntarenas, matrícula número 
noventa y un mil seiscientos ochenta y uno, derecho-cero cero cero 
la cual es terreno de repasto. Situada en el distrito 01 Jacó, cantón 
11 Garabito, de la provincia de Puntarenas. Colinda: al norte, Jorgue 
Arguedas Rojas; al sur, camino público con un frente de 83 metros 
con 82 centímetros en medio de Nathaniel Cutright Smith; al este, 
Nathaniel Cutright Smith; y al oeste, Nathaniel Cutright Smith. 
Mide: diez mil metros con cero decímetros metros cuadrados. Para 
tal efecto, se señalan las ocho horas y diez minutos del diecinueve 
de noviembre del dos mil diecinueve. De no haber postores, el 
segundo remate se efectuará a las ocho horas y diez minutos del 
veintisiete de noviembre del dos mil diecinueve, con la base de 
tres millones setecientos cincuenta mil colones exactos (75% de la 
base original) y de continuar sin oferentes, para el tercer remate se 
señalan las ocho horas y diez minutos del cinco de diciembre del dos 
mil diecinueve, con la base de un millón doscientos cincuenta mil 
colones exactos (25% de la base original). Notas: Se le informa a las 
personas interesadas en participar en la almoneda que, en caso de 
pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser emitido a favor de 
este despacho. Publíquese este edicto por dos veces consecutivas, la 
primera publicación con un mínimo de cinco días de antelación a la 
fecha fijada para la subasta. Se remata por ordenarse así en proceso 
ejecución hipotecaria de Luz María de Los Ángeles Cascante Arias 
contra Juan Rafael Arias Castro. Expediente N° 18-003909-1207-
CJ.—Juzgado de Cobro de Puntarenas, 09 de julio del 2019.—
Lic. Víctor Obando Rivera, Juez Decisor.—( IN2019399893 ).

En este Despacho, con una base de ocho millones ochocientos 
mil colones exactos, libre de gravámenes y anotaciones; sáquese 
a remate el vehículo BNJ429. Marca: Toyota. Estilo: Corolla. 
Categoría: automóvil. Capacidad: 5 personas. Carrocería: sedan 
4 puertas. Tracción: 4X2. Año fabricación: 2014. Estado actual: 
inscrito. Cilindrada: 1800 c.c. Cilindros: 4. Potencia: 100 KW. 
Combustible: gasolina. Para tal efecto se señalan las quince horas 
y cero minutos del doce de diciembre del dos mil diecinueve. De 
no haber postores, el segundo remate se efectuará a las quince 
horas y cero minutos del nueve de enero del dos mil veinte con 
la base de seis millones seiscientos mil colones exactos (75% de 
la base original) y de continuar sin oferentes, para el tercer remate 
se señalan las quince horas y cero minutos del dieciséis de enero 
del dos mil veinte con la base de dos millones doscientos mil 
colones exactos (25% de la base original). Notas: Se le informa a 
las personas interesadas en participar en la almoneda que en caso de 
pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser emitido a favor de 
este despacho. Publíquese este edicto por dos veces consecutivas, la 
primera publicación con un mínimo de cinco días de antelación a la 
fecha fijada para la subasta. Se remata por ordenarse así en proceso 

remate la finca del partido de Guanacaste, matrícula número 207571, 
derecho 000, la cual es terreno naturaleza: terreno para construir 
y repastos situada en el distrito 1-Carmona, cantón 9-Nandayure 
de la provincia de Guanacaste. Finca ubicada en zona catastrada. 
Linderos: norte, Luzmilda Quirós Barrantes y Río Nandayure, sur, 
calle publica, Isabel González Alvarado y Martin Quesada García, 
este, Luzmilda Quirós Barrantes, oeste, Luzmilda Quirós Barrantes. 
Mide: dos mil ochocientos setenta y nueve metros cuadrados. Plano: 
G-1702332-2013. Para tal efecto, se señalan las ocho horas y cero 
minutos del veinte de enero del dos mil veinte. De no haber postores, 
el segundo remate, se efectuará a las ocho horas y cero minutos del 
veintiocho de enero del dos mil veinte con la base de seis millones 
de colones exactos (75% de la base original), y de continuar sin 
oferentes, para el tercer remate, se señalan las ocho horas y cero 
minutos del cinco de febrero del dos mil veinte, con la base de dos 
millones de colones exactos (25% de la base original). Notas: Se 
les informa a las personas interesadas en participar en la almoneda 
que, en caso de pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser 
emitido a favor de este despacho. Publíquese este edicto por dos 
veces consecutivas, la primera publicación con un mínimo de cinco 
días de antelación a la fecha fijada para la subasta. Se remata por 
ordenarse así en proceso ejecución hipotecaria de Eduardo Orlando 
Villalobos Salazar contra Martin Quesada García. Expediente Nº 
17-002053-1206-CJ.—Juzgado de Cobro del Segundo Circuito 
Judicial Guanacaste (Santa Cruz), 04 de octubre del 2019.—Lic. 
Luis Abner Salas Muñoz, Juez.—( IN2019399751 ).

En este Despacho, con una base de dos millones doscientos 
cuarenta mil ciento sesenta y nueve colones con cincuenta y siete 
céntimos, libre de gravámenes hipotecarios, pero soportando 
reservas y restricciones inscritas bajo las 268-08450-01-0901-001 
y servidumbre sirviente inscrita bajo las citas: 382-11500-01-0001-
001; sáquese a remate la finca del partido de Alajuela, matrícula 
número 456542-000, la cual es terreno de solar. Situada: en el 
distrito 5 Venecia, cantón 10 San Carlos, de la provincia de Alajuela. 
Colinda: al norte, calle pública con un frente a ella de 24 metros 55 
centímetros lineales; al sur, Bolívar Vargas Arce; al este, Bolívar 
Vargas Arce, y al oeste, Bolívar Vargas Arce. Mide: quinientos 
setenta y nueve metros con veinticinco decímetros cuadrados. 
Para tal efecto, se señalan las quince horas del diez de diciembre 
del dos mil diecinueve. De no haber postores, el segundo remate, 
se efectuará a las quince horas del dieciocho de diciembre del dos 
mil diecinueve, con la base de un millón seiscientos ochenta mil 
ciento veintisiete colones con dieciocho céntimos (75% de la base 
original), y de continuar sin oferentes, para el tercer remate, se 
señalan las quince horas del nueve de enero del dos mil veinte, con 
la base de quinientos sesenta mil cuarenta y dos colones con treinta 
y nueve céntimos (25% de la base original). Notas: Se les informa a 
las personas interesadas en participar en la almoneda que, en caso de 
pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser emitido a favor de 
este Despacho. Publíquese este edicto por dos veces consecutivas, la 
primera publicación con un mínimo de cinco días de antelación a la 
fecha fijada para la subasta. Se remata por ordenarse así en proceso 
ejecución hipotecaria de COOCIQUE R.L. contra Braulio Francisco 
Aguirre Vásquez. Expediente Nº 19-002362-1202-CJ.—Juzgado 
de Cobro del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, Ciudad 
Quesada, 10 de octubre del 2019.—Lic. Giovanni Vargas Loaiza, 
Juez Decisor.—( IN2019399815 ).

En este Despacho, con una base de seis millones cuatrocientos 
treinta y siete mil seiscientos cincuenta y nueve colones con 
veintinueve céntimos, libre de gravámenes y anotaciones judiciales; 
sáquese a remate la finca del partido de Cartago, matrícula número 
ciento noventa mil quinientos ochenta y seis, derecho 000, la cual es 
terreno para construir con una casa. Situada: en el distrito 1-Paraíso, 
cantón 2-Paraíso de la provincia de Cartago, de la provincia de 
Cartago. Colinda: al norte, Elizabeth Alvarado Solano y Andrea 
Elizabeth Zúñiga Alvarado; al sur, calle pública con nueve metros 
sesenta y seis centímetros; al este, Estrellita Alfaro Matamoros y 
Víctor Manuel Angulo Jimenez, y al oeste, Elizabeth Alvarado 
Solano. Mide: doscientos sesenta y tres metros con setenta y nueve 
decímetros cuadrados. Para tal efecto, se señalan las diez horas y cero 
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de información posesoria N° 19-000208-0298-AG, establecida por 
Pablo Ruiz Castillo.—Juzgado Agrario del Segundo Circuito 
Judicial de Alajuela, Ciudad Quesada, 18 de octubre del 2019.—
Licda. Ana Milena Castro Elizondo, Jueza Agraria.—1 vez.—O.C. 
N° 364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2019397928 ).

Citaciones
Lic. Walter Ávila Hernández, notario público con oficina 

abierta en la ciudad de San Ramón, Alajuela, hace saber: Que a 
las 10:00 horas del día 24 de julio del 2019, en mi notaría, bajo 
el expediente número: 0002-2019, se declaró abierto el proceso 
sucesorio ab intestato en sede notarial, de quien en vida fue: 
Gloria Fernández Araya, con cédula de identidad número: dos-
cero doscientos setenta y uno-cero trescientos noventa y tres. Se 
cita y emplaza a herederos, legatarios, acreedores y, en general a 
todos quienes puedan resultar interesados o crean tener derechos en 
la presente sucesión extrajudicial en sede notarial, a efecto de que 
concurran a hacer valer sus derechos dentro de los siguientes treinta 
días a partir de la respectiva publicación del edicto en el Boletín 
Judicial, en la oficina del suscrito notario, sita en la ciudad de San 
Ramón, provincia de Alajuela, ciento cincuenta metros al oeste del 
Descuentazo, bajo el apercibimiento de que si no se apersonan a la 
sucesión en esta notaría dentro del término conferido, la herencia 
pasará a quien corresponda.—Lic. Walter Ávila Hernández, 
Notario.—1 vez.—( IN2019397920 ).

Avisos
Licda. Mayra Trigueros Brenes, Jueza del Juzgado Segundo 

de Familia de San José; hace saber a Holger Speth, documento de 
identidad N° 323725549, casado, empresario, vecino de domicilio 
desconocido, que en este despacho se interpuso un proceso divorcio 
en su contra, bajo el expediente N° 19-000505-0187-FA, donde se 
dictaron las resoluciones que literalmente dicen: Juzgado Segundo 
de Familia de San José, a las nueve horas y seis minutos del dieciocho 
de octubre de dos mil diecinueve. I.—Se tiene por aceptado el cargo 
de curador procesal por parte del Licenciado Juan José Alvarado 
Quirós. II.—Del anterior proceso abreviado de divorcio establecido 
por Florita Elieth Arguedas Sibaja, se confiere traslado por el plazo 
de diez días a Holger Speth para que en la persona de su curador 
procesal Licenciado Juan José Alvarado Quirós, se oponga a la 
demanda o manifieste su conformidad con la misma. Dentro del 
plazo de cinco días podrá oponer excepciones previas. Al contestar 
negativamente deberá expresar con claridad las razones que tenga 
para su negativa y los fundamentos legales en que se apoya. 
Respecto de los hechos de la demanda, deberá contestarlos uno a 
uno, manifestando categóricamente si los rechaza por inexactos, 
o si los admite como ciertos o con variantes o rectificaciones. En 
la misma oportunidad deberá ofrecer las pruebas que tuviere, con 
indicación en su caso del nombre y las generales de ley de los 
testigos y los hechos a que se referirá cada uno. Se le previene a 
la parte demandada, que en el primer escrito que presente debe 
señalar un medio para atender notificaciones, bajo el apercibimiento 
de que mientras no lo haga, las resoluciones posteriores quedarán 
notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, 
incluidas las sentencias. Se producirá igual consecuencia cuando la 
notificación no se pueda efectuar en el medio señalado. Artículos 
11, 34, 36 y 50 de la Ley de Notificaciones Judiciales N° 8687 
del 28 de octubre del 2008, publicada en La Gaceta N° 20, del 29 
de enero de 2009.- Con respecto al medio, se le hace saber a las 
partes lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesión N° 65-08, 
celebrada el 2 de setiembre del 2008, artículo LXII, Circular 169-
2008, en el sentido de que, si desean señalar un fax como medio de 
notificación, dicho fax debe ser de uso exclusivo para el envío y 
recepción de documentos, por lo que no pueden utilizarlo también 
como teléfono. “Se exhorta a las partes a que suministren un número 
de teléfono “celular”, con el fin de enviar avisos y recordatorios 
de actuaciones del despacho. Esta petición es para cubrir nuestras 
necesidades internas de trámite procesal, buscando la agilización del 
mismo, pero en ningún momento sustituye los medios establecidos 
explícitamente en lo legal para la recepción de notificaciones. 
III.—Notifíquese esta resolución al demandado, por medio de su 
curador procesal el Licenciado Alvarado Quirós. De conformidad 

ejecución prendaria de Rebeca Ruiz Arguedas contra Raquel Muñoz 
Vargas. Expediente N° 19-002522-1204-CJ.—Juzgado de Cobro 
de Grecia, 23 de setiembre del 2019.—María Del Milagro Montero 
Barrantes, Jueza Decisora.—( IN2019399902 ).

En este Despacho, con una base de veintinueve millones 
novecientos mil colones exactos, libre de gravámenes y anotaciones; 
sáquese a remate la finca del partido de San José, Folio Real matrícula 
cuatrocientos ochenta y siete mil ochenta y cinco-cero cero cero, la 
cual es terreno para construir con una casa. Situada: en el distrito tres 
San Juan de Dios, cantón tres Desamparados, de la provincia de San 
José. Colinda: al norte, calle pública; al sur, Ronny Mata Gamboa y 
Celima Camacho Vargas; al este, lote ocho, y al oeste, lote seis. Mide: 
ciento veinticuatro metros con sesenta y tres decímetros cuadrados. 
Para tal efecto, se señalan las nueve horas del diez de enero del dos 
mil veinte. De no haber postores, el segundo remate, se efectuará a 
las nueve horas del veinte de enero del dos mil veinte, con la base 
de veintidós millones cuatrocientos veinticinco mil colones exactos 
(75% de la base original), y de continuar sin oferentes, para el tercer 
remate, se señalan las nueve horas del veintiocho de enero del 
dos mil veinte, con la base de siete millones cuatrocientos setenta 
y cinco mil colones exactos (25% de la base original). Notas: Se 
les informa a las personas interesadas en participar en la almoneda 
que, en caso de pagar con cheque certificado, el mismo deberá ser 
emitido a favor de este Despacho. Publíquese este edicto por dos 
veces consecutivas, la primera publicación con un mínimo de cinco 
días de antelación a la fecha fijada para la subasta. Se remata por 
ordenarse así en proceso ejecución hipotecaria de Banco Nacional 
de Costa Rica contra Adriana Vanessa Gonzalo Madrigal, Alexander 
Alfonso Palma Villalobos. Expediente Nº 16-017381-1012-CJ.—
Juzgado Especializado de Cobro del Segundo Circuito Judicial 
de San José, Sección Primera, 18 de octubre del 2019.—Lic. 
Esteban Herrera Vargas, Juez Tramitador.—( IN2019400066 ).

Convocatorias
Se convoca a todas las personas interesadas en la asamblea 

promovida por la Fundación Turrialbeña Pro Clínica del Dolor y 
Cuidados Paliativos del Hospital William Allen de Turrialba, a 
una Junta que se verificará en este Juzgado a las nueve horas con 
cero minutos del veinte de noviembre del dos mil diecinueve, a 
efecto de llevar a cabo una Asamblea con el propósito de que en 
el orden del día se conozca sobre la reforma del artículo décimo 
quinto del estatuto constitutivo de la Fundación Turrialbeña 
Proclínica del Dolor y Cuidados Paliativos del Hospital William 
Allen de Turrialba, cédula jurídica N° 3-006-185384. Expediente 
Nº 17-000044-0341-CI.—Juzgado Civil, Trabajo y Agrario 
de Turrialba, 13 de setiembre del 2019.—Yeison Rodríguez 
Fernández, Juez Tramitador.—1 vez.—( IN2019399018 ).

Títulos Supletorios
Pablo Ruiz Castillo, nicaragüense, mayor, casado una vez, 

peón agrícola, cédula de residencia 155805406900, vecino de 
Viento Fresco de Aguas Zarcas, San Carlos, cien metros Oeste del 
Super Economás. Solicita se levante información posesoria a fin de 
que se inscriba a su nombre en el Registro Público de la Propiedad, 
el fundo sin inscribir que le pertenece y que se describe así: Terreno 
con agricultura, casa de zocalo y madera, sito en Moravia de Cutris, 
distrito 11 del cantón 10, San Carlos, Alajuela, con los siguientes 
linderos: al noroeste, Pablo Ruiz Castillo; al sur, Mario Villalobos 
Zarate con Quebrada en medio, y al noreste, calle pública con frente 
de sesenta y ocho metros con setenta decímetros lineales. Mide: de 
acuerdo al plano catastral aportado número A-987461-2005 de fecha 
12 de abril del 2005, una superficie de tres mil veintitrés metros 
con sesenta decímetros cuadrados. El inmueble antes descrito, 
manifiesta el titulante, que lo adquirió por donación verbal que le 
hiciere el señor Manuel Ángel Condega Obregón, desde el mes de 
noviembre del año dos mil seis; ejerciendo sobre el fundo en forma 
quieta, pública, pacífica, sin interrupción, a título de dueño por 
más de trece años. Valora el terreno en la suma de dos millones de 
colones y en la misma suma estima las presentes diligencias con un 
mes de término contado a partir de la publicación de este edicto, se 
cita a los interesados que se crean lesionados con esta titulación, a 
efecto de que se apersonen en defensa de sus derechos. Diligencias 
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con el párrafo final del artículo 19 de la Ley de Notificaciones, N° 
8687, que indica que a la notificación se le acompañarán copias de 
los escritos y documentos salvo disposición legal en contrario. El 
artículo 27.2 del Código Procesal Civil establece que cuando los 
documentos o escritos fueran incorporados a la carpeta escaneados 
o por otros medios, no se requerirá la presentación de copias 
salvo que se trate de documentación que no pueda ser escaneada 
y con motivo de lo anterior, deberá la parte demandada, acceder 
al “Sistema de Gestión en Línea” (https://pjenlinea.poder-judicial.
go.cr) para obtener las copias de todas las piezas del expediente, 
no siendo necesario adjuntarle a la notificación las copias del 
mismo. Para ello, deberá obtener una clave de acceso al sistema 
la cual puede solicitar en la oficina judicial más cercana. Queda la 
documentación a disposición de la parte interesada en el Sistema 
de Gestión en Línea para su diligenciamiento. De conformidad 
con el numeral 263 del Código Procesal Civil, se ordena notificar 
al demandado Holger Speth por medio de edicto esta resolución, 
remítase el mismo mediante sistema electrónico a la Imprenta 
Nacional. Licda. Mayra Trigueros Brenes, Jueza. Lo anterior se 
ordena así en proceso divorcio de Florita Elieth Arguedas Sibaja 
contra Holger Speth. Expediente N° 19-000505-0187-FA. NOTA: 
Publíquese este edicto por única vez en el Boletín Judicial o en un 
periódico de circulación nacional. Los plazos comenzarán a correr 
tres días después de aquél en que se hizo la publicación.—Juzgado 
Segundo de Familia de San José, 18 de octubre del 2019.—Licda. 
Mayra Trigueros Brenes, Jueza.—1 vez.—O. C. N° 364-12-2017.—
Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2019396067 ).

Licenciada Kensy Cruz Chaves. Jueza del Juzgado de Familia 
del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, San Carlos, al señor 
Bernardo Romero Castro y al señor Rafael Alberto Valver Flores, 
se le hace saber que en proceso incidente modificación fallo de 
depósito judicial, expediente N° 17-000059-1302-FA, promovido 
por el Patronato Nacional de la Infancia, San Carlos, se ordena 
notificarle por edicto la resolución que literalmente dice: Juzgado 
de Familia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, a las quince 
horas y catorce minutos del cuatro de octubre de dos mil diecinueve. 
En virtud del escrito incorporado por el Patronato Nacional de la 
Infancia en fecha 30/09/2019, se resuelve: a) Se tienen por hechas 
sus manifestaciones y por cumplida la prevención realizada mediante 
auto de las catorce horas y trece minutos del veintiséis de setiembre 
de dos mil diecinueve. b) Mediante escrito de fecha 14/08/2019 se 
tiene por modificada la pretensión principal del presente asunto, así 
como aportado informe técnico actualizado de las personas menores 
de edad del presente asunto.- En razón de lo solicitado por el ente 
promovente mediante escrito de fecha 14/08/2019 se tiene por 
incluida al presente asunto la menor de edad Engel Noemi Mora 
Duarte y como depositaria de las personas menores de edad Danna 
Alexandra Romero Mora, Isaac Gabriel Romero Mora y Engel 
Noemi Mora Duarte, la señora Yanislaydi González Hernández por 
lo que de conformidad con los artículos 5 y 32 del Código de La 
Niñez y Adolescencia, se ordena el Depósito Judicial Provisional de 
la personas menores de edad Danna Alexandra Romero Mora, Isaac 
Gabriel Romero Mora y Engel Noemi Mora Duarte, en el hogar de 
Yanislaydi González Hernández, por lo que se previene al ente actor 
apersonar a dicha señora a este despacho dentro del plazo de tres 
días, para la aceptación del cargo que se le ha conferido, asimismo, 
deberá hacer ver a la depositaria provisional su obligación de 
velar por todas las necesidades básicas de los menores de edad 
que va a tener a su cargo como buena madre de familia. c) De la 
ampliación de los hechos de demanda y modificación de pretensión 
presentados por el ente promovente, así como inclusión de la menor 
de edad Engel Noemi Mora Duarte y depositaria mediante escrito 
electrónico de fecha 14/08/2019, y siendo procedente en la etapa 
procesal en la que nos encontramos, téngase en tiempo y forma por 
ampliada la demanda en cuanto a los hechos que la fundamentan. En 
consecuencia, acerca de la misma, se hace un nuevo emplazamiento 
de tres días a María Alexandra Mora Duarte, Bernardo Romero 
Castro y Rafael Alberto Valverde Flores. Con respecto de los hechos 
de la demanda expondrá con claridad si los rechaza por inexactos o 
si los admite como ciertos o con variantes o rectificaciones; también 
manifestará con claridad las razones que tenga para su negativa y 
los fundamentos legales en que se apoye. En la misma oportunidad 

ofrecerá las pruebas que estime pertinentes, con indicación en su 
caso del nombre y las generales de ley de los testigos, y los hechos 
a que deberá de referirse cada uno de estos. Artículos 305, 354 y 
357 ibídem. d) Se ordena notificar esta resolución personalmente a 
la señora María Alexandra Mora Duarte por medio de la Oficina de 
Comunicaciones Judiciales de este circuito judicial y a los señores 
Bernardo Romero Castro y Rafael Alberto Valverde Flores por medio 
de edicto siendo que se desconoce su domicilio. Notifíquese.—
Juzgado de Familia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, 
San Carlos.—Licda. Kensy Cruz Chaves, Jueza.—1 vez.—O. C. 
N° 364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2019396517 ).

Licenciada Patricia Cordero García, Jueza del Juzgado de 
Familia de Cartago, a Carlos Antonio Espinoza Guevara, en su 
carácter personal, quien es mayor de edad, casado una vez, ebanista, 
de domicilio desconocido, cédula 0701190028, se le hace saber que 
en demanda divorcio, establecida por Emilia Rosibel Brenes Vega 
contra Carlos Antonio Espinoza Guevara, se ordena notificarle por 
edicto la resolución que en lo conducente dice: Juzgado de Familia 
de Cartago, a las trece horas y veinte minutos del veintiséis de mayo 
del dos mil diecisiete. De la anterior demanda abreviada de divorcio 
establecida por el accionante Emilia Rosibel Brenes Vega, se 
confiere traslado al accionado Carlos Antonio Espinoza Guevara por 
el plazo perentorio de diez días, para que se oponga a la demanda o 
manifieste su conformidad con la misma. Dentro del plazo de cinco 
días podrá oponer excepciones previas. Al contestar negativamente 
deberá expresar con claridad las razones que tenga para su negativa 
y los fundamentos legales en que se apoya. Respecto de los hechos 
de la demanda, deberá contestarlos uno a uno, manifestando 
categóricamente si los rechaza por inexactos o si los admite como 
ciertos o con variantes o rectificaciones. En la misma oportunidad 
deberá ofrecer las pruebas que tuviere, con indicación en su caso 
del nombre y las generales de ley de los testigos y los hechos a 
que se referirá cada uno. Por existir menores involucrados en este 
proceso se tiene como parte al Patronato Nacional de la Infancia. 
Notifíquese a dicha institución por medio del Sistema de Gestión en 
Línea. Se le previene a la parte demandada, que en el primer escrito 
que presente debe señalar un medio para atender notificaciones 
bajo el apercibimiento de que mientras no lo haga las resoluciones 
posteriores quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro 
horas de dictadas incluidas las sentencias. Se producirá igual 
consecuencia cuando la notificación no se pueda efectuar en el 
medio señalado. Artículos 11, 34, 36 y 50 de la Ley de Notificaciones 
Judiciales N° 8687 del 28 de octubre del 2008, publicada en La 
Gaceta N° 20 del 29 de enero de 2009. Con respecto al medio, 
se le hace saber a las partes lo dispuesto por el Consejo Superior, 
en sesión N° 65-08, celebrada el 2 de setiembre del 2008, artículo 
LXII, Circular 169-2008, en el sentido de que, si desean señalar un 
fax como medio de notificación, dicho fax debe ser de uso exclusivo 
para el envío y recepción de documentos, por lo que no pueden 
utilizarlo también como teléfono. “Se exhorta a las partes a que 
suministren un número de teléfono “celular”, con el fin de enviar 
avisos y recordatorios de actuaciones del despacho. Esta petición 
es para cubrir nuestras necesidades internas de trámite procesal, 
buscando la agilización del mismo, pero en ningún momento 
sustituye los medios establecidos explícitamente en lo legal para la 
recepción de notificaciones”. Asimismo, por haberlo así dispuesto 
el Consejo Superior, en concordancia con la Política de Género del 
Poder Judicial, sesión 78-07, celebrada el 18 de octubre del 2007, 
artículo LV, se le solicita a las partes de este asunto que resulten ser 
personas físicas que se sirvan suministrar la siguiente información: 
a) lugar de trabajo, b) sexo, c) Fecha de Nacimiento, d) Profesión 
u oficio, e) Si cuenta con algún tipo de discapacidad, f) Estado 
civil, g) Número de cédula, h) Lugar de residencia. Notifíquese 
esta resolución al (los) demandado(s), personalmente o por medio 
de cédulas y copias de ley en su casa de habitación, o bien en su 
domicilio real. Artículo 19 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 
En caso de que el lugar de residencia consistiere en una zona o 
edificación de acceso restringido, se autoriza el ingreso de la persona 
funcionaria notificadora, a efectos de practicar la notificación, 
artículo 4 de la Ley de Notificaciones Judiciales. Previo a ordenar 
el nombramiento de un curador procesal para el accionado se 
ordena enviar oficio dirigido al OIJ de estos Tribunales a efectos de 
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se les previene que en el primer escrito que presenten deben señalar 
un medio para atender notificaciones, bajo el apercibimiento de que 
mientras no lo haga, las resoluciones posteriores quedarán notificadas 
con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, incluidas las 
sentencias. Se producirá igual consecuencia cuando la notificación no 
se pueda efectuar en el medio señalado. Artículos 11, 34, 36 y 50 de 
la Ley de Notificaciones Judiciales N° 8687 del 28 de octubre del 
2008, publicada en La Gaceta N° 20 del 29 de enero de 2009. Con 
respecto al medio, se le hace saber a las partes lo dispuesto por el 
Consejo Superior, en sesión N° 65-08, celebrada el 2 de setiembre 
del 2008, artículo LXII, Circular 169-2008, en el sentido de que, si 
desean señalar un fax como medio de notificación, dicho fax debe 
ser de uso exclusivo para el envío y recepción de documentos, por 
lo que no pueden utilizarlo también como teléfono. “Se exhorta a 
las partes a que suministren un número de teléfono “celular”, con 
el fin de enviar avisos y recordatorios de actuaciones del despacho. 
Esta petición es para cubrir nuestras necesidades internas de trámite 
procesal, buscando la agilización del mismo, pero en ningún momento 
sustituye los medios establecidos explícitamente en lo legal para la 
recepción de notificaciones.” Igualmente, se les invita a utilizar “El 
Sistema de Gestión en Línea” que además puede ser utilizado como 
medio para recibir notificaciones. Para acceder a este sistema ingrese 
la página oficial del Poder Judicial, http://www.poder-judicial.go.cr 
Si desea más información contacte al personal del despacho en que se 
tramita el expediente de interés.- Asimismo, por haberlo así dispuesto 
el Consejo Superior, en concordancia con la Política de Género del 
Poder Judicial, Sesión 78-07 celebrada el 18 de octubre del 2007, 
artículo LV, se le solicita a las partes de este asunto que resulten ser 
personas físicas que se sirvan suministrar la siguiente información: 
a) lugar de trabajo, b) sexo, c) Fecha de Nacimiento, d) Profesión 
u oficio, e) Si cuenta con algún tipo de discapacidad, f) Estado 
civil, g) Número de cédula, h) Lugar de residencia. Notifíquese esta 
resolución a Arelis Saballos Miranda, personalmente o por medio 
de cédulas y copias de ley en su casa de habitación, o bien en su 
domicilio real (artículo 19 de la Ley de Notificaciones Judiciales). 
Para estos efectos, se comisiona a la Delegación Policial de San 
Rafael de Alajuela. En caso de que el lugar de residencia consistiere 
en una zona o edificación de acceso restringido, se autoriza el 
ingreso del(a) funcionario(a) notificador(a), a efectos de practicar la 
notificación, artículo 4 de la Ley de Notificaciones Judiciales. Por 
medio de edicto se ordena notificar sobre el contenido de este proceso 
al señor Ernesto Ramón Bolaños Ugarte, que se publicará una vez en 
el Boletín Judicial. Expídase la comisión respectiva. Expediente: 18-
000281-0675-FA J. Notifíquese.—Juzgado Familia, Penal Juvenil 
y Violencia Doméstica de Turrialba, (Materia Familia).—Licda. 
Viria Artavia Quesada, Jueza.—1 vez.—O. C. N° 364-12-2017.—
Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2019397867 ).

Se convoca por medio de este edicto a las personas a quienes 
corresponda la salvaguardia de María Isabel Castro Fonseca, conforme 
con el artículo 236 del Código de Familia, para que se presenten a 
encargarse de ella dentro del plazo de quince días contados a partir 
de esta publicación. Proceso de Salvaguardia establecido por Daniel 
Andrés Mora Castro y Sofía Castro Fonseca. Expediente número 18-
000847-0338-FA.—Juzgado de Familia de Cartago, 24 de octubre 
del 2019.—Licda. Patricia Cordero García, Jueza.—1 vez.—O. C. N° 
364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2019397869 ).

Se avisa que en este Despacho bajo el expediente número 
19-000174-0675-FA-D, Jorge Arturo Ramírez Álvarez, solicitan se 
apruebe la adopción individual de la persona menor Emma Carvajal 
Ovares. Se concede a los interesados el plazo de cinco días para 
formular oposiciones mediante escrito donde expondrán los motivos 
de su disconformidad y se indicarán las pruebas en que fundamenta la 
misma.—Juzgado Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica 
de Turrialba (Materia Familia), 24 de octubre del 2019.—Licda. 
Jessica Céspedes Argüello, Jueza.—1 vez.—O. C. N° 364-12-
2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2019397924 ).

Licda. Magdalena Alfaro Barrantes, Jueza del Juzgado 
Segundo de Familia de San José; Hace Saber a Gerardo Ariel 
Martínez Gutiérrez documento de identificación C1438195, de 
nacionalidad nicaragüense, de domicilio desconocido, que en este 

obtener una dirección donde ubicar al demandado. Lo anterior por 
haberse ordenado así dentro de proceso de Divorcio, expediente N° 
17-001178-0338-FA, establecida por Emilia Rosibel Brenes Vega 
contra Carlos Antonio Espinoza Guevara.—Juzgado de Familia de 
Cartago.—Licda. Patricia Cordero García, Jueza.—1 vez.—O.C. 
N° 364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2019396519 ).

Licenciada María Alejandra Quesada García, Jueza del 
Juzgado de Familia y Violencia Doméstica del Primer Circuito 
Judicial de Guanacaste (Liberia) (Materia Familia), a Shirley de 
Los Ángeles Céspedes Loáiciga, en su carácter personal, mayor 
de edad, casada una vez, ama de casa, cédula de identidad número 
1-1093-0027, de domicilio actual desconocido, se le hace saber que 
en demanda divorcio N° 19-000181-0938-FA, establecida por Luis 
Enrique Aguirre Abarca contra Shirley de Los Ángeles Céspedes 
Loáiciga, se ordena notificarle por edicto, la sentencia que en 
lo conducente dice: sentencia de primera instancia N° 527-2019. 
Juzgado de Familia y Violencia Doméstica del Primer Circuito 
Judicial de Guanacaste (Liberia) (Materia Familia), a las trece horas 
y veintiocho minutos del tres de octubre del año dos mil diecinueve. 
Proceso abreviado de divorcio establecido por el señor Luis Enrique 
Aguirre Abarca, mayor de edad, casado una vez, comerciante, vecino 
de Liberia, titular de la cédula de identidad número 5-293-793; en 
contra de la señora Shirley de los Ángeles Céspedes Loáiciga, mayor 
de edad, casada una vez, ama de casa, cédula de identidad número 
1-1093-0027, de domicilio actual desconocido. Han figurado 
además como apoderada especial judicial del actor y curador 
procesal de la accionada, respectivamente, los licenciados Buck 
Ronald Calvo Canales, mayor de edad, casado una vez, abogado, 
cédula de identidad N° 1-557-388, carné profesional número 8593; 
y Jorge Eduardo Ramos Rojas, mayor de edad, casado, abogado, 
vecino de Heredia, cédula número 1-364-384, carné profesional 
1636. Resultando. I... II... III... Considerando I. Hechos probados: 
1... 2... 3... 4... II. Hechos no probados... III. Sobre el fondo del 
asunto... IV. Consideraciones adicionales de interés: ... Por tanto, 
Rechazando las excepciones de falta de derecho, como las de falta 
de legitimación activa y pasiva, se acoge con lugar la demanda de 
divorcio establecida por el señor Luis Enrique Aguirre Abarca en 
contra de la señora Shirley de los Ángeles Céspedes Loáiciga por la 
causal de separación de hecho suscitada entre ambos. Se rechaza la 
excepción de falta de derecho planteada por el curador procesal de 
la parte demandada. En consecuencia, se declara extinto el vínculo 
que hasta este momento los ha unido en matrimonio, debiéndose 
efectuar la anotación respectiva ante la Sección de Matrimonios de 
Registro Civil, provincia de Guanacaste, al tomo 67, folio 385 y 
asiento 770. Quedan las partes recíprocamente exoneradas del deber 
de prestarse alimentos entre sí. La guarda, crianza y educación de 
las personas menores de edad Luis Diego y Christopher Alberto 
ambos de apellidos Aguirre Céspedes lo seguirá ejerciendo la 
señora Céspedes Loáiciga. El vehículo placas MOT 193719, y finca 
de la provincia de Guanacaste, matrícula 85876-001, no son bienes 
gananciales. Son las costas personales y procesales exclusivamente 
a cargo de la accionada. Notifíquese al Patronato Nacional de la 
Infancia. Publíquese un extracto de esta sentencia por una sola vez 
en el Boletín Judicial. Notifíquese. Licda. María Alejandra Quesada 
García. Jueza de Familia. Notifíquese.—Juzgado de Familia y 
Violencia Doméstica del Primer Circuito Judicial de Guanacaste 
(Liberia) (Materia Familia), 15 de octubre del 2019.—Licda. 
María Alejandra Quesada García, Jueza.—1 vez.—O. C. N° 364-
12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2019396058 ).

Se hace saber al señor Ernesto Ramón Bolaños Ugarte, que en 
este Despacho se tramitan diligencias de depósito de la persona menor 
de edad Roger Steven Bolaños Saballos y se ha dictado la resolución 
que literalmente dice así: Juzgado Familia, Penal Juvenil y Violencia 
Doméstica de Turrialba, (Materia Familia), a las doce horas y diez 
minutos del veintiocho de marzo del dos mil diecinueve. Por resultar 
innecesario, se anula la resolución de las trece horas veintiún minutos 
del cinco de febrero en curso y en su defecto se resuelve; de las 
presentes diligencias de depósito de la persona menor de edad Roger 
Steven Bolaños Saballos, promovidas por el Patronato Nacional de 
la Infancia, se confiere traslado por tres días hábiles a los señores 
Arelis Saballos Miranda y Ernesto Ramon Bolaños Ugarte, a quienes 
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Despacho se interpuso un proceso de Suspensión de Patria Potestad 
en su contra promovido por Karla Patricia García Rizo, bajo el 
expediente número 19-000541-0673-NA donde se dictó el auto 
de traslado de las trece horas treinta y tres minutos del veintidós 
de octubre del dos mil diecinueve que en lo interesa dice: ““De 
la anterior demanda Abreviada de Suspensión de Patria Potestad 
establecida por el accionante Karla Patricia García Rizo, se confiere 
traslado al accionado Gerardo Ariel Martínez Gutiérrez por el 
plazo perentorio de diez días, para que se oponga a la demanda o 
manifieste su conformidad con la misma. Dentro del plazo de cinco 
días podrá oponer excepciones previas. Al contestar negativamente 
deberá expresar con claridad las razones que tenga para su negativa 
y los fundamentos legales en que se apoya. Respecto de los hechos 
de la demanda, deberá contestarlos uno a uno, manifestando 
categóricamente si los rechaza por inexactos, o si los admite como 
ciertos o con variantes o rectificaciones. En la misma oportunidad 
deberá ofrecer las pruebas que tuviere, con indicación en su caso 
del nombre y las generales de ley de los testigos y los hechos a que 
se referirá cada uno. Se le previene a la parte demandada, que en 
el primer escrito que presente debe señalar un medio para atender 
notificaciones, bajo el apercibimiento de que mientras no lo haga, 
las resoluciones posteriores quedarán notificadas con el transcurso 
de veinticuatro horas de dictadas, incluidas las sentencias. Se 
producirá igual consecuencia cuando la notificación no se pueda 
efectuar en el medio señalado. Artículos 11, 34, 36 y 50 de la Ley 
de Notificaciones Judiciales N°8687 del 28 de octubre del 2008, 
publicada en La Gaceta N°20, del 29 de enero de 2009. Con 
respecto al medio, se le hace saber a las partes lo dispuesto por el 
Consejo Superior, en sesión N° 65-08, celebrada el 2 de setiembre 
del 2008, artículo LXII, Circular 169-2008, en el sentido de que, si 
desean señalar un fax como medio de notificación, dicho fax debe 
ser de uso exclusivo para el envío y recepción de documentos, por 
lo que no pueden utilizarlo también como teléfono. Se exhorta a 
las partes a que suministren un número de teléfono celular, con el 
fin de enviar avisos y recordatorios de actuaciones del despacho. 
Esta petición es para cubrir nuestras necesidades internas de trámite 
procesal, buscando la agilización del mismo, pero en ningún 
momento sustituye los medios establecidos explícitamente en lo 
legal para la recepción de notificaciones. Asimismo, por haberlo así 
dispuesto el Consejo Superior, en concordancia con la Política de 
Género del Poder Judicial, Sesión 78-07 celebrada el 18 de octubre 
2007, artículo LV, se le solicita a las partes de este asunto que 
resulten ser personas físicas que se sirvan suministrar la siguiente 
información: a) lugar de trabajo, b) sexo, c) Fecha de Nacimiento, 
d) Profesión u oficio, e) Si cuenta con algún tipo de discapacidad, f) 
Estado civil, g) Número de cédula, h) Lugar de residencia. En caso 
de que el lugar de residencia consistiere en una zona o edificación de 
acceso restringido, se autoriza el ingreso de la persona funcionaria 
notificadora, a efectos de practicar la notificación, artículo 4 de la Ley 
de Notificaciones Judiciales. III. Por existir menores involucrados 
en este proceso se tiene como parte al Patronato Nacional de la 
Infancia. Notifíquese a dicha institución por medio de la Oficina de 
Comunicaciones Judiciales y Otras Comunicaciones; Primer Circuito 
Judicial De San José de este circuito. -IV. A efectos de notificar 
a la demandada, se ordena realizar edicto para ser publicado 
en el Boletín judicial, remítase vía electrónica a la Imprenta 
Nacional. A la curadora se le notificará por este medio y podrá 
consultar el escrito de demanda por medio del sistema de gestión 
en línea.”. —Juzgado Segundo de Familia de San José.—Licda. 
Magdalena Alfaro Barrantes, Juez.—1 vez.—O. C. Nº 364-12-
2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2019397940 ).

Se avisa al señor Andrés Miguel Sandí Baltodano, mayor, 
costarricense, cédula de identidad número 02-0642-990, 
divorciado con demás calidades y domicilio desconocido que 
en este Juzgado se tramita el expediente N° 19-001015-1146-
FA, correspondiente a diligencias no Contenciosas de Depósito 
Judicial, promovidas por el Patronato Nacional de la Infancia, 
donde se solicita que se le apruebe el depósito de las personas 
menores de edad Thiago Alejandro y Oscar Andrés ambos 
apellidos Sandí Céspedes. Se le concede el plazo de tres días, 
para que manifieste su conformidad o se oponga a estas diligencias. 
Expediente N° 19-001015-1146-FA. Clase de Asunto depósito 
judicial.—Juzgado de Familia de Puntarenas, a las catorce horas y 

diecisiete minutos del veintiuno de octubre del dos mil diecinueve.—
Lic. Diego Armando Acevedo Gómez, Juez.—1 vez.—O. C. N° 364-
12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2019397941 ).

Se hace saber en este tribunal de justicia se tramita proceso de 
cambio de nombre promovido por María Isabel Villegas Fernández, 
mayor, casada, empleada doméstica, documento de identidad N° 03-
0391-0773, vecina de Los Reyes de San Vito de Coto Brus, en el 
cual pretende cambiarse el nombre a Wendy Villegas Fernández. Se 
concede el plazo de quince (15) días a cualquier persona interesada, 
para que se presente al proceso a hacer valer sus derechos, artículo 
55 del Código Civil. Expediente: 19-000087-0920-CI-3.—Juzgado 
Civil y Trabajo del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, 
Corredores, (Materia Civil), 21 de octubre de 2019.—Lic. José 
Pablo Quesada Padilla, Juez.—1 vez.—( IN2019397995 ).

Se hace saber: en este Tribunal de Justicia se tramita proceso de 
cambio de nombre promovido por Nicole Mercedes Delia Rodríguez, 
mayor, soltera, médico general, documento de identidad 0115320472, 
vecina Alajuela, San Mateo, Desamparados, en el cual pretende 
cambiarse el nombre a Nicole mismos apellidos. Se concede el plazo 
de quince días a cualquier persona interesada para que se presenten 
al proceso a hacer valer sus derechos. Artículo 55 del Código Civil. 
Nota: se le recuerda a la persona interesada que deberá acudir a la 
Imprenta Nacional para cancelar los derechos de publicación de este 
edicto. Publíquese por una sola vez en el Boletín Judicial, expediente 
N° 19-000656-0638-CI-8.—Juzgado Civil Primer Circuito Judicial 
Alajuela, 23 de setiembre del 2019.—Sandra Trejos Jiménez, Jueza 
Decisora.—1 vez.—( IN2019398066 ).

Msc. Marilene Herra Alfaro, Jueza del Juzgado Primero 
de Familia de San José; hace saber a Pablo José Jirón Hurtado, 
documento de identidad 155820588613, casado, vecino de paradero 
desconocido, que en este Despacho se interpuso un proceso 
inexistencia de matrimonio en su contra, bajo el expediente número 
14-000465-0186-FA donde se pretende se declare la Inexistencia de 
su matrimonio con Grettel Valerio Orozco. Lo anterior se ordena así 
en proceso inexistencia de matrimonio de la Procuraduría General 
de la República contra Grettel Marcela Valerio Orozco y Pablo José 
Jirón Hurtado. Expediente Nº 14- 000465-0186-FA.—Juzgado 
Primero de Familia de San José, 16 de octubre del 2019.—Msc. 
Marilene Herra Alfaro, Jueza.—1 vez.—O.C N° 364-12-2017.—
Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2019398107 ).

Edictos Matrimoniales
Piden contraer matrimonio: Eduardo Antonio Núñez Hernández, 

cédula N° 6-0301-0342 y Jocselyn María Palacios Molina, cédula N° 
1-1566-0945, ambos vecinos de Piedras Blancas de Osa. Si alguna 
persona conoce impedimento para que esta boda se realice, deberá 
manifestarlo a este despacho dentro del plazo de 8 días siguientes a 
la publicación de este edicto, expediente N° 19-000227-1420-FA.—
Juzgado de Familia de Osa, 17 de octubre del 2019.—Lic. Mario 
Alberto Barth Jiménez, Juez Decisor.—1 vez.—O.C. Nº 364-12-
2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2019395964 ).

Han comparecido a este Despacho solicitando contraer 
matrimonio civil, Graciela Zúñiga Zúñiga, mayor, divorciada, oficios 
domésticos, cédula de identidad número 0503510744, vecina de 
Oriente de Juan Díaz, 2 kilómetros al sur de la escuela oriente, hija 
de José Rodrigo Zúñiga Baltodano y María Cecilia Zúñiga Vargas, 
nacida en centro, Nicoya, Guanacaste, el 10/03/1986, con 33 años 
de edad y Juan Onofre Zúñiga Campos, mayor, soltero, guarda de 
seguridad, cédula de identidad número 0502720562, vecino de 
Oriente de Juan Díaz, 2 kilómetros al sur de la escuela oriente, hijo de 
Reinerys Zúñiga Díaz y Marta Campos Noguera, nacido en Juan Díaz, 
Nicoya, Guanacaste, el 12/06/1972, actualmente con 47 años de edad. 
Si alguna persona tiene conocimiento de algún impedimento para que 
este matrimonio se realice, está en la obligación de manifestarlo en 
este Despacho dentro de los ocho días siguientes a la publicación del 
edicto, expediente Nº 19-000295-0869-FA.—Juzgado de Familia y 
Violencia Doméstica del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste 
(Nicoya) (Materia familia), Nicoya, 21 de octubre del 2019.—Msc. 
Carlos Eduardo Arce Matarrita, Juez Tramitador.—1 vez.—O.C. Nº 
364-12-2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2019397852 ).
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Han comparecido a este Despacho solicitando contraer 
matrimonio civil; Ericka Patricia Sunsin Hurtado, mayor, divorciada 
una vez, maestra, cédula de identidad número 0115190215, vecina 
de Tilarán, Guanacaste, frente al colono, casa color amarilla con 
portón rojo, hija de Celia Hurtado Membreño y Marino Luis Sunsin 
García, nacida en Uruca Central San José, el 16/11/1992, con 
26 años de edad, número de teléfono 6041-2630, y Juan Gabriel 
Corrales Meléndez, mayor, divorciado una vez, conductor de 
autobuses, cédula de identidad número 0503780522, vecino de 
Tilarán, Guanacaste, frente al colono, casa color amarilla con portón 
rojo, hijo de Margoth Melendez Chevez y Henry Corrales Carranza, 
nacida en Centro Liberia Guanacaste, el 04/05/1990, actualmente 
con 29 años de edad, número de teléfono 8722-1498; ambas 
personas contrayentes tienen el domicilio en Tilarán, Guanacaste. Si 
alguna persona tiene conocimiento de algún impedimento para que 
este matrimonio se realice, está en la obligación de manifestarlo en 
este Despacho dentro de los ocho días siguientes a la publicación 
del edicto. Expediente N° 19-000310-0928-FA.—Juzgado de 
Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Cañas (Materia 
Familia), Cañas, Guanacaste, 22 de octubre del año 2019.—Lic. 
Luis Fernando Suárez Jiménez, Juez.—1 vez.—O. C. N° 364-12-
2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2019397935 ).

Han comparecido a este Despacho solicitando contraer 
matrimonio civil Edwin Hernández Gómez, mayor, divorciado dos 
veces, agricultor, cédula de identidad número tres-doscientos seis-
quinientos setenta y ocho, hijo de Francisco Hernández Fuentes 
y Emilia Gómez García, nacido en La Suiza, Turrialba, Cartago, 
el veintiuno de febrero de mil novecientos cincuenta y cinco, con 
sesenta y cuatro años de edad, y María Elena del Socorro Arrieta 
Mora, mayor, divorciada una vez, ama de casa, cédula de identidad 
número tres-doscientos setenta y nueve-cero cincuenta, hija 
Antonio Arrieta Araya y Virginia Mora Brenes, nacida en Chitaria, 
Turrialba, Cartago, el diez de noviembre de mil novecientos sesenta 
y cinco, actualmente con cincuenta y cuatro años de edad. Si 
alguna persona tiene conocimiento de algún impedimento para que 
este matrimonio se realice, está en la obligación de manifestarlo en 
este Despacho dentro de los ocho días siguientes a la publicación 
del edicto. Expediente Nº 19-000353-0675-FA-I.—Juzgado 
Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Turrialba 
(Materia Familia), Turrialba, 24 de octubre del 2019.—Licda. 
Jessica Violeta Céspedes Arguello, Jueza.—1 vez.—O. C. N° 364-
12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2019397936 ).

Luis Guillermo Mora Estrada y Ana Luisa Navarro Ceciliano, 
cédula por su orden: 1-1400-0608 y 1-1426-0997; ambos vecinos de 
Desamparados, San Miguel, Higuito, desean contraer matrimonio y 
afirman reunir todos los requisitos de ley. La oposición de alguien 
con interés legítimo debe ser presentada ante este Juzgado dentro 
de los ocho días luego de esta publicación. Expediente N° 19-
001492-0637-FA, 24 de octubre del 2019.—Juzgado de Familia de 
Desamparados.—Licda. Maureen Solís Madrigal.—1 vez.—O.C. 
N° 364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2019397945 ).

Han comparecido ante este Juzgado de Familia de Heredia, 
solicitando contraer matrimonio civil, Jackson Noe Rodríguez 
Delgado, mayor, estado civil soltero, profesión optometrista, 
cédula de identidad número 5-0344-0023, vecino Heredia, San 
Josecito, de la Iglesia Católica 300 metros norte y 50 metros 
oeste, teléfono 8324-3236 hijo de Noe Rodríguez Gutiérrez y 
Maribel Delgado Varela nacido en Guanacaste, con 34 años de 
edad, y Jelba Luciana Villanero Atencio, mayor, estado civil 
soltera, profesión estudiante, cédula de identidad número 6-0405-
0412, vecina de la misma dirección del anterior, hija de Pedro 
Villanero González y Florentina Atencio Montezuma, nacida 
en Puntarenas, actualmente con 27 años de edad. Si alguna 
persona tiene conocimiento de algún impedimento para que este 
matrimonio se realice, está en la obligación de manifestarlo en 
este Despacho dentro de los ocho días siguientes a la publicación 
del edicto. Expediente Nº 19-002167-0364-FA.—Juzgado de 
Familia de Heredia, Heredia, 17 de octubre del 2019.—Lic. 
Leonardo Loría Alvarado, Juez.—1 vez.—O.C N° 364-12-
2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2019397946 ).

Han comparecido ante este Juzgado de Familia de Heredia, 
solicitando contraer matrimonio civil, los señores: Melany Dayanna 
Mejía Madrigal, mayor, estado civil soltera, profesión ama de casa, 
cédula de identidad N° 117420584, vecina de Heredia San Antonio 
de Belén, La Asunción, hija de Jennifer Madrigal Valverde y Luis 
Ricardo Mejía Zúñiga nacida en Hospital Central San José, con 20 
años de edad y John Humberto Muñoz Ortiz, mayor, estado civil 
soltero, profesión ayudante electricista, cédula de identidad N° 
402330347, vecino de Heredia San Antonio de Belén La Asunción, 
hijo de Johana Del Carmen Ortiz Segura y Marvin Muñoz Barrantes, 
nacido en Centro Central Heredia, actualmente con 22 años de 
edad. Si alguna persona tiene conocimiento de algún impedimento 
para que este matrimonio se realice, está en la obligación de 
manifestarlo en este Despacho dentro de los ocho días siguientes 
a la publicación del edicto. Expediente N° 19-002180-0364-FA.—
Juzgado de Familia de Heredia, 18 de octubre del 2019.—Msc. 
Ricardo Núñez Montes De Oca, Juez.—1 vez.—O. C. N° 364-12-
2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2019397947 ).

Han comparecido ante este Juzgado de Familia de Heredia 
solicitando contraer matrimonio civil, los señores María Amalia 
Mora Martínez, mayor, estado civil soltera, profesión, cédula de 
identidad número 106940897, vecina de Hatillo, San José, hija de 
María Cristina Martínez Martínez y Marco Tulio Mora Rodríguez, 
nacida en Hospital Central de San José, con 52 años de edad, y 
Miguel Ramírez Arias, mayor, estado civil soltero, profesión, cédula 
de identidad número 401090612, vecino de Santa Lucía Barva, 
Heredia, hijo de Emérita Arias Delgado y Miguel Ramírez Barrantes, 
nacido en Santo Domingo, Santa Barbara de Heredia, actualmente 
con 64 años de edad. Si alguna persona tiene conocimiento de 
algún impedimento para que este matrimonio se realice, está en la 
obligación de manifestarlo en este Despacho dentro de los ocho días 
siguientes a la publicación del edicto. Expediente Nº 19-002196-
0364-FA.—Juzgado de Familia de Heredia, 22 de octubre del 
año 2019.—Lic. Leonardo Loría Alvarado, Juez.—1 vez.—O.C. N° 
364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2019397948 ).

Han comparecido a este despacho solicitando contraer 
matrimonio civil Carlos Humberto Martínez Arredondo, 
colombiano, mayor, soltero, artesano, cédula de identidad N° 
286429, vecino de Tejar del Guarco, de la Cantina Cuatro Vientos, 
200 metros oeste y 50 metros sur, hijo de Blanca Flora Redondo y 
Roberto Martínez, ambos colombianos, nacido en Colombia Dovio 
Valle, el 03/04/1971, con 48 años de edad, y Floria María De La 
Trinidad Naranjo Vega, mayor, soltera, ama de casa, cédula de 
identidad N° 0302940880, vecina de Tejar del Guarco de la Cantina 
Cuatro Vientos, 200 metros oeste y 50 metros sur, hija de Luisa 
Vega Montero y Rafael Naranjo Fallas, ambos costarricenses, 
nacida en Centro, Turrialba, Cartago, el 15/04/1968, actualmente 
con 51 años de edad. Si alguna persona tiene conocimiento de 
algún impedimento para que este matrimonio se realice está en 
la obligación de manifestarlo en este despacho dentro de los ocho 
días siguientes a la publicación del edicto. Expediente N° 19- 002943-
0338-FA.—Juzgado de Familia de Cartago, Cartago, 23 de octubre 
del 2019.—Licda. Guadalupe Solano Patiño, Jueza.—1 vez.—O. C. 
N° 364-12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2019397950 ).

Han comparecido a este Despacho solicitando contraer 
matrimonio civil, Carlos Luis Alpízar Araya, costarricense, mayor, 
divorciado de Claribel Granados Ramírez el 23/09/2013 en la 
provincia de Cartago, chofer taxi, cédula de identidad número 
0108830973, vecino de Tejar de El Guarco del super Divi 150 metros 
sur y 150 este, hijo de María Luisa Araya Rojas y Carlos Luis Alpízar 
Martínez, ambos costarricenses, nacido en Uruca, Central, San José, 
el 04/07/1974, con 45 años de edad, y Madeline Lothringen Chaves 
González, costarricense, mayor, Soltera, ama de casa, cédula de 
identidad número 0401910186, vecina de Tejar de El Guarco del 
super Divi 150 metros sur y 150 este, hija de Thais González Vargas 
y Rogelio Roberto Chaves Morales, ambos costarricenses, nacida en 
Centro, Central, Heredia, el 11/05/1986, actualmente con 33 años de 
edad. Si alguna persona tiene conocimiento de algún impedimento 
para que este matrimonio se realice, está en la obligación de 
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manifestarlo en este Despacho dentro de los ocho días siguientes 
a la publicación del edicto. Expediente Nº 19-002958-0338-FA.—
Juzgado De Familia De Cartago, 24 de octubre del 2019.—Licda. 
Patricia Cordero García, Jueza.—1 vez.—O. C. N° 364-12-2017.—
Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2019397951 ).

Edictos en lo Penal
Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, 

a las trece horas veinte minutos del veintidós de octubre del dos 
mil diecinueve. Se hace saber: que dentro de la causa penal N° 13-
000087-0275-PE, seguida contra Luis Diego Vindas Elizondo, por 
el delito de portación ilícita de arma permitida, en perjuicio de la 
seguridad común, se ordena publicación de edicto (…) Tribunal 
Penal del Primer Circuito Judicial de San José, al ser las once horas 
cuarenta y cuatro minutos del veintiuno de octubre del dos mil 
diecinueve. Vista la consulta negativa de Servicios de Investigaciones 
Puntarenense S. A., que rola a folio 110 y siendo que no se ha 
podido contactar a Servicios de Investigaciones Puntarenense S. 
A., se ordena: notifíquese mediante edicto en el Boletín Judicial, 
la resolución de las trece horas y treinta y cinco minutos del cuatro 
de julio del dos mil diecinueve, que literalmente resuelve: notificar 
lo resuelto en sentencia a esta sociedad, en su domicilio anotado 
ante el Registro Nacional. En caso de no ser posible su notificación, 
procédase a la publicación de edicto mediante el Boletín Judicial, 
y si transcurridos tres meses de la notificación no existe interés de 
parte para su devolución de conformidad con la Ley de Armas y 
Explosivos N° 7530, se ordenará el comiso a favor del Estado, a 
la orden del Arsenal Nacional, autorizando su destrucción en caso 
de no ser posible su uso. Notifíquese. Licda. Mariela Villalobos 
Soto, Jueza de Juicio (…).—Tribunal Penal del Primer Circuito 
Judicial de San José, 22 de octubre del 2019.—Msc. Nuria 
Villalobos Solano, Jueza Coordinadora.—O. C. N° 364-12-2017.—
Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2019397250 ).	 3 v. 2.

Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, ocho 
horas y cincuenta y dos minutos del dieciocho de octubre del dos mil 
diecinueve. Se hace saber: Que dentro de la causa penal 13-011353-
0042-PE, contra Steward Fernando Gutiérrez Mena, por el delito de 
Homicidio Simple y otros, en perjuicio de Brayan Enrique Alfaro 
Arias y otros, se ordena lo siguiente (...)” Se ordena publicación de 
edicto, Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial San José, al ser 
las trece horas y dieciséis minutos del dieciséis de octubre del año 
dos mil diecinueve. En virtud de que en la sentencia número 133-
2017 de las once horas del quince de febrero del dos mil diecisiete 
este Tribunal dispuso la devolución a su legítimo propietario, del 
vehículo marca Hyundai Accent, año de fabricación 1994, placas 
436529, serie KMHVF21NPRU079015, motor GA16890980L; 
siendo que a folio 663 consta según estudio registral que el 
legítimo propietario del vehículo es el señor Bryan Enrique Alfaro 
Arias, cédula N° 1-1310-0002 y consta además a folio 665 que el 
mismo se encuentra fallecido. En razón de lo anterior, se ordena la 
publicación de un edicto en el Boletín Judicial, el cual se hará por 
tres veces, mediante el cual se informe que en la citada resolución se 
ordenó la devolución del vehículo a quien demuestre ser su legítimo 
propietario. Además, se advierte que, transcurridos tres meses desde 
la publicación del edicto, sin que se gestione la devolución del 
automotor, de conformidad con el artículo primero de la ley 6106 
se procederá a su donación al operar de pleno derecho el comiso 
a favor del Estado. Notifíquese. Licda. Brisa Campbell Argüello, 
Jueza de Juicio—Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial 
de San José, 18 de octubre del dos mil diecinueve.—Msc. Nuria 
Villalobos Solano, Jueza Coordinadora.—O. C. N° 364-12-2017.—
Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2019397251 ).	 3 v. 2.

Al ser las ocho horas con cincuenta y siete minutos, del 18 
de mayo del 2019, se comunica que en el Legajo Principal N° 
180015210494TR, seguido contra Guillermo Villalobos López, 
por el delito de lesiones culposas, en perjuicio de María Sanabria 
Sandino, se le informa que se debe de notificar de la acción civil, a 
la demandada civil Anna Stefania Certad Garcea. De conformidad 
con el artículo 162 del Código Procesal Penal se le comunica a 
la señora Anna Stefania Certad Garcea, cédula de identidad N° 
110320348, de domicilio en Alajuela frente al costado sur del 
parque del hospital, que por ser la propietaria registral del vehículo 

Placa CCC789, Marca Nossan, Estilo Tiida, año 2013, el cual se 
encuentra involucrado en los hechos que se investigan, se le pone 
en conocimiento la resolución de las diecisiete horas y veinticinco 
minutos del dieciséis de agosto del año dos mil dieciséis, donde se 
le da traslado de la acción Civil Resarcitoria, para que se apersone a 
este despacho a ejercer su derecho. Notifíquese. Por medio de edicto 
que se publicará una sola vez en el Boletín Judicial. Notifíquese.—
Fiscalía Adjunta del Primer Circuito Judicial de Alajuela.—
Fernando Arguedas Rojas, Fiscal.—1 vez.—O. C. Nº 364-12-
2017.—Solicitud Nº 68-2017-JA.—( IN2019396016 ).

Msc. Pilar Espinach Rueda, Jueza de Trámite del Tribunal de 
Juicio del Primer Circuito Judicial de Alajuela; hace saber: Que en 
este Despacho se tramita el expediente número 14-600188-0314-
TC donde se dictó la resolución que literalmente dice: Se resuelve 
gestión. Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de Alajuela, a 
las trece horas con veinte minutos del catorce de octubre de dos mil 
diecinueve. Resultando I. Que mediante escrito visible a folios 279 
y 280 del expediente, la Oficina de la Defensa Civil de la Víctima 
solicitó que la actual anotación de “colisión” que pesa sobre el 
automotor placas MOT 073413, marca Yamaha, estilo Serrow 225, 
color blanco, año 1988, propiedad de Marvin Porras Campos, sea 
sustituida por la anotación del gravamen correspondiente, bajo 
la premisa de que el vehículo en cuestión constituye la posible 
garantía para asegurar las resultas del proceso. II. Que mediante el 
auto de las quince horas y veinticuatro minutos del diez de octubre 
del año dos mil diecinueve, se les concedió audiencia a las demás 
partes dentro del proceso de la gestión presentada por la Oficina 
de la Defensa Civil de la Víctima, pero no hubo manifestación al 
respecto. Considerando primero. Sobre el fondo de la solicitud. 
Siendo atendibles las razones que expone la Oficina de la Defensa 
Civil de la Víctima y examinado el hecho de que el vehículo en 
cuestión eventualmente podría constituir la garantía real en torno 
a las posibles resultas del proceso y que erróneamente se anotó una 
“colisión” cuando lo que procedía según los numerales 14 y 200 de 
la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, 
era la anotación de un gravamen al margen del asiento registral 
del automotor en cuestión, estima este Tribunal que es procedente 
sustituir la anotación de la “colisión” que actualmente presenta 
el vehículo de marras y que siendo razonable y proporcional, en 
su lugar se anote el correspondiente gravamen. Adviértase que 
la medida que se está tomando es mucho menos gravosa que no 
informar adecuadamente a eventuales terceros interesados en 
el bien mueble sobre la situación procesal del objeto, así como 
tampoco involucra una vulneración al derecho de propiedad del 
dueño del automóvil, pues la anotación marginal del gravamen no 
se equipara a un embargo preventivo ni inmoviliza el automotor, 
ni limita de ninguna manera los atributos que sobre el vehículo 
tiene el propietario. Así las cosas, se ordena que se elimine la 
anotación de la “colisión” asociada al expediente sub examine y 
que en su lugar se proceda a anotar al margen del asiento registral 
el respectivo gravamen con el número de esta causa penal, sobre 
el automotor placas MOT 073413, marca Yamaha, estilo Serrow 
225, color blanco, año 1988, propiedad de Marvin Porras Campos. 
Por tanto, razones expuestas, artículos 14, 172 y 200 de la Ley de 
Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, se ordena 
que se elimine la anotación de la “colisión” asociada al expediente 
de conocimiento y que en su lugar se proceda a anotar al margen 
del asiento registral, el respectivo gravamen con el número de 
esta causa penal, sobre el automotor placas MOT 073413, marca 
Yamaha, estilo Serrow 225, color blanco, año 1988, propiedad 
de Marvin Porras Campos. Se ordena prevenir por el plazo de 
diez hábiles, a partir de la comunicación respectiva, al actual 
propietario del vehículo para que indique si es su deseo constituirse 
como parte en este proceso. Notifíquese. Lo anterior se ordena 
así en causa 14-600188-0314-TC seguida contra Marcos Antonio 
Rojas Jiménez por el delito de lesiones culposas en perjuicio de 
Keylor Andrés Vargas Arrieta.—Tribunal de Juicio del Primer 
Circuito Judicial de Alajuela, 21 de octubre de 2019.—MSc. 
Pilar Espinach Rueda, Jueza Tramitadora.—1 vez.—O. C. N° 364-
12-2017.—Solicitud N° 68-2017-JA.—( IN2019396515 ).
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